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EDITORIAL

Rectoría Política del Empleo Público en Costa Rica  

La necesidad de contar con una rectoría de nivel político, en el ámbito del empleo público 
costarricense, es un asunto ampliamente reconocido por diferentes actores del escenario 
institucional del sector público y, entre ellos, particularmente la Contraloría General de la 
República ha enfatizado en la urgencia de superar ese vacío, haciendo ver que, si bien la 
Dirección General de Servicio Civil ejerce una rectoría técnica en la gestión de Recursos 
Humanos, esta no abarca a la totalidad del empleo público, sino únicamente aquellos sectores 
del Poder Ejecutivo regulados por el Régimen de Servicio Civil. En efecto, en el INFORME No. 
DFOE-PGAA-4-2009 de fecha 6 de marzo, 2009, el ente contralor señaló:

“El estudio permitió determinar que el Estado Costarricense no ha definido un rector que 
se encargue de la emisión de lineamientos y políticas en materia de empleo público, a ser 
implementadas en todas las dependencias del Sector Público. La normativa vigente asigna 
atribuciones y potestades de rectoría técnica al Director General de Servicio Civil, cuya 
aplicación se circunscribe, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Servicio Civil, a 
las dependencias principalmente del Poder Ejecutivo; además, de competencias de orden 
técnico y operativas para el manejo de los recursos humanos de las dependencias referidas”

En esa misma dirección, cabe mencionar que, entre los años 2007-2009, la Comisión de Eficiencia 
Administrativa para la Reforma del Estado (CEARE), de la que formó parte la Dirección General 
de Servicio Civil, trabajó junto a un respetable consultor, para redactar el Proyecto de Ley 
conocido como “Ley General de la Relación Pública de Servicio” que, desde la óptica de la 
Comisión, era muy importante para revertir paulatinamente la dispersión de responsabilidades, 
esfuerzos y funciones que imperan en materia de empleo público, realidad que diversos 
artículos publicados en esta Revista han puesto en evidencia.

De manera que, la necesidad de concentrar las políticas y funciones dirigidas al ordenamiento 
y conformación de un sistema de empleo público, en un ente rector de nivel político, es un tema 
en el que, desde hace aproximadamente veinticinco años, ha venido insistiendo la Dirección 
General de Servicio Civil, así como otras organizaciones, con el fin de contrarrestar la dispersión 
señalada. Y, en congruencia con ello, en su trabajo publicado en la Revista Centroamericana 
de Administración Pública (ICAP-2011- Vol. 60-61: 199-217), el Director General de Servicio 
Civil, José Joaquín Arguedas Herrera, señaló, al respecto de la enorme atomización de las 
responsabilidades sobre empleo público:

“Hablar sobre función pública en Costa Rica implica acercarse a más de una decena de 
instituciones, las que por lo general, no se hablan entre sí. Esto ha provocado la pérdida 
de innumerables oportunidades de crecimiento y desarrollo, tanto institucional como 
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profesionalmente” Agregaba, en dicha oportunidad que “ante este panorama tan complejo, 
lo único claro es que la función pública requiere de un órgano rector colocado en el primer 
nivel de la estructura organizacional de la Administración Pública, con el propósito de que esta 
procure de manera paulatina darle unidad y enfoque sistémico”.

Adicionalmente, el primer Barómetro de la Profesionalización de los Servicios Civiles de 
Centroamérica, Panamá y República Dominicana (AECID-SICA-FLACSO 2009:358) expuso 
que “El principal problema del Estado Costarricense no está relacionado con su tamaño, sino 
con la baja eficacia de sus acciones, producto de la atomización de responsabilidades, del 
debilitamiento de sus capacidades técnicas y gerenciales y del laberinto jurídico de toda la 
Administración Pública: Se mantiene la dificultad de generar procesos de cambio”. 

En mérito de las circunstancias expuestas, estimamos que, en la actual coyuntura política, la 
iniciativa de la Señora Presidenta de la República, Laura Chinchilla Miranda de crear un ente 
rector político del empleo público, es un paso relevante en el camino para consolidar dicha 
rectoría. Sin embargo, es evidente que la normativa por sí sola es insuficiente para alcanzar un 
objetivo de esa magnitud y, por consiguiente, se requiere de una estrategia interinstitucional en 
la que prevalezcan el diálogo, el consenso y el equilibrio en la participación política y técnica 
de los actores involucrados. 

Bajo dicha estrategia debe aprovecharse al máximo la experticia y el liderazgo que, al tenor 
de los numerales 191 y 192 de la Constitución Política de la República, mantiene vigente, en 
materia de gestión de recursos humanos, la Dirección General de Servicio Civil desde 1953. En 
ese sentido, la participación de esta institución no puede quedar invisibilizada ni relegada al 
mero papel de apoyo técnico, sino concatenada proporcionalmente en aquellos estrados en 
los que se dimensione la rectoría del empleo público.

En fin, dentro de una perspectiva de diálogo, acuerdo y equilibrada participación, consideramos 
necesario propiciar un sistema integrado de empleo del sector público, que brinde dirección 
y garantice el cumplimiento de los principios constitucionales y legales en esta materia, así 
como determinar y fomentar la realización de los principios rectores que presiden dicho sector 
del empleo. También resulta fundamental realizar un seguimiento adecuado del desempeño 
y la prestación de los servicios, y desarrollar parámetros para administrar y mejorar todo lo que 
concierne al tema del empleo del sector público, con el fin de lograr unidad y coherencia en sus 
reglas; lo anterior, con sujeción a las disposiciones constitucionales y legales correspondientes.
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Programa Iberoamericano de Formación 
Técnica Especializada (PIFTE)
Frutos de la Cooperación Internacional 
INAP-AECID

Carmen Hernandez Antolín y Jose Luis Gomara

Ruth Piedra Marín
Periodista-DGSC

En el marco de una nueva promoción del 
Programa Iberoamericano de Formación 
Técnica Especializada (PIFTE), el Instituto 
Nacional de Administración Pública de España 
(INAP), gracias al auspicio de la Agencia 
Española de Cooperación Internacional para 
el Desarrollo (AECID), realizó cinco cursos 
dirigidos a profesionales del sector público de 
los países latinoamericanos, del 14 al 25 de 
noviembre del año 2011 en la Universidad de 
Alcalá de Henares, España.

Estos seminarios correspondieron a la fase 
presencial de otros realizados bajo la 
modalidad de tele formación (en línea), en el 
año 2010 y abordaron las siguientes temáticas: 
III Curso de Dirección Pública; III Curso de 
Gobernabilidad y Desarrollo Institucional; 
III Curso de Planificación y Gestión local; III 
Curso de Políticas Públicas para el Desarrollo 

Local; III Curso de Profesionalización del Empleo Público. 

El Programa PIFTE de cooperación institucional, funciona gracias al aporte de todas las 
administraciones públicas del Estado español y tienen como objetivo el fortalecimiento 
institucional de dichas administraciones, mediante la formación de sus cuadros ejecutivos. 
La meta es que las instituciones puedan enriquecerse de los conocimientos que las personas 
adquieran, trabajando en red. La AECID ha hecho un gran esfuerzo por homologarse con 
otras agencias que forman parte de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE), y proyectarse como parte del grupo de élite que coordina sus políticas 

Carmen Hernández Antolín, Directora de Relaciones 
Internacionales–INAP y Javier Jiménez, representante 
del programa PIFTE-AECID, durante la ceremonia de 
inauguración.Noviembre 2011.
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de desarrollo alcanzando altos estándares. Al aprovechar la coyuntura de lo que parecía ser 
la última promoción de estos cursos en su fase presencial, conversamos con la señora Carmen 
Hernández Antolín, Directora del Departamento de Relaciones Internacionales del INAP y 
con el profesor José Luis Gómara, Coordinador del III Curso sobre Gobernabilidad y Desarrollo 
Institucional, sobre el trabajo del INAP y sus proyectos en un futuro cercano. 

Carmen Hernández Antolín 
Directora del Departamento de Relaciones Internacionales
INAP 

A lo largo de su historia laboral, la señora Carmen 
Hernández Antolín, ha ocupado distintos cargos dentro 
de la Función Pública Española; ha trabajado para 
el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
de España por cuatro años y desde inicios del 2011 se 
desempeña como Directora del Departamento de 
Relaciones Internacionales.

¿Cómo describiría su experiencia en este cargo?

Es absolutamente gratificante el trabajo que hacemos 
aquí. Realmente, consideramos que apoyar la formación 
de profesionales destacados en materia de administración 
pública, es sumamente satisfactorio. 

Estamos contribuyendo a difundir experiencias de buenas 
prácticas en todos los países y mediante ese acercamiento, lograr una cooperación técnica 
que coadyuve para que los distintos países, dispongan de un desarrollo de la democracia 
cada vez mayor.  

Se trata de exponer y difundir aquellas fórmulas que han funcionado bien en la administración 
pública de España, con el objeto de que cada país decida si le interesa ese modelo y lo 
adapten a sus instituciones públicas.

¿De dónde nace el interés por desarrollar este tipo de cursos de formación con Latinoamérica?

Cuando se crea el INAP en 1958, desde el primer momento se dio un enfoque internacional, 
orientado especialmente a América latina. Ahora tiene otras orientaciones: Europa, Asia,  
África, pero seguimos con nuestro buque insignia hacia Latinoamérica.  

La razón es que, además de compartir un solo idioma universal, el español y que parte de 
nuestros sistemas jurídicos, han sido adoptados en distintos países de Latinoamérica, tenemos 
intereses comunes, compartimos una cultura común y consideramos que en la cooperación 
mutua  está el desarrollo.
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¿Cuál ha sido la respuesta de todos estos países 
con respecto a los  programas de formación y 
cuál ha sido el impacto en las administraciones 
públicas?

Todos los años hacemos una declaración de 
impacto de la oferta formativa que dirigimos  a 
las distintas áreas geográficas. 

En concreto, con Latinoamérica el impacto 
es enorme.  Nuestros cursos, especialmente el 
Máster en Gestión y Administración Pública, son 
cada vez más conocidos y, de hecho, muchos 
de nuestros ex alumnos han ocupado puestos 
de alta relevancia en sus países. 

Por más de treinta años, han pasado por aquí personas que han llegado a ocupar, incluso, 
el cargo de Presidente de la República; o bien, cargos de Ministros, Secretarios Generales, 
Rectores de Universidad, no solo en sus respectivos países sino en otros, incluyendo España. Por 
ejemplo, en esta institución, la Universidad de Alcalá, una de las personas que forma parte del 
Consejo Académico es ex alumno nuestro. 

Uno de los objetivos de estos cursos es crear redes colaborativas entre profesionales de distintos 
países. ¿Cómo logran esa vinculación de manera permanente?

Desde el momento de su creación, los ex alumnos de nuestro Programa de Máster, así como de 
los distintos cursos, han creado una especie de sentimiento de fraternidad, apoyándose unos 
a otros, no solo difundiendo la información para que soliciten los cursos, sino también para el 
desarrollo de las responsabilidades que desempeñan en sus países.

Existe una Federación de antiguos alumnos del INAP y, en cada país, existe una Asociación 
de antiguos alumnos del INAP de España. A nivel global, se dispone de una Federación de 
Asociaciones que tiene su propio Secretario General y su propio Presidente; las labores de 
Secretaría General corresponden a la persona que ejerce el puesto que yo actualmente 
ocupo. 

Es decir, como Directora del Departamento de Relaciones Internacionales, soy también la 
Secretaria General de la FIA-INAP. Esta Federación celebra un Congreso, y se ha tomado la 
decisión, desde hace ya muchos años, de realizarlo en forma alterna, un año en Latinoamérica 
y otro en España. Lo que se trata es que el Atlántico, en este caso, no suponga una separación 
entre dos continentes, sino al revés, un nexo de unión. Se ha tenido mucho éxito.  
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¿Cómo ha sido la experiencia de tele formación (en 
línea) y cuál va a ser el destino de la fase presencial? 
Entendemos que por la situación económica de España, 
esta será la última promoción. 

Al respecto, la primera idea que quiero transmitir es que 
afortunadamente y gracias a gestiones realizadas por 
la Agencia Española de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo (AECID), no va a ser la última fase 
presencial, vamos a tener también al menos para el 
año 2012 una nueva promoción. 

Existe un crédito específico, ya reservado para ello, 
con lo cual los cursos en línea ya están en marcha y 
para finales del año 2012 tendremos alumnos que, 
como ustedes, tendrán la oportunidad de participar en 
nuestro curso presencial. 

En cuanto a la experiencia en materia de formación 
en línea, estamos muy contentos, la evaluación ha sido 
muy positiva; en el sentido de que España y concretamente, la formación que se da en el INAP, 
empezó con poco de retraso, en relación con otros países de la Unión Europea.

Hasta hace unos cuatro años, habíamos empezado a hacer los cursos en línea, a través de 
la plataforma de la Fundación CEDDET, una fundación público-privada en la que participa el 
INAP y mediante un convenio, nos prestaba el servicio de darnos la plataforma para  organizar 
nuestros cursos.

Actualmente, aunque este tipo de colaboración persiste, con nuestra plataforma hemos 
realizado más cantidad de cursos, llegando a muchas más personas. 

De hecho, el INAP ahora mismo tiene aproximadamente, al año, una cifra de veinticinco mil 
alumnos entre españoles y extranjeros, y entre ellos, novecientos son alumnos españoles, de los 
cuales setecientos son alumnos en línea y doscientos lo son presenciales.

¿Qué va a pasar en el futuro cercano?

Yo misma no lo sé,  ahora mismo en manos del Presidente del Gobierno y estamos atravesando 
una situación económica complicada; habrá que hacer recortes, pero entendemos que, por 
el retorno que tienen las inversiones hechas en materia de formación en todo el mundo, pero 
especialmente en Latinoamérica, se tiene que intentar conservar.
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José Luis Gómara
Abogado del Estado Español
Coordinación del III Curso sobre Gobernabilidad y 
Desarrollo Institucional

En medio de la faena que implicó la coordinación 
del III Curso sobre Gobernabilidad y Desarrollo 
Institucional, el Profesor José Luis Gómara, a quien 
por cuarta vez le correspondió guiar el proceso 
de formación en línea y por tercera vez el curso 
presencial, compartió algunos criterios en cuanto a 
su etapa como formador en línea, así como temas 
relacionados con el contenido central del curso, la 
gobernabilidad. 

Considera que a lo largo de cuatro años, la experiencia 
como tutor ha sido enriquecedora por dos razones; 
porque ha tenido contacto con profesionales 
latinoamericanos de alto nivel y segundo, porque 
ha aprendido cómo se resuelven muchos de los 

problemas de forma similar, mediante liderazgo y con trabajo en equipo. Pero, además, el 
profesor Gómara se declara a sí mismo un funcionario público por excelencia, dedicado al 
servicio de la ciudadanía española.

¿Qué tiene de bueno la función pública?

La función pública te permite tener un desarrollo profesional muy interesante en el que puedes 
aportar, te da mucho margen para crecer, para enriquecer la cosa pública y mejorar el servicio 
público.

¿Cuál es la diferencia entre gobernabilidad y gobernanza?

Para mí no hay diferencia. De lo que se trata es de un concepto que se hace nuevo, que rompe 
barreras entre lo público y lo privado. Tal como yo lo entiendo, tanto las instituciones públicas 
como privadas suponen una nueva forma de organizarse versus lo que tradicionalmente 
estaban haciendo. 

¿Qué implica el concepto de gobernabilidad-gobernanza para la sociedad?

Aporta por un lado una dosis de legitimidad democrática más inclusiva de todos los sectores. 
Una nueva forma de participar no tan jerárquica como tradicionalmente se venía haciendo 
en lo público –privado, sino una participación que quizá dote de más legitimidad a las propias 
instituciones y se aprecia adicionalmente una mayor implicación en lo que es la responsabilidad 
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social corporativa. Ambos conceptos entendidos como uno, tienen para mí un caldo de cultivo 
especial  para el fortalecimiento de la democracia.

¿Cuál sería el principal reto de la 
gobernabilidad?

La participación. No se trata de gobernar 
de “arriba abajo”, sino de que las ideas, 
los programas, las políticas públicas, 
tengan un diseño en el que se fomente la 
participación ciudadana. 

La preocupación a partir de las redes 
sociales y de las redes de participación; a 
través del asociacionismo y de las redes de 
vecinos, es que la sociedad civil tenga un 
entramado más fuerte y que participe en 
lo público no sólo como destinatario sino 
como agente definidor de las políticas. 
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¿Cómo hacer para que las personas participen en esos procesos democráticos y fomentar la 
acción comunitaria?

Tiene que haber una cultura de participación fuerte y eso sí es cierto que no se improvisa. Estamos 
acostumbrados a que alguien tome las decisiones por mí o mis representantes democráticos. 
El sistema de participación de la sociedad no está reñido ni pone en cuestión el Régimen de 
Democracia Representativa, no está propugnando por un régimen de democracia directa, 
que en países de un tamaño como el de España sería impensable, pero sí que refuerce la idea 
democrática y contribuya a sentar lo democrático. En países como España no ha existido esta 
tradición, yo creo que las premisas son un régimen de libertad, a secas, donde el Estado de 
Derecho garantice la participación política sin temor a represalias. 

¿De acuerdo con su experiencia laboral, y como académico y tutor de estudiantes 
latinoamericanos, qué debilidades afrontan las administraciones públicas?

La principal debilidad con la que te encuentras 
frecuentemente para sacar proyectos adelante está 
estrechamente relacionada con asuntos de índole político 
o presupuestario.  Muchos proyectos quedan en el tintero, 
bien porque políticamente hay un cambio de criterio, o bien 
porque económicamente no hay dinero.

Dentro de ese mismo marco ¿cuál sería una oportunidad 
para la función pública en momentos de crisis, no de 
bonanza?

La formación sin lugar a dudas. La formación, la capacitación 
de los equipos, en momentos de crisis son vitales. Las 
organizaciones deben mirar hacia adentro, identificar qué es 
lo que tienen y lo que no tienen. Con lo que definitivamente 
sí cuentan las administraciones es capital humano y lo que 
hay que hacer es formarlas en nuevas tecnologías, idiomas, 
etc. para afrontar los nuevos retos. 

¿Cómo valora usted el concepto de empleabilidad?

Creo que es positivo. Siempre que se garantice el mérito y la capacidad en el ingreso, yo 
creo que una vez ingresado en una administración, la posibilidad de alterar de alguna forma 
el rumbo, es positivo. El empleado, dentro de una administración, debe estar satisfecho y un 
empleado satisfecho, no es un empleado que está en un compartimento estanco, hay que 
ofrecerle una movilidad, una carrera profesional que sea gratificante, no solo en lo económico 
sino con posibilidades de seguir contribuyendo con sus conocimientos y habilidades al servicio 
público por muchos años.
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DIPLOMADO INTERNACIONAL
GESTIÓN DE CALIDAD Y MEJORA CONTINUA-

SECTOR PÚBLICO EFICIENTE

Gaudy Calvo Valerio. Costa Rica
Encargada de Cooperación Internacional.

La cooperación internacional constituye, para la Dirección General de Servicio Civil, un 
instrumento que complementa los recursos del presupuesto institucional nacional, destinado 
a desarrollar acciones no tradicionales que fortalezcan el desarrollo institucional. Sin embargo, 
atendiendo las nuevas dinámicas de la cooperación internacional y teniendo clara la situación 
de Costa Rica como país de renta media y su consiguiente clasificación como país no prioritario, 
se han adoptado modalidades de cooperación sur-sur desde Costa Rica y externamente hacia 
este país, en el marco de la nueva estrategia de cooperación latinoamericana, donde los países 
desarrollados dejan su exclusividad como donantes para Costa Rica, y surgen mecanismos de 
cooperación internacional entre países en desarrollo como las comisiones mixtas, donde se 
logran concretar varias actividades de cooperación. Es así como durante la V Reunión de 
Comisión Mixta de Cooperación Técnica, Científica, Cultural, Educativa y Deportiva entre la 
República de Colombia y la República de Costa Rica, celebrada el 11 de marzo de 2011 en 
Bogotá D.C., Colombia, se aprueba la continuidad del Programa Regional de Cooperación 
con Mesoamérica, del cual la DGSC se ha venido beneficiando desde el año 2010, del área 
estratégica Gestión de Calidad. Es importante destacar el crecimiento de la oferta en Gestión 
de Calidad en el marco de la Cooperación Sur – Sur de Colombia hacia los países de la Región. 

Como antecedente, cabe señalar que este proceso responde al posicionamiento alcanzado 
por este país, con la expedición de la Ley de Calidad en el año 2003, por parte del entonces 
Presidente Álvaro Uribe Vélez y del Congreso de la República, así como de la Norma Técnica de 
Calidad para la Gestión Pública – NTCGP 1000, desarrollada bajo estándares internacionales, 
con el liderazgo del Departamento Administrativo de la Función Pública – DAFP, del Instituto 
Colombiano de Normas Técnicas y Certificación, ICONTEC y el apoyo de entidades públicas 
invitadas por el alto compromiso y logro en la gestión de calidad. 

Siendo así que la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional de 
Colombia, hoy Agencia Presidencial de Cooperación Internacional de Colombia, se constituyó 
en la primera entidad pública certificada bajos los estándares ISO 9001, 14001, OHSAS 18001, y 
nacionales como NTCGP 1000, la cual logró adicionalmente, entre 2002 y 2009.

La ejecución de la cooperación de esta línea estratégica para el año 2011, consistió en el 
desarrollo del Diplomado Internacional en “Gestión de Calidad y Mejora Continua- Sector 
Público Eficiente”, cuyo objetivo fue capacitar servidores públicos de los países de Mesoamérica 
en la construcción de una nueva cultura alrededor de la Gestión de Calidad, donde la DGSC 
lideró y coordinó esta actividad a nivel nacional para las instituciones públicas de Costa Rica. 
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Participaron del Diplomado 32 funcionarios de 18 
instituciones: DGSC, Poder Judicial, Instituto Nacional 
de Aprendizaje (INA), Ministerio de Cultura, Ministerio 
de Economía, Hospital San Juan de Dios, Registro 
Nacional, Ministerio de Seguridad Pública, Ministerio 
de Hacienda, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes, Ministerio 
de Comercio Exterior, Ministerio de Planificación 
Nacional, Sistema Nacional de Radio y Televisión 
(SINART), Tribunal Supremo de Elecciones, Instituto 
Costarricense de Investigación y Enseñanza en 
Nutrición y Salud (INCIENSA), Instituto de Estadística y 
Censo e Instituto de Desarrollo Agrario.

El Diplomado inició en el mes de julio del 2011 y 
se desarrolló durante seis meses; el cronograma 
académico consistió en 120 horas, distribuidos en dos 
días de clase presenciales por mes; a través de las 
cuales se abordaron los estándares internacionales 
aplicables a sistemas de Gestión de Calidad, como 
ISO 9000, ISO 9001, ISO 9004, ISO 19011 y los Criterios 
y Componentes internacionales de Modelos de 
Excelencia, así como el referente colombiano de 
la Norma Técnica Calidad para la Gestión Pública, 
NCGP 1000. 

Este Diplomado fue impartido por docentes que 
representan una red de las más importantes 
instituciones relacionadas con la Administración 
Pública y la Gestión de Calidad de Colombia. 

Algunas de estas instituciones son: ICONTEC, 
Corporación Calidad - Red Iberoamericana 
de Excelencia, REDIBEX, Universidades como 
la Santo Tomás, Universidad Sergio Arboleda, 
Escuela Superior de Administración Pública, el 
Instituto Latinoamericano de Calidad, INLAC, el 
Departamento Administrativo de la Función Pública 
y la Agencia Presidencial para la Acción Social y la 
Cooperación internacional- ACCIÓN SOCIAL.

“Ser parte de la red de entidades receptoras, 
en Mesoamérica, de una formación 
internacional en Gestión de Calidad y 
Mejora Continua, es seguir avanzado en el 
fortalecimiento de una gestión eficiente en el 
Sector Público Costarricense y extendiendo la 
nueva cultura de la Gestión de Calidad que, 
desde hace varios años, nos ocupa.

Su importancia e impacto trasciende las 
fronteras, permitiéndonos  seguir siendo 
parte de un grupo de Organizaciones que a 
nivel mundial siguen apostando a la calidad 
y a la excelencia, de igual manera a nivel 
nacional avanzamos en la profesionalización 
del funcionario público y la Administración 
como pilar indispensable para satisfacer las 
necesidades de nuestros clientes-usuarios.

En la DGSC, somos conscientes de esta 
importancia,  de ahí nuestro compromiso 
de continuar mejorando nuestra gestión, 
capacitando y preparando al recurso humano 
como agente multiplicador de este cambio 
necesario, con la visión de ser una Institución 
reconocida por la prestación de servicios de 
calidad”.

Maricela Tapia Gutierrez, 
Subdirectora General, DGSC. 

Gaudy Calvo Valerio
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Líneas de acción para la ejecución de la cooperación 
del Gobierno de Colombia para el año 2012.

Para el año 2012 se tiene proyectada una agenda 
de cooperación que conduce a la implementación 
del Sistema de Gestión de Calidad, SGC, en la DGSC, 
con la asesoría de expertos de la Red de instituciones 
cooperantes en gestión de calidad consolidada en 
Colombia.

El plan de estudios incluyó los siguientes módulos:

Módulo 1. 
Elementos y Principios de la Administración Pública 
Eficiente: 
Elementos de la Administración Pública, Carta 
Iberoamericana de Calidad en la Gestión Pública, 
Principios internacionales de calidad, Referencia a 
estándares internacionales aplicables a la calidad y 
mejora continua. 

Módulo 2.
Planificación de la Calidad en Gestión de Calidad:
Elementos de la planificación estratégica, definición 
de política y objetivos de calidad, enfoque de 
gestión por procesos para la gestión pública. 

Módulo 3. 
Implementación de la Calidad en la Gestión Pública
Gestión de los recursos, competencias del personal 
que afecta la Prestación del Servicio, planificación 
de la prestación del servicio, mecanismos de 
comunicación con el cliente y técnicas de calidad 
en la prestación del servicio. 

Módulo 4. 
Verificación y Auditorias en la Gestión Pública
Indicadores como mecanismo para la verificación 
en los procesos y en los servicios, herramientas para 
el control de calidad y gestión de las auditorias de la 
gestión de calidad.

“La Ley General de la Administración Pública, 
establece dentro de sus principios generales 
y fundamentales del servicio público la 
eficiencia en la gestión pública, concepto que 
es característico de un servicio de calidad.  
De allí la importancia de efectuar labores de 
capacitación y formación en el tema de la 
gestión de calidad en todos los ámbitos del 
sector público.  

El Diplomado Internacional nos permitió, 
adquirir capacitación en este innovador tema 
para la gestión pública, que no dudamos 
será desarrollado con gran interés en años 
venideros y también intercambiar experiencias 
y esfuerzos que se están realizando en las 
Instituciones participantes, lo cual culminó en 
una carta de compromisos y cooperación, 
indispensable para que los conocimientos 
sean una realidad y el ciudadano reciba los 
servicios de calidad que merece.  

El evento permitió a su vez conformar un nuevo 
grupo de servidores públicos, que buscan 
cambiar la cultura organizacional de nuestras 
instituciones, y una nueva concepción que 
permita la autocrítica de los servicios, lo cual 
debe traducirse en una gestión pública de 
calidad conforme el interés y satisfacción de 
las personas usuarias”

Rolando Vega Robert, 
Magistrado, 

Corte Suprema de Justicia.

Gaudy Calvo Valerio
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Módulo 5. 
Mejora y Excelencia en la Gestión Pública
Gestión de las acciones preventivas correctivas y 
de mejora, referencia a los modelos de excelencia, 
elementos de benchmarking para compararse y 
mejorar, así como el enfoque hacia la innovación en 
la gestión pública.
 
Módulo 6. 
Directrices Nacionales para la Eficiencia en la 
Gestión Pública. 
Estructura de la Administración Pública de Costa 
Rica, directrices Nacionales para la eficiencia en la 
gestión pública y compromisos de aplicabilidad de 
los conocimientos y experiencias compartidas en el 
diplomado.

Este último módulo fue muy particular porque 
lo desarrolló la DGSC con la incorporación de 
funcionarios e invitados de instituciones públicas 
destacados a nivel nacional por la implementación 
de sistemas de calidad y prácticas promisorias en 
diversos sectores de Costa Rica.

“Estimados lectores, aprovecho esta 
oportunidad para destacar primero que 
todo, la labor tan destacada que ha 
venido desarrollando la Dirección General 
del  Servicio Civil, en procura de capacitar 
a los funcionarios del Sector Público en 
temas tan relevantes para la mejora de 
la Gestión Pública, como lo es la calidad. 
Precisamente, desde el mes de Julio y hasta 
el mes de Diciembre del 2011, participé en un 
Diplomado Internacional  organizado por esta 
entidad, junto con un grupo de destacados 
profesionales de muchas de las instituciones 
estatales.

Este diplomado me aportó conocimientos 
innovadores en cuanto a la incorporación de 
normas técnicas de calidad y mejora continua 
en la Gestión Pública y pude constatar a través 
de los casos de éxito que nos compartieron los 
expositores colombianos, que en su país se 
ha logrado coordinar esfuerzos en el ámbito 
político, educativo y social, para conformar 
una cultura de calidad enfocada en el cliente 
y en la sociedad en general. 

Finalmente, creo que este diplomado 
constituyó un buen inicio para que en nuestro 
país, emulemos estas iniciativas y logremos 
conformar un sector público eficiente que 
responda oportuna y adecuadamente a las 
necesidades de los costarricenses”.

Mauricio Fernández Ulate, 
Subjefe, Departamento Financiero, 

Ministerio de Comercio Exterior

Clausura del Diplomado
Diciembre 2011

Gaudy Calvo Valerio
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La calidad del gobierno: una definición basada en 
atributos del ejercicio del poder

Guillermo M. Cejudo1 y Dionisio Zabaleta Solís2

 
Sumario

El análisis de la calidad del gobierno se ha convertido en un tema de discusión permanente 
no solo desde el punto de vista conceptual, sino en cuanto a la creación de indicadores para 
medirla.  El presente artículo, publicado originalmente en la Revista CLAD, aborda el análisis 
de tópicos como la calidad de gobierno basada en atributos en el ejercicio del poder, el 
control de la discrecionalidad como eje normativo, la calidad del gobierno como arquitectura 
y como prácticas, los atributos de arquitectura institucional, las prácticas de gestión y una 
visión dinámica de la calidad de gobierno a partir de la construcción de configuraciones, con 
el fin de proponer su propia definición de calidad de gobierno.

Palabras Clave

Calidad de gobierno, ejercicio del poder, discrecionalidad, gestión pública, arquitectura 
institucional.

Abstract

The analysis of the quality of government has become a topic of ongoing discussion not only 
from the conceptual point of view, but by creating indicators to measure it. This article, originally 
published in the Journal CLAD, addresses topics such as analysis of the quality of government 
based on attributes in the exercise of power, control of discretion as normative axis, the 
quality of government as architecture and as practices, attributes of institutional architecture, 
management practices, and a dynamic view of the quality of government from the building  
of configurations in order that governments may  propose their own definition of quality of 
government.
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architecture
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Introducción

El análisis de la calidad del gobierno ha empezado a construir un nicho en las revistas académicas 
y en los foros de discusión de organismos internacionales. En viejas y nuevas democracias ha 
quedado claro que no basta con tener mecanismos de acceso al poder justos y eficaces; la 
forma en que se ejerce el poder importa también (Mazzuca, 2008; Linz y Stepan, 1996). Los 
viejos debates sobre el tamaño del Estado han dado paso a discusiones sobre la calidad de 
los instrumentos del gobierno. 

Se han creado múltiples indicadores para medirla (PNUD, 2005) y, con base en ellos, se han 
realizado estudios para encontrar sus componentes y su evolución en el tiempo (Kaufmann, 
Kraay y Mastruzzi, 2009). Hay, en el ámbito internacional, numerosos textos de política 
comparada que buscan explicar las causas y consecuencias de la calidad de gobierno, y 
que alertan sobre la necesidad de ponerle atención como uno de los factores que explica 
el desempeño económico, el desarrollo social y, en general, la satisfacción con gobiernos y 
regímenes políticos1. 

Sin embargo, a pesar de estar en el centro de múltiples discusiones teóricas y prácticas, el 
debate conceptual sobre la calidad del gobierno ha sido escaso2. Hay una tendencia a 
construir conceptos en torno a los datos disponibles (en lugar de armar definiciones y, con base 
en ellas, ir a la búsqueda de datos) y a ignorar definiciones alternativas. Esto no sólo empobrece 
la discusión sobre el tema, sino que también lleva a cuestionar la solidez de los hallazgos de 
estudios con metodologías sofisticadas y abundantes indicadores, pero sin robustez teórica. 

La más notable excepción a esta tendencia es el trabajo de Rothstein y Teorell (2008) y sus 
colegas en el Quality of Government Institute de la Universidad de Gotemburgo3, que han 
dedicado su investigación reciente precisamente a definir la calidad de gobierno. En este 
texto se pretende partir de la definición de Rothstein y Teorell de calidad de gobierno como 
imparcialidad y construir una definición más precisa, que recupera algunos de sus elementos, 
pero cambia el eje normativo (al sustituir la imparcialidad por el control de la discrecionalidad) 
y que se estructura no a partir de principios genéricos, sino de un conjunto de atributos 
identificables (y, por tanto, medibles y evaluables)4.

En otro lugar se propone, tras revisar el limitado debate conceptual sobre calidad de gobierno, 
que “una definición adecuada de calidad de gobierno debería centrarse en los mecanismos 
del ejercicio del poder, separarse claramente de los resultados esperados y concentrarse en 
atributos identificables -ya sean instituciones o prácticas- de la actividad gubernamental” 
(Cejudo, Zabaleta y Sánchez, 2009: 136). En este documento se ofrece una definición en tales 
términos. Se plantea que la calidad del gobierno es la interacción del conjunto de atributos 
(tanto de arquitectura institucional como de prácticas de gestión) dirigidos a controlar 
la discrecionalidad en el ejercicio del poder. En las siguientes secciones se analizan los 
componentes de la propuesta y se explican las razones de su inclusión. 
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1. La calidad de gobierno basada en atributos del ejercicio del poder.

Un primer elemento formal de nuestra definición de calidad de gobierno, y que se desprende 
de la propuesta de Rothstein y Teorell, es que ésta se concibe a partir de una serie de atributos 
institucionales y organizacionales vinculados exclusivamente al ejercicio del poder. Este par de 
delimitaciones conceptuales se consideran pertinentes y se adoptan en nuestra definición ya 
que, en primer lugar, la calidad de un gobierno es un tema distinto del contenido sustantivo de 
las políticas públicas, de los resultados de la acción gubernamental, y de los procedimientos 
por los que se integran los gobiernos. Se trata de distinguir el funcionamiento del aparato 
gubernamental (por ejemplo, la forma en que se administran los recursos humanos) de la 
sustancia de las políticas públicas (por ejemplo, políticas de transferencias condicionadas 
para combatir la pobreza), de sus consecuencias (por ejemplo, mejor calidad de vida de 
los ciudadanos en una demarcación concreta) y de la forma en que se integran los cuerpos 
decisores (el sistema electoral). Los cuatro rubros -calidad de gobierno, contenido de políticas, 
efectos de la acción del gobierno y sistema electoral- están, desde luego, relacionados en la 
práctica, pero son analíticamente diferenciables. 

Esta definición de calidad de gobierno, por tanto, no tiene implicaciones prescriptivas sobre los 
contenidos de las políticas públicas ni depende de los resultados de la acción gubernamental 
o del proceso de integración de los gobiernos5. 

Un gobierno que cumpla con los atributos identificados más adelante no estará condicionado 
a implementar políticas con algún contenido específico, ni garantizará -por sí mismo- resultados 
deseables. De igual forma, un sistema electoral representativo y con competencia vigorosa 
entre partidos no se traduce, en automático, en calidad de gobierno. 

La calidad de gobierno no supone la instrumentación de políticas públicas con un contenido 
determinado (tal y como proponen los enfoques prescriptivos) que pueden tener resultados 
variados en diferentes contextos. Más bien, lo que se esperaría es que los mecanismos 
procedimentales mediante los cuales se llega a una decisión de políticas y ocurre su 
implementación sean de calidad y, en última instancia, se vinculen a una serie de objetivos o 
expectativas sociales definidas en el proceso democrático. Se trata, entonces, de una noción 
de calidad que no depende de los resultados de la acción del gobierno ni de los contenidos 
de las políticas. 

Esto nos lleva a la tercera distinción: entre los mecanismos de acceso al poder y los del ejercicio 
del poder (la calidad del gobierno estaría vinculada sólo con los segundos) (Mazzuca, 2008). 
Los mecanismos de acceso al poder están relacionados con las reglas del juego político 
democrático (leyes electorales, procesos de competencia partidista, normas de conversión 
de votos en escaños, etc.) que son incapaces de brindar explicaciones directas sobre la forma 
en la que, una vez en el poder, los gobernantes se desempeñarán en su cargo. En este sentido, 
es posible pensar en la existencia de regímenes políticos en los cuales los instrumentos de 
democracia procedimental (esto es, de acceso) sean impecables, pero que su traducción 



24

Guillermo M. Cejudo y Dionisio Zabaleta Solís

en acciones de gobierno sean pobres e incluso parciales; con lo cual no podría sostenerse 
cualquier argumento de calidad. 

Esto último no implica en ningún momento que los atributos del ejercicio del poder se extraigan 
de la lógica democrática, sino que más bien se alude a una serie de mecanismos institucionales 
y prácticas de gestión de la burocracia pública que acotan el poder discrecional de los 
gobernantes sobre la burocracia y de los funcionarios sobre las decisiones cotidianas. Así, más 
que pretender una lista de “recetas” universales sobre un cierto tipo de políticas o evaluar 
la consolidación de los sistemas electorales, la definición de calidad gubernamental aquí 
propuesta busca comprehender la variedad de arreglos institucionales y organizacionales 
(definidos a partir de atributos) que permiten el ejercicio del poder dentro de un entorno 
democrático. La calidad del gobierno, por tanto, no dependerá directamente de la calidad 
del régimen electoral.

Estos criterios para demarcar las fronteras de la noción de calidad de gobierno (distinta del 
contenido de las políticas, de los efectos de la acción gubernamental y de los mecanismos de 
acceso al poder) permiten identificar atributos del ejercicio del poder como las propiedades 
constitutivas de la calidad del gobierno6. Pero para hacerlo, es necesario partir del principio 
normativo que fundamenta la noción de calidad de gobierno. Este principio es presentado en 
la siguiente sección.

2. El control de la discrecionalidad como eje normativo.

Es en este punto en el que la definición de calidad aquí expuesta diverge de la de Rothstein 
y Teorell (2008), ya que no se parte de la idea de imparcialidad tal y como estos autores 
sugieren, sino que se propone el control de la discrecionalidad como sustento valorativo de los 
contenidos de la definición de calidad gubernamental. Esta toma de distancia se hace debido 
a las limitaciones que el concepto de imparcialidad tiene para explicar algunos aspectos 
del comportamiento de la burocracia, y de las relaciones que se establecen entre ésta y los 
gobernantes dentro de un sistema democrático de pesos y contrapesos.

La utilización del principio de imparcialidad, por parte de Rothstein y Teorell parte, se origina 
en primera instancia en cierta complementariedad entre la igualdad política para el acceso 
al poder, que debería existir en cualquier régimen democrático, y el comportamiento de 
los gobernantes una vez que se encuentran en el ejercicio de sus cargos. En este sentido, 
la sinergia de estos dos fundamentos valorativos permitiría -al menos en la opinión de estos 
autores- asegurar un equilibrio dentro del sistema político, así como asegurar ciertos parámetros 
de comportamiento democrático al interior del gobierno. Con base en esto, Rothstein y 
Teorell conciben la imparcialidad como la sujeción inequívoca de los actos y decisiones 
gubernamentales a lo estipulado en la ley o en las políticas públicas; esto es, no toman en 
consideración criterios particulares (como preferencias o simpatías personales) al momento de 
la aplicación de las acciones de gobierno.
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A partir de esta idea, para Rothstein y Teorell, la imparcialidad se erige como un principio 
normativo mediante el cual es posible evaluar la calidad de un gobierno, no desde los 
contenidos específicos de una política pública (los cuales pueden establecer diferencias 
entre los ciudadanos), sino desde la equidad del procedimiento utilizado (y que se encontraría 
sustentado en alguna norma o programa) en situaciones diferentes. Esta visión, aunque pareciera 
sostener una postura al estilo de la “igualdad simple” en los términos de Walzer (2001), imprime 
un cierto rasgo diferenciador al reconocer la importancia del procedimiento estipulado en las 
leyes o políticas para definir el significado de la imparcialidad en dicha circunstancia.

A pesar de que esta argumentación sobre la imparcialidad puede ser convincente, hay algunos 
puntos que imprimen rigidez a la forma en la que se concibe la calidad del gobierno. En primer 
lugar, y como señala Longo (2008), se puede argumentar que, si bien desde una postura 
estrictamente procedimental la imparcialidad puede considerarse un principio democrático 
deseable, esto no asegura en ningún momento la calidad de los bienes y servicios entregados 
a la ciudadanía, ni la ejecución apropiada del mandato legal o la implementación eficaz de 
las decisiones generadas en el proceso democrático. Como una prolongación de esta idea, 
es posible concebir un gobierno imparcial (esto es, que trata a todos por igual), pero que su 
desempeño es pobre y desviado de los propósitos iniciales de manera equivalente en todos los 
casos, lo cual iría en contra de cualquier idea básica de calidad.

En segundo lugar, una perspectiva estricta de imparcialidad tampoco considera la relación 
compleja entre el nivel político (ejecutivo y legislativo) y burocrático del gobierno. El conjunto 
de interacciones que se desarrolla entre estos actores y las lógicas organizacionales de cada 
uno de ellos, tiene un lugar central no sólo en la definición de los objetivos gubernamentales, 
sino en la forma en la que estos se traducen en mecanismos de intervención estatal. Por tal 
razón, Longo (2008) -al referirse al actor burocrático- insiste que difícilmente puede construirse 
una visión de la calidad de gobierno vinculada exclusivamente a la imparcialidad en un 
escenario en el que el ejercicio autónomo (e incluso discrecional) del poder por parte de estos 
agentes resulta crucial para una implementación eficaz de políticas exitosas7.

Es por esto que, como una alternativa a la propuesta de Rothstein y Teorell (2008), aquí se 
considera  más  apropiado partir de la noción de control de la discrecionalidad (esto es, 
la interfase entre control político y autonomía burocrática) como principio normativo en la 
definición de los criterios básicos de calidad del gobierno. Desde esta posición es posible entender 
la calidad, en un primer momento, como un asunto endógeno al aparato gubernamental: en 
la configuración de atributos concretos que, en conjunto, definen la calidad del gobierno. 

En términos simples, y retomando una serie de estudios de la ciencia política estadounidense 
que ha tratado este tema, la discrecionalidad se entiende como “la capacidad de una 
agencia [burocrática] para elegir cierta política alineada a sus propios objetivos, y que diverge 
de aquellos propuestos por el ejecutivo y la legislatura en la fase de diseño” (Calvert, McCubbins 
y Weingast, 1989: 605). Así pues, no todo comportamiento autónomo de la burocracia es 
discrecional, sino sólo aquél que se disocia de los objetivos que se definieron en la esfera política 
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(y que a su vez son un cierto reflejo de las preferencias de los ciudadanos). El control de la 
discrecionalidad se constituye así en los mecanismos institucionales de contrapeso y vigilancia 
que evitan desviaciones en los objetivos, además de que articulan esquemas de corrección y 
sanciones en caso de que sí ocurran.

Sin embargo, y a diferencia de la propuesta de imparcialidad de Rothstein y Teorell (2006), 
el control de la discrecionalidad no es visto como un criterio absoluto e inequívoco, sino más 
bien como un continuo en el que la vigilancia, el control y el castigo dependerán de si el 
margen de libertad del que gozan las agencias burocráticas es utilizado para realizar ajustes 
técnicos a las políticas (que, dada la complejidad del asunto y sus limitaciones técnicas, no 
fue considerado por el ejecutivo y el legislativo) o si, por el contrario, supone una utilización 
discrecional e ilegal del poder organizacional en perjuicio de las prioridades públicas. Es por 
eso que Calvert, McCubbins y Weingast (1989) hacen una diferenciación entre el control 
latente (que se vincularía al primer caso y que, como señala Longo, 2008, estaría asociado a 
una demostración técnica del uso del margen de acción burocrático) y el control activo, el 
cual tendría como propósito corregir las desviaciones valorativas y castigar a los funcionarios 
que favorecieron este desfase. 

3. La calidad del gobierno como arquitectura y como prácticas.

Vista a partir de esta noción de control de la discrecionalidad y de las relaciones políticas y 
organizacionales que supone, la calidad del gobierno cobra un nuevo sentido, ya que implica 
la existencia de una arquitectura institucional formal diseñada para equilibrar las interacciones 
entre el legislativo, el ejecutivo y la burocracia (actores ejecutores del poder), y evitar cualquier 
desviación discrecional de alguno de estos, así como la articulación de un conjunto de 
prácticas de gestión que permitan traducir efectivamente (dentro de cierto margen de acción 
permitido y vigilado para las agencias gubernamentales y los funcionarios) los objetivos de 
gobierno en políticas, bienes y servicios que atiendan las necesidades y aspiraciones de la 
ciudadanía. El supuesto normativo implícito a esta construcción conceptual es que, a partir del 
control de la discrecionalidad, es posible mantener un ejercicio democrático del poder, pero 
con la suficiente flexibilidad burocrática que asegure niveles mínimos de gestión que lleven 
a la producción de políticas, bienes y servicios que respondan a los mandatos ciudadanos 
expresados en el proceso democrático. Se trata, como propone Evans (2005), de asegurarnos 
que las acciones del Estado (y, debe agregarse, de sus agencias y funcionarios) reflejan las 
metas comunes de los ciudadanos ordinarios expresadas en el proceso democrático. Un 
gobierno que lo logra es un gobierno de calidad.

Gracias al sustento normativo propuesto y a la forma dual en la que se construye la definición 
de calidad de gobierno, es posible superar cuatro problemas en los que los enfoques 
contemporáneos sobre el tema habían caído. En primer lugar, al hacer endógeno el asunto 
de la calidad, tal y como se propone aquí, temas como la efectividad o la pertinencia de 
los resultados ofrecidos por la acción del gobierno dejan de ser elementos constituyentes 
de la calidad de gobierno y se convierten en un efecto de las dinámicas institucionales y 
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organizacionales que se desarrollan al interior del régimen. En segundo lugar, logra disociar 
-dentro de la perspectiva del ejercicio del poder- la funcionalidad política y de articulación 
de un marco institucional del ejecutivo y el legislativo, así como la actividad técnica y de 
gestión que desarrolla la administración pública. Gracias a esto, es posible integrar una visión 
de conjunto del gobierno en la que se reconocen los límites democráticos a la acción de cada 
uno de los agentes. Se escapa así de la tradicional frontera entre política y administración 
para incorporar ambas en una noción de control de la discrecionalidad del gobierno y de sus 
funcionarios -mediante mecanismos políticos y de gestión.

En tercer lugar, al establecer una diferenciación entre arquitectura institucional y prácticas de 
gestión, es posible reconocer la interacción y complementariedad que existe en los niveles 
político y administrativo del gobierno. Casi todos los estudios sobre calidad de gobierno, al omitir 
esta división funcional, no reconocen los impactos que, por separado, cada elemento aporta 
en el incremento de la calidad y tampoco reconoce los vínculos y relaciones complementarias 
que ocurren entre estos dos niveles de la acción gubernamental.

Finalmente, un aspecto central que se incorpora al debate, debido a la utilización del principio 
de control de la discrecionalidad (activa y latente) como base en la definición de los criterios 
de calidad gubernamental, es la posibilidad de observar diferentes arreglos o configuraciones 
entre arquitectura y prácticas dependiendo de las tradiciones político-administrativas 
de un determinado gobierno. Algunas aproximaciones al tema, en particular las visiones 
prescriptivas, asumen una postura normativa universalista de la cual, como consecuencia 
lógica, se desprenden “recetas” de reforma institucional que supuestamente abonarían en 
mayor calidad gubernamental. Sin embargo, estas visiones olvidan el efecto que tiene la 
cultura organizacional (Brunsson y Olsen, 1993) y las tradiciones de gobernanza (Bevir, Rhodes 
y Weller, 2003) como freno a cambios bruscos en las dinámicas organizacionales, así como a 
las consecuencias no previstas que, procesos de reforma poco sensibles, pueden provocar al 
interior del gobierno (Christensen y Laegreid, 2006).

Desde esta perspectiva, la discusión sobre la calidad del gobierno ya no solamente se 
circunscribe a la elaboración de indicadores con el fin de hacer propuestas automáticas de 
reforma (como se propone desde los miradores prescriptivos actuales), sino que, a partir del 
reconocimiento de distintos regímenes de gobierno, es posible observar la forma en la que se 
articulan mecanismos institucionales de control de la discrecionalidad diversos (más rígidos o 
más flexibles, de visión legalista u orientados a una lógica de resultados, por ejemplo), así como 
distintos tipos de prácticas de gestión (más de corte weberiano o más de estilo gerencial, por 
ejemplo). En este nivel de discusión, la construcción de indicadores y de metodologías de 
análisis cuantitativo y cualitativo sería útil, no para establecer rankings de calidad, sino para 
dilucidar los distintos tipos de arreglos que, posteriormente, puedan ser evaluados desde su 
interacción, complementariedad y coherencia interna.

A partir de esto, la calidad del gobierno radicaría entonces en la interacción entre arquitectura 
institucional y prácticas de gestión, así como en la coherencia que existe entre estos dos 
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elementos y que redundaría posteriormente -y sólo como una consecuencia- en la acción 
eficaz del gobierno para la producción de bienes y servicios para la ciudadanía. Así, al 
menos en un nivel conceptual, la calidad del gobierno no sería una noción absoluta sino que 
distintas configuraciones del ejercicio del poder público (que mantengan cierta interacción, 
complementariedad y coherencia interna) pueden ser consideradas de calidad.

Con base en esto, en la definición de calidad de gobierno que aquí se presenta, se consideran 
dos grupos de atributos de arquitectura institucional: los contrapesos constitucionales que 
limitan la discrecionalidad del ejecutivo como poder público -control legislativo, fiscalización 
superior y control judicial-, y las normas e instituciones creadas para restringir, también como 
control externo, la discrecionalidad del ejecutivo sobre la burocracia -normas e instituciones 
que regulen la entrada de funcionarios al servicio público, el acceso a la información 
gubernamental, y los procesos para planear, ejercer, evaluar y controlar el desempeño de 
agencias y funcionarios. Por su parte, dentro del rubro de prácticas de gestión se incorporan 
cuatro elementos básicos: gestión financiera, gestión de recursos humanos, gestión de la 
información y gestión estratégica (ver Cuadro 1). En el siguiente apartado se discutirá con 
mayor detalle cada uno de estos elementos

CUADRO 1

Fuente: Elaboración propia

4. El primer nivel de la calidad del gobierno: los atributos de arquitectura institucional.

La arquitectura institucional constituye una primera dimensión de la definición de calidad del 
gobierno aquí propuesta, y tiene como fundamento primordial el criterio normativo de control 
de la discrecionalidad arriba descrito. Como señalan March y Olsen (1995), las estructuras y las 
capacidades institucionales -al construir alternativas, percepciones y realidades concretas de 
actuación- influyen en el comportamiento de los individuos. En este sentido, las instituciones 
“constituyen y legitiman a los actores políticos y les proveen de reglas consistentes de 
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comportamiento, concepciones de la realidad, estándares de evaluación (…) que les otorgan 
capacidad para una acción con sentido” (March y Olsen, 1995: 30). Desde esta perspectiva, 
es posible intuir que, para que un gobierno sea de calidad, debe existir un conjunto mínimo 
de instituciones y reglas que, posteriormente, se traduzcan en prácticas organizacionales y en 
comportamientos rutinarios.

Los atributos de la arquitectura institucional de la calidad del gobierno influyen de forma 
general en la estructuración y delimitación de los comportamientos de los actores políticos y 
burocráticos al momento de ejercer la autoridad en un entorno democrático. Estos mecanismos 
institucionales de control de la discrecionalidad se articulan, en primer lugar, a partir de una 
combinación de instrumentos de control activo, asociados al cumplimiento estricto de un 
mandato legal, a la corrección en el ejercicio presupuestal y a la vigilancia del comportamiento 
de la autoridad a través de instancias jurisdiccionales. 

Son estos mecanismos los que englobamos en el componente de contrapesos constitucionales 
que vigilan directamente al ejecutivo como poder público. 

En segundo término, se incluyen también los mecanismos de control latente asociados a la 
demostración de ciertas habilidades y capacidades de los funcionarios involucrados en el 
ejercicio del poder, a mecanismos para su vigilancia, corrección, evaluación y sanción. Estos 
mecanismos -generalmente expresados en normas legales y acompañados de un espacio 
institucional que garantiza su cumplimiento- están dirigidos a restringir la autoridad discrecional 
del ejecutivo sobre la burocracia, en aspectos como decidir quién la integra, cómo se accede 
a la información que produce, cómo planea, ejerce el gasto, cómo se le evalúa y cómo se 
asignan responsabilidades. Esta combinación de mecanismos de control activo (contrapesos 
constitucionales) y latente (restricciones al ejecutivo) es lo que garantizaría -todavía apenas en 
la dimensión de arquitectura institucional- que el gobierno en su conjunto estuviera controlado 
por los representantes electos y por un poder judicial autónomo y que, además, el ejecutivo 
tuviera que cumplir con normas institucionales en el funcionamiento de la burocracia -y no 
dejar a ésta como un coto de poder ilimitado para el gobernante. 

Los contrapesos

Los contrapesos constitucionales son los que tradicionalmente se han estudiado como 
instrumentos de control constitucional y de rendición de cuentas horizontal (Persson, Roland 
y Tabellini, 1997; O’Donnell, 1998; Schedler, Diamond y Plattner, 1999): un poder legislativo que 
vigila el desempeño del ejecutivo y puede llamarle a cuentas, un poder judicial independiente 
que controla la legalidad de sus actos y puede sancionarle, y un órgano (en algunos casos 
dependiente del legislativo, en otros del judicial o incluso autónomo de ambos) que fiscaliza el 
uso de los recursos. 

En el ámbito internacional, buena parte de los estudios sobre la calidad del gobierno se 
concentran en la existencia de mecanismos de rendición de cuentas vertical. Por ejemplo, 
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Adsera, Boix y Payne (2003) analizan la rendición de cuentas considerando la existencia de una 
democracia efectiva y una sociedad informada; del mismo modo, Kaufmann, Kraay y Mastruzzi 
(2003) evalúan la rendición de cuentas conceptualizándola como la existencia de elecciones 
y medios de comunicación libres, así como por la capacidad de la sociedad de influir en el 
gobierno8. El análisis de la rendición de cuentas horizontal ha seguido las líneas de los textos 
como el de Persson y Tabellini (2003) en torno a los efectos positivos de la división de poderes y 
de la existencia de un sistema de pesos y contrapesos. Se trata, como propone O’Donnell (2003: 
38), de “la existencia de agencias estatales que están legalmente encargadas y dotadas de 
poder para vigilar las acciones u omisiones de otros agentes o agencias del Estado”9. 

Sin embargo, las instituciones facultadas para ejercer control sobre el ejecutivo no siempre 
funcionan de manera efectiva. En otras palabras, no basta la existencia formal de las 
instituciones, sino que deben existir los incentivos para que los actores políticos activen dichas 
instituciones y la capacidad organizacional para operar efectivamente. Por ejemplo, el control 
legislativo sobre el ejecutivo no depende de la existencia legal de dos poderes separados, sino 
de que en aquél haya representantes interesados en ejercer la facultad de vigilancia, lo cual 
suele ocurrir en gobiernos divididos, aunque esto no es garantía (Haggard y McCubbins, 2001). 

Además, se requiere (como discute Beer, 2003) de un mínimo de capacidad financiera, de 
recursos humanos y administrativa para ejercer dicha facultad. Esto mismo puede replicarse a 
cualquier actor (interno o externo) encargado de la responsabilidad de vigilar y pedir cuentas: 
el contrapeso que, legalmente, deben ejercer tiene sentido únicamente en la presencia de 
incentivos para activar los mecanismos de rendición de cuentas disponibles y de la capacidad 
operativa para echarlos a andar efectivamente. Un poder judicial sin independencia ni 
capacidad operativa no puede servir de contrapeso, así como un órgano de fiscalización 
(ya sea una entidad de auditoría dependiente del legislativo o un tribunal de cuentas) sin el 
mandato legal, la autonomía política y los recursos organizacionales y financieros para realizar 
su labor, no puede cumplir con su función de vigilar el ejercicio del gasto público que hace la 
rama ejecutiva. 

Lo importante, en suma, no es la existencia formal de instituciones, sino su operación cotidiana, 
que depende del marco legal, en primer lugar, pero también de la dinámica política que 
les rodea (el respeto a su autonomía por otros actores, su capacidad de influir en decisiones 
administrativas e incluso el respaldo ciudadano y legitimidad reconocida), de los montos 
presupuestarios de que disponen, de los funcionarios (y sus competencias) que tienen asignados, 
y de los procesos y rutinas organizacionales por medio de las cuales cumplen sus labores. Se 
trata, así, de instituciones que generan prácticas y rutinas de supervisión sobre el trabajo del 
ejecutivo y la administración pública.

Las restricciones

Un segundo componente de la arquitectura institucional es el conjunto de restricciones 
impuestas a la discrecionalidad de la autoridad del ejecutivo sobre la burocracia pública, 
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restricciones que suelen operar sólo en regímenes democráticos (Cejudo, 2009). El viejo dilema 
del político identificado por Geddes (1994), según el cual el ejecutivo no tiene incentivos para 
atarse las manos respecto al manejo clientelar y patrimonialista de la burocracia, tiene solución 
sólo cuando las restricciones son impuestas por alguien más; típicamente, cuando el legislativo 
impone restricciones al manejo discrecional de la burocracia (Cejudo, 2009).

El primer grupo de restricciones se refiere a la estructuración de reglas y criterios para el 
acceso al servicio público. La calidad de un gobierno es indudablemente superior cuando los 
funcionarios de gobierno son integrados a él mediante reglas claras y con criterios meritocráticos, 
que cuando el único criterio es la lealtad partidista, personal o de grupo político. Las reglas 
de acceso al servicio público, como una condición necesaria para alcanzar la calidad de 
la administración pública, pueden encontrar sus antecedentes modernos en el tipo ideal 
burocrático-racional de Max Weber, así como en la dicotomía entre política y administración 
de Wilson10. Establecer reglas de acceso al servicio público (entendidas como la existencia de 
reglas de selección y contratación de personal de manera objetiva, transparente y basada en 
el mérito) permite sacar a la política del proceso administrativo y, por lo tanto, establecer el 
profesionalismo de la oficina pública. Contar con este cuerpo legal-institucional que permite un 
acceso meritocrático al servicio público facilita que el encargado de la administración pública 
(el burócrata) sea, hasta cierto punto, neutral al determinar los criterios para la formulación y 
ejecución de políticas. 

En la actualidad, y a la luz de la emergencia de los enfoques gerenciales al interior de los 
aparatos gubernamentales alrededor del mundo, la premisa legalista-meritocrática del 
acceso al servicio público ha tendido a intercambiarse por un enfoque en el que la pericia 
técnica y la capacidad de los funcionarios para alcanzar los resultados deseados define la 
idoneidad para el puesto. A pesar de esto, es decir la transformación del criterio valorativo 
para la selección de los servidores públicos (seguimiento estricto del procedimiento vis-à-vis las 
habilidades técnicas), en el fondo persiste la idea de que debe existir un proceso homogéneo 
y equitativo mediante el cual se realice el proceso de reclutamiento, independientemente de 
las afinidades políticas, familiares o de amistad que se tengan con el jefe inmediato superior. 
De tal forma, incluso desde lógicas radicales de la nueva gestión pública, es posible considerar 
este mecanismo como un atributo básico del control de la discrecionalidad tanto desde una 
lógica activa (seguimiento del proceso, probidad y equidad en la selección de funcionarios), 
como desde una lógica latente (selección con base en criterios técnicos y de habilidades 
gerenciales).

La estructuración de este atributo de control de la discrecionalidad no sólo se convierte en un 
fin en sí mismo (evitar la asignación discrecional de puestos públicos) sino que, como señalan 
Meier y Hill (2005), la importancia del ideal de una burocracia profesional y estable radica 
en que un sistema administrativo basado en estas premisas facilita la rendición de cuentas, 
ya que existe un entramado institucional y pautas técnicas que permiten reconocer patrones 
predecibles en el comportamiento de los servidores públicos. Finalmente, estas reglas también 
dan certidumbre a los administradores, al establecerles sus funciones, los problemas por 
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enfrentar y los recursos disponibles para ello, además de que dota, al menos en principio, a la 
política pública de conocimiento y facilita la realización de tareas complejas.

El segundo grupo de restricciones a la autoridad del ejecutivo sobre la burocracia pública 
consiste en la articulación de obligaciones en materia de transparencia y acceso a la 
información pública (combinando, una vez más, aspectos activos y latentes del control de 
la discrecionalidad). La transparencia, entendida como “el acceso ciudadano, oportuno, 
suficiente y garantizado a información relativa al desempeño de las funciones públicas” (Aguilar, 
2006: 11), dota a los ciudadanos de la capacidad de vigilar si los servidores se desempeñan de 
acuerdo con sus obligaciones, por medio de la capacidad latente de acceder a documentos 
e información gubernamental que muestre las decisiones y el comportamiento de los servidores 
públicos. Así, la transparencia, si bien en términos de derechos a la ciudadanía se erige en 
una capacidad latente de control de la discrecionalidad, se activa automáticamente en el 
momento que el ciudadano solicita información gubernamental.

Este atributo, además, robustece el control activo y jurisdiccional de los servidores porque 
permite conocer el origen de los recursos públicos y si estos se utilizan conforme a la ley, 
los favorecidos o perjudicados por las acciones realizadas con el uso y destino de estos, los 
objetivos que se persiguen y si las acciones emprendidas por los servidores se apegan a ellos, 
etcétera (Hofbauer y Cepeda, 2005). Es, de nuevo, un fin en sí mismo que impide que sea el 
gobernante quien decida arbitrariamente qué información entregar y cómo hacerla pública, 
pero también un medio para otros fines: la rendición de cuentas, el control ciudadano y la 
eficacia gubernativa. 

El último componente de las restricciones al ejecutivo se refiere a la regulación del ciclo de 
planeación, ejercicio y evaluación del desempeño gubernamental (López Ayllón... [et al], 
2009). El ciclo se estructura, en primer lugar, a partir de un entramado de reglas y procesos sobre 
cómo se deciden las actividades del gobierno en su conjunto, de las agencias de gobierno 
y de los funcionarios; cómo se determinan las atribuciones y obligaciones para cumplir esas 
actividades y utilizar los recursos públicos asignados a ellas; cómo se evalúa el desempeño de 
dichas actividades y los resultados sociales alcanzados; y cómo se controla, monitorea, corrige 
y sanciona dicho desempeño; todo ello en función de objetivos derivados de mandatos 
constitucionales y legales y de las prioridades de gobierno. Ninguna de estas actividades 
(planear, ejercer, evaluar y controlar) debería ocurrir en función de decisiones arbitrarias del 
ejecutivo. En un gobierno de calidad cada una de ellas debería estar sustentada en normas 
definidas por el legislativo para facilitar el control que éste ejerce sobre el ejecutivo y para 
asegurar que son normas legales y no criterios personales o políticos los que definen cómo las 
burocracias públicas deciden prioridades de gobierno, ejercen atribuciones legales, aplican 
recursos públicos y formulan políticas públicas. 

Debe notarse que el sustento normativo de este último componente sigue siendo -para 
efectos de nuestra definición de calidad de gobierno- el control de la discrecionalidad del 
ejecutivo sobre la burocracia pública. No se incorporan preferencias sustantivas de política 
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(por ejemplo, preferir el presupuesto por resultados por encima del presupuesto por programas; 
o los mecanismos de planeación comprehensivos y multianuales sobre ejercicios coyunturales), 
sino que simplemente se reafirma el objetivo de impedir que las decisiones sobre cómo ocurre 
cada una de estas fases del ciclo sean al arbitrio del ejecutivo, sin controles definidos por reglas 
y criterios impuestos por la legislación. 

Estos tres componentes articulan un entramado de restricciones al ejecutivo en el manejo de 
la administración pública y, junto con los contrapesos constitucionales descritos previamente, 
constituyen la arquitectura institucional de control de la discrecionalidad. Pero éste es apenas 
el primer nivel de la calidad del gobierno, pues las instituciones aquí previstas interactúan con 
prácticas cotidianas de gestión en cada oficina pública y pueden ser reforzadas o anuladas 
por ellas. La sección siguiente se refiere a estas prácticas.

5. El segundo nivel de la calidad del gobierno: las prácticas de gestión.

Si bien los mecanismos de arquitectura institucional juegan un papel central al limitar el margen 
de acción de los gobernantes y los burócratas, y al establecer patrones de comportamiento 
(permitiendo, con esto, construir un nivel mínimo de predictibilidad ante la ciudadanía), 
aquellos no aseguran Por sí una producción efectiva de bienes y servicios públicos, sino que 
necesariamente debe introducirse la dimensión administrativa y de gestión, mediante la cual 
los objetivos de gobierno son traducidos en acciones concretas.

Es por eso que se considera indispensable incluir la capacidad de gestión como una segunda 
dimensión del concepto de calidad de gobierno, de tal forma que permita articular los procesos 
mediante los cuales los insumos, los objetivos y los marcos institucionales dados (necesarios 
para asegurar el control de la discrecionalidad) se relacionan con la actividad gubernamental 
rutinaria para la obtención de ciertos resultados esperados.

Entendemos por prácticas de gestión lo propuesto por Ingraham y Kneedler (2000: 294): “la 
habilidad intrínseca de los gobiernos para (…) desarrollar, dirigir y controlar su capital humano, 
físico e informático con el fin de apoyar la implementación de las direcciones de las políticas 
públicas”. Así, el estudio de capacidad administrativa del gobierno consistiría en verificar si los 
recursos administrativos del gobierno se encuentran en el lugar apropiado y en el momento 
apropiado para alcanzar sus objetivos (Ingraham y Kneedler, 2000). Sin embargo, esta 
articulación y distribución de recursos no es autónoma, sino que responderá, por un lado, al 
arreglo institucional existente (que en este caso se relaciona con la arquitectura de control de 
la discrecionalidad), así como a las dinámicas burocráticas propias de cada contexto. 

En efecto, se pueden elaborar configuraciones diferenciadas en las que el desarrollo en ciertos 
temas de la arquitectura institucional favorezca el desarrollo de algunos de los apartados 
de la capacidad de gestión, y viceversa (por ejemplo, una política de amplia transparencia 
y acceso a la información pública en el nivel institucional debería estar relacionada con la 
publicidad de las cifras financieras y de gasto).
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En el desarrollo de estas asociaciones relativas entre atributos de arquitectura y de prácticas 
no sería sensato hacer un análisis de estas últimas desde ámbitos sectoriales de política pública 
(economía, desarrollo urbano, medio ambiente, etc.) o desde una tipología clásica del 
proceso de políticas (diseño, implementación y evaluación), porque estos niveles de análisis 
suponen procesos mucho más elementales de la operación de la gestión de organizaciones 
que podrían ser relevantes para la explicación. 

En este sentido, recurrimos a una categorización de cuatro elementos de gestión esenciales y 
que se consideran transversales a cualquier proceso de toma de decisiones dentro del ejercicio 
de la autoridad pública: la gestión financiera, la gestión de los recursos humanos, la gestión 
de la información y, por último, la gestión estratégica del gobierno. Las cuatro categorías se 
recuperan de la gran cantidad de estudios realizados por Ingraham (2002, 2001 y 2000) y otros 
autores (Selden ...[et al], 2000; Moynihan ...[et al], 2001; e Ingraham y Kneedler, 1997, por citar 
algunos) en el marco del Proyecto de Desempeño Gubernamental (GPP, por sus siglas en 
inglés) auspiciado por la Universidad de Syracuse. 

Al igual que la relación estrecha entre arquitectura y prácticas, partimos del supuesto de que 
los cuatro subsistemas de gestión aquí desarrollados no son autónomos, sino que guardan una 
relación importante entre cada uno de ellos. Sin embargo, y por motivos de claridad analítica y 
conceptual, primero se tratará de proponer los conceptos lo más simple y aislados posibles para 
que, posteriormente, cuando se realice una caracterización de las posibles configuraciones, 
dichos conceptos puedan ser entremezclados. 

Gestión financiera 

Un primer atributo de prácticas de gestión se relacionaría con los subsistemas administrativos 
encargados de recibir, distribuir y manejar los recursos económicos públicos a través de procesos 
como la captación fiscal, la presupuestación, la contabilidad gubernamental, el manejo de la 
deuda pública y el reporte del uso de los recursos; esto es, la gestión financiera del gobierno. 

La base de la gestión financiera mantiene una racionalidad que, según Ingraham y Kneedler 
(2000: 313), se sustenta en la “determinación del nivel apropiado de recursos, la distribución 
de dichos recursos de acuerdo a las prioridades estratégicas y el gasto del dinero de forma 
efectiva y controlada por algún mecanismo de rendición de cuentas”. En este sentido, los 
diversos subsistemas que conforman la gestión financiera se combinan para asegurar la 
existencia de recursos, su distribución oportuna y la salud de las finanzas. 

La importancia de esta vertiente de gestión resulta bastante obvia, ya que en este tipo de 
prácticas descansa la estabilidad presupuestaria de los gobiernos, además de que permite 
construir horizontes de planeación financiera a mediano y largo plazo. En este sentido, resulta 
fundamental estudiar la forma en la que este tipo de instrumentos son utilizados por los gobiernos 
para transferir recursos en las áreas que consideren centrales, y cómo dichas inversiones llegan 
a transformarse en bienes y servicios para la ciudadanía. 
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Gestión de recursos humanos

En el rubro de reglas de acceso al servicio público, en los atributos institucionales previamente 
analizados, se enfatizaba cómo la claridad de los mecanismos de entrada a la burocracia 
se convierte en un elemento central para controlar la discrecionalidad de los políticos y para 
evitar, aunque sea indirectamente, la captura del Estado por intereses ajenos. 

Sin embargo, la caracterización burocrática quedaría incompleta si no identificamos también 
(desde el ámbito de la gestión) la forma en la que se articulan los procesos de promoción, 
gratificación y salida de los servidores públicos. Así, la gestión de recursos humanos nos permitirá 
identificar estas lógicas y cómo éstas se articulan en los procesos de gobierno. Al respecto, 
Longo (2006) propone que un sistema efectivo de profesionalización es el que cuenta con 
los siguientes subsistemas: de selección e ingreso, desarrollo, evaluación del desempeño, 
capacitación y certificación. 

El primer subsistema abarca la definición de los puestos, es decir, consiste en definir qué tareas 
se han de desarrollar y las capacidades necesarias para hacerlo; así, el elemento central de 
este subsistema es cómo seleccionar los mejores para el cargo. El subsistema de desarrollo o 
de gestión del personal se refiere a las condiciones y prácticas orientadas a regular la entrada, 
promoción o salida del servicio público; aquí, la premisa es la misma: mediante el concurso y el 
mérito, que permanezcan y se desarrollen los mejores. 

El subsistema de evaluación consiste en las prácticas encaminadas a medir el rendimiento del 
servidor, y con base en ello, premiarlo o castigarlo; dicha evaluación ha de ser de acuerdo 
con los estándares formales previamente establecidos y se deberá llevar a cabo con la mayor 
objetividad y confiabilidad posibles. Finalmente, el subsistema de capacitación y certificación, 
que está muy relacionado con el de evaluación, consiste en las prácticas con las que se trata 
de alinear al candidato o servidor público con las necesidades del puesto en cuestión. Cabe 
decir que este subsistema consiste en las prácticas que, en pro de la equidad, buscan que 
todos los servidores tengan oportunidades de desarrollarse dentro de la organización.

Además de la existencia de aparatos burocráticos de carrera, un sistema de gestión de recursos 
humanos de calidad debería generar procesos de diagnóstico y planeación acerca de las 
necesidades de nuevo personal, además de favorecer esquemas de capacitación y motivación 
de la planta burocrática existente de tal manera que, en el mediano plazo, se cuente con 
el personal capacitado suficiente para enfrentar las diversas tareas de gobierno (Ingraham 
y Kneedler, 2000). Con base en estos dos elementos de pertinencia y profesionalización, 
tanto arquitectura como prácticas complementan dos niveles esenciales: por una parte, las 
prácticas de gestión buscan asegurar un nivel óptimo de servidores públicos, los cuales, por 
otra parte, serían reclutados sobre la base de un sistema institucionalizado de reglas de acceso 
imparciales que permitan no solamente la entrada de los más capacitados, sino de aquellos 
que se atengan a los procedimientos establecidos.
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Gestión de la información

El tercer atributo de prácticas de gestión incluido en la propuesta de definición de calidad 
del gobierno es aquél relacionado con el uso y manejo de la información, tanto al interior 
como hacia el exterior de las organizaciones gubernamentales (y esto incluye la gestión de 
tecnología). Esta vertiente de gestión ha sido de las de mayor desarrollo en los últimos años 
ya que, como se menciona en el reporte del Government Performance Project -GPP (2002: 
133): “los gobiernos se orientan principalmente a la entrega de servicios y las actividades para 
generarlos requieren de la calidad y precisión de la información. En este sentido, la tecnología 
permite que la información sea utilizada de tal forma que la gestión mejore, así como la 
operación de los servicios”.

La gestión de la información contribuye en el desempeño de las organizaciones públicas desde 
dos vertientes: en primer lugar, en lo interno, es el vehículo para recabar, procesar, mantener 
y difundir la información generada por cada organización. Y aquí se utiliza la información 
en el sentido amplio, por lo que se incluye desde la gestión de archivos hasta la gestión del 
conocimiento en las organizaciones. En ambos extremos, las organizaciones públicas han 
de tener políticas claras sobre cómo gestionar la información para mantener la memoria 
institucional, asegurar la disponibilidad de información relevante para la toma de decisiones, 
documentar procesos, decisiones y resultados, y establecer formas de retroalimentación que 
permitan el aprendizaje organizacional, la generación de conocimiento y la producción de 
políticas basadas en evidencia. 

En segundo lugar, en la vertiente externa, la gestión de la información se ocupa de los procesos 
para transmitir información de la organización a otros actores gubernamentales (informes, 
reportes, bases de datos, etc.) y a los ciudadanos (portales electrónicos, mecanismos de 
acceso a la información, comunicación social, etc.). Sobre esta última -la información hacia 
la ciudadanía- debe añadirse que no se trata sólo de información que el gobierno desea 
entregar, sino de la información que los ciudadanos le requieren. En este componente, además, 
se encuentran las herramientas tecnológicas para la sistematización de trámites y servicios 
públicos y para la deliberación y el escrutinio público en línea.

Gestión estratégica

Por último, la gestión estratégica del gobierno se entiende de dos formas: en primer lugar, 
supone la existencia de mecanismos de evaluación del desempeño que permitan observar 
la forma en la que los anteriores subsistemas de gestión se articulan y funcionan para la 
consecución de los objetivos de gobierno (Ingraham y Kneedler, 2000), y, en segundo lugar, 
requiere -tomando como referente central los resultados e impactos deseados- de una visión 
de la dirección pública que esté guiada por la preocupación de largo plazo (más que por 
los insumos o los resultados inmediatos) y con una clara conciencia de los efectos externos (o 
ambientales) que podrían afectar la operación de gobierno (Martínez Vilchis, 2007).
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Este grupo de prácticas de gestión, gracias a su visión sensible de las consideraciones 
ambientales, se convierte en un articulador primario de los otros subsistemas, ya que permite 
a los gobernantes “identificar, recopilar y utilizar la información necesaria para evaluar el 
desempeño de las instituciones de acuerdo a los objetivos clave, tomar decisiones de mejora y 
dirigir acciones institucionales concretas” (Ingraham y Kneedler, 2000: 303). Así pues, se podría 
considerar que este tipo de prácticas de gestión envuelve a las últimas tres estudiadas bajo 
un esquema estratégico y centrado en el desempeño mediante el cual se pueden realizar 
cambios sobre la marcha de tal forma que se puedan alcanzar los objetivos deseables de 
mejor forma. La evaluación, bajo esta perspectiva, ya no se encuentra limitada por esquemas 
temporales rígidos, sino que se realiza de forma constante con el fin de optimizar los recursos 
financieros, humanos y tecnológicos del gobierno.

Este conjunto de prácticas de gestión, articuladas con la dimensión de arquitectura institucional, 
es lo que constituye la calidad de gobierno, entendida a partir de atributos de control de la 
discrecionalidad. Pero no se trata de un esquema normativo que apunte a formas concretas 
de funcionamiento del gobierno (prácticas de uno u otro tipo; instituciones que se presentan 
como mejores que otras), sino de atributos que pueden tomar varias formas, pero que existen 
e interactúan con otras prácticas e instituciones para estructurar el modo en que los gobiernos 
operan de acuerdo con los mandatos definidos en el marco legal y el proceso democrático. 
Como se arguye en la última sección, hay más de una forma de estructurar estas instituciones 
y prácticas. 

6. Conclusión: una visión dinámica de la calidad de gobierno a partir de la construcción de 
configuraciones.

La definición de calidad de gobierno aquí presentada se encuentra en un plano típico-ideal, 
ya que difícilmente es posible encontrar un caso concreto en el que exista una interacción 
entre arquitectura institucional y prácticas de gestión así como entre cada uno de los 
atributos específicos tal que cristalice completamente el principio normativo de control de la 
discrecionalidad. 

Esto se debe a que, como ya se discutió con anterioridad, el control de la discrecionalidad 
es una noción dual y de equilibrios diversos que si bien considera la existencia de sistemas 
de contrapeso, seguimiento, vigilancia y castigo (control activo), también supone un cierto 
espacio de flexibilidad para la actuación profesional o experta de ciertos agentes políticos y 
burocráticos para ajustar la actuación gubernamental (control latente).

En este sentido, si bien en términos ideales un gobierno de calidad sería aquél que combina 
efectivamente dichos mecanismos de control, las combinaciones prácticas pueden ser muy 
diversas, a partir de lo cual es posible suponer arreglos diferenciados de gobierno que, en mayor 
o menor medida, se aproximan a la idea de calidad (esto es, un gobierno con contrapesos 
constitucionales, restricciones al poder del ejecutivo sobre la burocracia, y con las diversas 
prácticas de gestión señaladas en operación)11. 
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 No se trata, sin embargo, de suponer que cualquier arreglo, por el hecho de serlo, constituye 
un gobierno de calidad. En otras palabras, aquí se considera que, si bien es cierto que existe 
variación en los arreglos de calidad de gobierno, esto no remite solamente a una noción vaga 
de “tradiciones en el ejercicio del poder”. La construcción misma del concepto de calidad 
(a partir de su doble componente) permite comprender y reconocer un conjunto genérico 
de arreglos que varían dependiendo de la forma en la que se estructuran los mecanismos 
de control de la discrecionalidad, tanto en el entramado institucional como en la práctica 
burocrática rutinaria. En términos concretos, se reconocen al menos cinco posibles arreglos 
de gobierno que se construyen a partir de la intersección entre arquitectura institucional y 
prácticas de gestión, que se muestran de forma gráfica en el Diagrama 1.

DIAGRAMA 1

Fuente: Elaboración propia

Posibles arreglos de gobierno derivados de la definición de calidad de gobierno

En el primer cuadrante se encontrarían formalmente los gobiernos de calidad, que serían 
aquellos que en conjunto cuentan con un arreglo institucional y de gestión en el que se 
equilibran los instrumentos de control de la discrecionalidad activa y latente. En términos 
concretos, este tipo de regímenes se caracterizaría por contar con estándares elevados en sus 
sistemas de gestión (financiera, de recursos humanos, tecnológicos y estratégicos), además de 
poseer un sólido marco institucional de control de la discrecionalidad. Su contraparte -definido 
aquí como gobierno de botín- se ubicaría en el tercer cuadrante. Este tipo de regímenes se 
caracterizaría por un franco ejercicio discrecional de la autoridad reflejado en la inexistencia 
de un entramado institucional sólido que regule los pesos y contrapesos entre poderes, así 
como con una burocracia que no cuenta con estándares de gestión mínimos (ya sean de 
corte weberiano o gerencial) que aseguren una acción gubernamental estable y predecible.
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Un par de casos especiales que se desvían de la caracterización típico-ideal de gobierno de 
calidad se encontrarían en los cuadrantes II y IV. 

El primero de ellos, el gobierno gerencial, se caracteriza por ser un régimen en el que se han 
emprendido amplios procesos de reforma administrativa -sin importar la orientación de estos-, 
lo cual ha favorecido la existencia de sistemas de gestión sólidos que aseguran una actuación 
burocrática adecuada. Sin embargo, un gobierno gerencial no puede ser considerado de 
calidad, debido a que en el marco institucional persistente en dicho sistema no se delimitan 
reglas claras sobre los mecanismos de transparencia, rendición de cuentas y acceso al servicio 
público. En este sentido, los casos ubicados en este sector podrían concebirse como los de un 
régimen capaz de procesar la acción gubernamental mediante un aparato burocrático, pero 
con un amplio margen de discrecionalidad y opacidad a los ojos de la ciudadanía e incluso 
de los demás poderes (legislativo y judicial). 

El segundo caso especial es el llamado gobierno de control, que se encuentra en el cuadrante 
IV. Este tipo de casos se asemeja a los de calidad debido a la existencia de una estructura 
institucional sólida que garantiza el control de la discrecionalidad política y burocrática 
a través de mecanismos de transparencia, rendición de cuentas y de reglas de acceso al 
servicio público. Sin embargo, en este tipo de regímenes no existen las prácticas de gestión 
adecuadas que permitan aprovechar los controles democráticos (activos y latentes) y que 
la acción gubernamental se pueda traducir efectivamente en bienes y servicios para la 
ciudadanía. En este escenario se pueden situar casos de gobiernos que hayan emprendido 
amplios procesos de reforma política y de reajuste al sistema de pesos y contrapesos, pero que 
han sido incapaces de avanzar a un siguiente período de modernización administrativa.

Si la categorización se mantuviera así, fácilmente pudiera criticarse que existen ciertos gobiernos 
que, sin contar con arreglos institucionales y de gestión sólidos, son catalogados de calidad 
por el simple hecho de superar un cierto umbral mínimo. Por tal razón, aquí se propone un 
quinto espacio -de aquellos casos que se encuentran cerca de los cruces de ambos ejes- que 
se consideran como gobiernos inerciales. Este tipo de regímenes se caracterizarían por contar 
con esquemas institucionales y de gestión relativamente equilibrados, pero cuyos estándares 
siguen siendo bajos o mediocres. En tal sentido, los casos contenidos en este cuadrante 
serían aquellos que posiblemente han emprendido reformas políticas y administrativas de 
bajo impacto o que se encuentran en una etapa de transición entre alguno de los esquemas 
subóptimos (gerencial, de control y de botín) y el ideal de calidad.

Visto desde esta lógica de configuraciones diferenciadas de gobierno, las posibilidades de 
interpretación y análisis empíricos de casos concretos se hace mucho más rica, ya que no 
solamente se buscaría la construcción de una serie de indicadores o metaindicadores de 
“éxito” que midan el nivel de buen gobierno de un país, sino que también permite ubicar el tipo 
de arreglo que persiste en dicho contexto. Con base en esto, la investigación sobre calidad 
cuenta con un piso mucho más sólido para explicar, por ejemplo, los determinantes de ciertos 
arreglos de gobierno (tema en el que diversos estudios previos terminan por ser endógenos) 
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y los efectos que estos mismos tienen en la producción de bienes y servicios públicos esto es, 
sobre los efectos de la acción gubernativa.

Otra posible aplicación empírica que esta propuesta conceptual tiene es que permiteanalizar 
con mayor detalle los procesos de cambio y reforma administrativa al interior de los gobiernos. 
Desde un mirador normativo claramente delimitado es posible observar los intentos de 
modernización política y administrativa de un caso concreto en función de la capacidad de 
aquéllos para fortalecer los atributos de control de la discrecionalidad (institucionales y de 
prácticas) que redunden en mayor calidad del gobierno. En este tenor, también es posible 
evaluar la consistencia y pertinencia de los procesos de reforma de acuerdo al punto de partida 
y el destino final del arreglo institucional y de gestión una vez implementados los cambios. Por 
citar un par de ejemplos, desde esta lógica, resultaría coherente que un gobierno de corte 
gerencial instrumentara reformas dentro de su marco institucional que condujeran a un sistema 
de contrapesos mucho más equilibrado y de calidad. En cambio, un gobierno de control que 
emprendiera el mismo tipo de reformas no tendría un efecto tan sólido sobre la calidad, ya que 
aún persistirían las deficiencias operativas al interior de la administración pública (Diagrama 2).

DIAGRAMA 2

Fuente: Elaboración propia

Dinámicas del cambio entre tipos de arreglos de gobierno

Finalmente, si bien es cierto que esta propuesta conceptual asume una visión integrada de la 
calidad de gobierno, también es posible realizar una investigación empírica por cada uno de los 
componentes (arquitectura institucional y prácticas de gestión) o subcomponentes concretos 
de la definición. Una agenda de investigación en este sentido permitiría reconocer los efectos 
individuales que tiene cada uno de los elementos para incrementar la calidad de gobierno (por 
ejemplo, es posible que la instrumentación de mecanismos de rendición de cuentas ofrezca 
rendimientos mucho más grandes que la transparencia o la gestión estratégica), además 
de que se pueden ir identificando las correlaciones que existen entre subcomponentes que 
potencian la calidad de los gobiernos (por ejemplo, el vínculo intuitivo entre reglas de acceso 
al servicio público y los sistemas de gestión de recursos humanos).
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Así, la definición propuesta en este documento no sólo es más sólida conceptualmente que 
las pocas definiciones alternativas, sino que permite análisis más finos y abre la puerta a 
derivaciones prácticas que no se construirán como recomendaciones genéricas a partir de 
principios abstractos, sino de intervenciones específicas con base en diagnósticos informados.
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Notas

1- Para una revisión de esta literatura, véase Sören, Rothstein y Nasiritousi (2009). 
2- Para una discusión detallada al respecto, véase Cejudo, Zabaleta y Sánchez (2009).
3- El sitio web del Instituto es: http://www.qog.pol.gu.se.
4- Se incorporan también algunas de las críticas hechas al texto de Rothstein y Teorell en Longo 
(2008) y Wilson (2008).
5- Calidad: “Propiedad o conjunto de propiedades inherentes a algo, que permiten juzgar su 
valor”, Diccionario de la Lengua Española, vigésima segunda edición, s. v. calidad.
6- Atributo (del lat. attribūtum): “Cada una de las cualidades o propiedades de un ser”, 
Diccionario de la Lengua Española, vigésima segunda edición, s. v. atributo.
7- Una excelente discusión al respecto puede encontrarse en Mashaw (1985).
8- Estos autores encuentran evidencia de que la existencia de mecanismos efectivos de 
rendición de cuentas reduce las oportunidades para que los servidores públicos cometan 
actos de corrupción (véase Lederman, Loayza y Soares (2005). Es un estudio a nivel mundial 
que abarcó de 1984 a 1999, en el cual se presenta evidencia de la relación que existe entre el 
diseño institucional, específicamente la rendición de cuentas, y la corrupción de los servidores 
públicos en países de todo el mundo. 
9- La clasificación que hace O’Donnell de rendición de cuentas vertical y horizontal permite 
diferenciar entre la rendición de cuentas que se da por medio de mecanismos de acceso al 
poder (vertical) de la que se da durante el ejercicio del mismo (horizontal). Igualmente, y como 
señalan Manin, Przeworski y Stokes (1999), si bien las elecciones permiten castigar o premiar 
a los gobernantes por los resultados de sus acciones, y con ello incentivar comportamientos 
“representativos”, éste es un mecanismo de control ex post, y vinculado completamente al 
proceso político y a las percepciones ciudadanas. En este sentido, dado que la definición de 
calidad de gobierno que aquí se discute se centra solamente en los mecanismos de ejercicio 
de la autoridad y no de acceso al poder, en este trabajo solamente vamos a considerar los 
mecanismos de rendición de cuentas horizontal. 
10- La idea de la necesidad de establecer reglas de acceso al servicio público tiene sus 
antecedentes en Max Weber, quien planteó que el tipo más puro de dominación legal es el 
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ejercido a través de un cuadro burocrático caracterizado por funcionarios organizados en 
jerarquías, con competencias rigurosamente delimitadas mediante un contrato, seleccionados 
con base en el mérito o la calificación personal, con posibilidades de hacer carrera en el 
servicio, separados de los recursos administrativos, sin apropiarse del cargo, bajo estricta 
disciplina y limitados por la norma jurídica. 
11- Este argumento podría relacionarse en primera instancia con lo señalado por Heinrich 
y Lynn (2000) cuando estudian el concepto de gobernanza. En opinión de estos autores, la 
gobernanza no es un término absoluto que remite a rasgos o características determinadas, 
sino que se refiere a las diferentes formas de organización socio-política mediante las cuales se 
ejerce la autoridad.
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El poder como herramienta funcional 
en las organizaciones

“En las organizaciones, las relaciones de poder son muy variadas y, aunque tengan relación 
con la estructura, no dependen, ni se limitan única y exclusivamente con ella, lo cual determina 
su complejidad, generada por la red que forma la interacción  de las relaciones de poder –

tanto formal como informal- dentro de una organización” 
Carmen Chaux Mayorga

Harold Hütt Herrera. Costa Rica.
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Sumario: El artículo realiza una descripción general del concepto de relaciones de poder, y 
ofrece una descripción de cómo se pueden desarrollar las negociaciones en la organización. 
Asimismo, ofrece una visión general de las herramientas, estrategias y tácticas que pueden ser 
utilizadas para obtener resultados positivos en un proceso de negociación.

Abstract: This article generally explains the concept of power relations and describes how 
negotiations can be developed in organizations. It also offers an overview of the tools, strategies 
and tactics that can be used during the negotiation process to obtain positive results.

Introducción

Las relaciones de poder surgen en el seno del tejido social, como un reflejo de la esencia 
anatómica de la psique colectiva. Es decir, es un fenómeno que no puede analizarse de 
manera individual, dado que es inherente a la interacción entre los individuos.

En razón de lo anterior, es claro que esta estructura sea reproducida no solo en la interacción 
social cotidiana, sino también en las organizaciones. 

“Mientras que el sujeto humano está inmerso en relaciones de producción y de significación, 
también se encuentra inmerso en relaciones de poder muy complejas” (Foucault, 1988).

Esta complejidad surge en gran medida, de las condiciones dinámicas y cambiantes que 
caracterizan la interacción entre los seres humanos.

Para analizar estas interacciones, Foucault propone un método de estudio, basado en elementos 
contrastantes que faciliten la definición de elementos divisorios y de clasificación, tales como 
el enfermo y el médico. La interacción entre ambos sujetos estaría marcadaampliamente por 
ciertas preconcepciones, a partir de las cuales iniciaría un intercambio social, cuyo desenlace 
estará influenciado por la particularidad inmediata del entorno y el contexto.
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Según cita Chaux para Foucault el concepto de poder tiene varias dimensiones y afecta los 
actos humanos por el tipo de relaciones que involucran interacciones, ya sea en contexto 
social-familiar donde se pueden dar las relaciones de prohibición y castigos, así como en 
instituciones, y en general en cualquier parte de la sociedad. También detalla que Weber “en 
su teoría de la burocracia establece que el poder está activo en todo tipo de sociedad y para 
todas las organizaciones” [….] “significa la posibilidad de imponer la voluntad de una relación 
social, aún contra toda resistencia y cualquiera que sea el fundamento de esa posibilidad.” 
(Chaux 29: 2006)

Asimismo, Chaux señala que, para Foucault, el poder transita por los individuos, no se aplica en 
ellos, no conceptualizándolo como un solo elemento. 

Es importante anotar que las relaciones de poder están enmarcadas en varios elementos 
esenciales, en un contexto determinado, dentro de los cuales destacan:

a. Una fuente de subjetivación: esto implica una fuente de poder, que otorgue a un individuo 
o grupo, la posibilidad de ejercer influencia sobre otro (s).

b. Una fuente subjetivada: Un individuo o grupo sobre el cual sea ejercida esta influencia.

c. Una fricción: el poder se manifiesta cuando surge una fricción dado que es el momento en 
que los elementos que caracterizan a este fenómeno se tornan manifiestos.

d. Resistencia: la resistencia es ejercida por la fuente subjetivada, como posibilidad de 
contrarrestar la influencia generada por la fuente de subjetivación. Es aquí donde inicia en 
esencia la lucha de poder.

e. Libertad: las luchas de poder únicamente pueden darse sobre sujetos “libres”, dado que 
en caso contrario, más que un proceso de influencia, sería un proceso represivo, donde la 
coerción anularía a la influencia.

f. Inmediatez: las luchas de poder se generan en contextos inmediatos y sobre circunstancias 
presentes.

Las fuentes de poder pueden ser de naturaleza muy variada, tales como: estatus, dinero, 
posición en una organización, reconocimiento social, experiencia, conocimiento, e incluso, 
pueden ser de orden biológico, entre otros.

Desde la perspectiva de la naturaleza biológica como elemento diferenciador, Foucault 
destaca que los individuos pueden ejercer influencia a partir de características personales 
específicas, como la capacidad para comunicarse de manera elocuente, conocido como el 
don de la “oratoria”.
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Es por esta razón justamente, que muchos líderes de la historia han logrado tener posiciones 
muy relevantes en la sociedad, y han gozado de una gran legitimación. Este término de 
legitimación, está orientado justamente al reconocimiento y aceptación de un grupo, o bien 
de la colectividad.

Por ejemplo, si las elecciones presidenciales no fueran reconocidas por las grandes mayorías 
de un pueblo, el presidente electo carecería de la legitimación de su país, lo que podría 
traer graves consecuencias para el ejercicio de sus funciones, pudiendo incluso verse en la 
necesidad de dimitir del cargo.

Ahora bien, según indica François Petit, en concordancia con lo expuesto por Foucault, el 
individuo puede utilizar sus características personales para ejercer el poder, tales como: 

a. Capacidad: inteligencia, vivacidad, facilidad de palabra, originalidad y juicio.
b. Éxito: instrucción, conocimientos, hazañas atléticas.
c. Responsabilidad: seguridad, iniciativa, perseverancia, agresividad, confianza en sí mismo, 
deseo de sobresalir.
d. Participación: actividad, sociabilidad, cooperación, adaptabilidad, sentido del humor.
e. Estatus: nivel socioeconómico, popularidad.

No obstante, estos factores no permiten establecer predicciones generales sobre la interacción 
social, dado que están sujetas a varios factores relativos, derivados expresamente del contexto. 
(François Petit, 1984)

Lo anterior estará directamente ligado a las características de la contraparte, el objeto que 
genera la fricción, y desde luego, tanto las fuentes de poder complementarias (no siempre 
las fuentes de poder son únicas o específicas para un individuo), así como las estrategias y 
tácticas utilizadas por las partes.

Esto implica que ciertamente las relaciones de poder pueden tomar direcciones diversas, 
dependiendo de la forma en que las partes interactúen. 

Esta interacción, a su vez, está marcada por la mutua dependencia de las partes, que es la 
que justamente hace necesaria la posibilidad de impulsar un proceso de negociación.

Por ejemplo, el patrono puede prescindir de un empleado, pero no de todos los empleados, 
porque de ellos depende el buen desempeño de una empresa, y a su vez, los colaboradores 
no siempre estarán en disposición de renunciar a su estabilidad laboral.

Ahora bien, entre más calificadas sean las características del individuo, mayor será su capacidad 
de ejercer la resistencia por sí solo, en tanto cuando hablamos de operadores no calificados, el 
éxito de su gestión, dependerá de la cohesión de grupo.
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Para ilustrar lo anterior con un ejemplo, un controlador aéreo o un ingeniero aeronáutico de 
gran experiencia, serán más difíciles de reemplazar que individuos que ocupan puestos más 
operativos, tales como una recepcionista o un conserje.

No obstante, si la cohesión de grupo logra llevar la negociación a un ámbito colectivo, lo que 
estará en juego no es la posición laboral de un sujeto, sino la capacidad de operar de una 
empresa u organización.

Si lo anterior se suma a que paralizar la operación puede implicar cuantiosas sumas de dinero 
a la contraparte, la fuerza de la resistencia se verá incrementada.

Sin embargo, expectativas o peticiones desproporcionadas únicamente pueden llevar a la 
negociación como primera vía de solución, y de no lograrse, esto podría provocar una “ruptura” 
inevitable entre las partes, aunque esto representará altos costos para la organización.

En el marco de esta dinámica, Luis Laurent afirma que existen tres estrategias básicas en el 
proceso de negociación:

1. La preparación: consiste en obtener la información necesaria para tener todos los parámetros 
de referencia necesarios para lograr una negociación exitosa. Asimismo, si las circunstancias 
lo amerita por razones de especialidad, puede ser pertinente involucrar a expertos en temas 
específicos dentro del proceso.

2. La argumentación: es una forma de plantear elementos razonables que deban ser tomados 
en cuenta para favorecer un punto de vista o posición específica. Eso sí, los mismos no solo 
deben ser convincentes y bien estructurados, sino previamente analizados, para que el 
interlocutor no sea encerrado en su propia lógica.

3. La desviación: esta estrategia consiste en lanzar una falsa pista, para “ceder sobre puntos 
no medulares”, y concentrarse en los puntos de interés esencial, o bien para generar una 
negociación secundaria que lleve a la contraparte a dejar de lado la negociación o disputa 
inicial.

De la pericia con que estas estrategias sean utilizadas, dependerá en gran medida el éxito del 
proceso de negociación. (Luis Laurent, 1989)

Por otra parte, y en relación con las tácticas, Luis Laurent señala varios elementos que pueden 
ser implementados para procurar el éxito de una negociación.  Dentro de estas tácticas 
destacan:

1. Poner las barbas en remojo: es analizar si los argumentos expuestos pueden resaltar alguna 
vulnerabilidad que pueda jugar en nuestra contra.
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2. La técnica del Bull Dog: es aferrarse a un argumento, para evitar ser desviado hacia temas 
que no se desean abordar.

3. La esfinge: mantener un perfil bajo durante el proceso.

4. El edredón: es una protección, es una táctica de repliegue, utilizando, entre otras,  frases 
como las siguientes: “es su decisión”, “usted lo dijo” o “en su opinión”, entre otras. 

5. Los pequeños pasos: consisten en dividir las dificultades en pequeñas parcelas, para ser 
abordadas paso a paso.

6. La concertación: buscar una solución de beneficio mutuo.

7. El compromiso: es un asumir compromisos, a partir de acciones solicitadas a la contraparte.

8. El regateo: es una variante del compromiso.

9. El bueno y el malo: se suscita cuando las posiciones son extremas y se vuelve prácticamente 
inevitable la ruptura.

10. Nada sin Nada: es una forma de solicitar algo a cambio.

11. El parto sin dolor: el negociador empuja a la contraparte a la negociación para que sean 
ellos mismos quienes encuentren las ventajas.

12. El Judo: consiste en encerrar al interlocutor en su propia lógica.

13. La presión: se utiliza cuando no queda ningún otro mecanismo.

Estas tácticas, entre otras, pueden ser utilizadas de manera específica, o bien combinadas, 
para lograr llevar una negociación al punto deseado, o al menos en las mejores condiciones 
posibles. No obstante lo anterior, no hay que dejar de lado que en la organización se van 
tejiendo redes de relaciones que se dan como consecuencia de la variedad de actividades 
desarrolladas para lograr objetivos establecidos y usa seis bases de poder expuesto por Lewis 
,quien a su vez, se basa en French y Raven, y Raven y Rubín (James Lewis, 2003):

1. Poder de recompensa: tipo de poder basado en la percepción que determinada persona o 
grupo tiene sobre otra persona o grupo para proporcionar recompensas.

2. Poder coercitivo: tipo de poder basado en la percepción que determinada persona o grupo 
tiene sobre otra persona o grupo para administrar castigos o algún tipo de amonestaciones. 
Este poder puede crear alienación, alejamiento u hostilidad.
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3. Poder legitimado: es sustentado en valores del individuo o en sus valores particulares de 
socialización. Existe cuando determinada persona o grupo piensa en que es correcto o legítimo 
que otra persona o grupo influya en sus acciones.

4. Poder de referencia: se basa en el deseo de parecerse a otra persona o grupo o identificarse 
con ellos. Este tipo de poder puede funcionar en el subconsciente.

5. Poder del experto: Se basa en la percepción de una persona o grupo con mayor conocimiento, 
capacidad o pericia que otra persona o grupo.

6. Poder de información: tipo de poder cada vez más importante, mientras menos personas 
tengan una información determinada, ésta se volverá más valiosa. 

En fin, dentro de las organizaciones se dan un sinnúmero de situaciones, que de una u otra 
forma, llevan a los individuos a hacer uso de los recursos disponibles para establecer procesos 
de negociación, de lucha, de influencia, o bien de resistencia. Es justamente en razón de lo 
anterior, que el autor Ignacio Martín Baró establece algunos lineamientos generales, en torno a 
la psicología social en la organización. (1989)

Para estos efectos define los conceptos de “Coalición Interna” y “Coalición Externa”, para 
determinar las formas y condiciones en que se pueden establecer procesos de influencia, 
tanto en el ámbito interno como externo, de las organizaciones.

En relación con la estructura interna, el autor define cuatro sistemas básicos, dentro de los 
cuales pueden enmarcarse las organizaciones:

1. Sistema de control personal: está orientado a los procesos lineales definidos en el marco de 
las estructuras de pequeño o mediano tamaño, las cuales pueden ser administradas por un 
líder, o equipo de trabajo.

2. Sistema de control burocrático: este sistema está definido para organizaciones de gran 
tamaño, donde las pautas y normas, deben permear a través de las diversas jerarquías, hacia 
todos los ámbitos estructurales de la organización.

3. El sistema de política: este sistema conlleva una mezcla entre autoridad y política, y está 
basado en una ideología debidamente legitimada. No obstante, a su vez, responde al interés 
de un pequeño grupo, quien está a cargo de la toma de decisiones.

4. Sistema de habilidad y control: este sistema es de gran pertinencia cuando las organizaciones 
son muy complejas, por lo que es difícil ejercer el control o la autoridad. En razón de esto se 
contratan expertos con un alto nivel de especialización para llevar a cabo las funciones críticas, 
cuya esencia es determinante para el adecuado cumplimiento de los objetivos corporativos.
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Adicionalmente, el autor Martín Baró hace referencia a diversos “juegos de poder” dentro de 
los que destacan los siguientes:

a. Juego de rebeldía: consiste en el ejercicio de acciones tendientes a “boicotear” los 
lineamientos jerárquicos, o proyectos específicos.

b. Juego anti-rebeldía: las jerarquías pueden utilizar elementos neutralizadores, o basados en la 
autoridad formal, para efectos de neutralizar movimientos rebeldes.

c. Juego de Patronazgo: consiste en buscar el apoyo de un “padrino” dentro de la organización, 
que permita generar un efecto indirecto en el nivel de influencia que puede ser ejercido hacia 
el resto de la organización.

d. Juego de construcción de alianzas: esta gestión procura enlazar.

e. Juego presupuestario:  se basa en la posibilidad de obtener recursos dentro de la organización.

f. Juego de habilidad: su fuente de poder radica en el conocimiento o habilidad para 
desempeñar de manera sobresaliente una función o tarea, normalmente calificada.

g. Juego de mando: es ejercido por personas que tienen una expectativa de poder, que les 
permite acercarse, y obtener cierto patronazgo por parte de las autoridades formales, sin que 
medie una delegación jerárquica formal.

h. Juego de los directivos intermedios vs personal especializado: constituye una lucha entre 
bandos, donde la habilidad se impone ante la jerarquía formal, utilizando como referente de 
resistencia la posibilidad de implementar una actividad altamente especializada. 

i. Juego entre grupos de rivales: surge a partir de elementos divisorios que segmentan al personal, 
constituyendo así, “bandos” que juegan a favor o en contra de una posición, proyecto, o idea 
determinada.

j. Juego de los proyectos estratégicos: versa en la capacidad de obtener recursos y 
reconocimiento, a través del desarrollo de actividades de alto interés para la organización, o 
bien, por implementar actividades que generan resultados de alta efectividad.

k. Juego del delator: se basa en el reconocimiento del poder, a partir del suministro de 
información de interés para las autoridades formales, aunque esta sea en detrimento de los 
intereses del equipo de trabajo.

l. Juego de los “jóvenes rebeldes”: es un juego basado en la habilidad y la experticia, para 
plantear proyectos innovadores dentro de la organización.
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Estos juegos, al igual que las diversas fuentes de poder, pueden ser utilizados de manera 
aleatoria o específica, según las características del contexto y de las partes, permitiendo así a 
los involucrados, recurrir a tácticas y estrategias de negociación, liderazgo o autoridad, que les 
permita ejercer o contrarrestar la influencia, o el deseo de influencia, de la (s) contraparte (s).

En fin estas herramientas o instrumentos, utilizados de manera consciente o inconsciente, 
permiten e incitan al individuo a estimular la creatividad, la razón, el intelecto y la habilidad, por 
encima de cualquier impulso natural, en aras de solventar de manera cotidiana o casuística 
las diferencias o discrepancias que surgen de manera natural en la esencia de las relaciones 
sociales. 
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Resumen

Costa Rica se ha destacado en cuanto a infraestructura con respecto a los demás países 
centroamericanos, sin embargo, la falta de inversión  y otros problemas estructurales, han 
llevado a este país a un rezago de décadas (1990-2010) en obras de infraestructura de diversa 
índole. Esta situación provoca pérdidas de competitividad que deben ser superadas si el país 
quiere seguir coherentemente sus objetivos de desarrollo y bienestar general. De este modo, un 
país no puede aspirar al desarrollo sin desplegar competitividad, sin las decisiones adecuadas 
para que esta se genere, parte de ese entorno favorable, es una infraestructura en buen estado 
y con aparato institucional que soporte dicho proceso. 

Palabras claves

Infraestructura, competitividad, gestión pública, institucionalidad, Costa Rica.

Abstract

The article compares Costa Rica with the other Central American countries in terms of 
infrastructure. It also looks at how a lack of investment, among other structural problems, 
has contributed to Costa Rica lagging behind the region in infrastructure development and 
consequently becoming less competitive.  Only by developing the country’s infrastructure, and 
putting into place the state apparatus to maintain it, will Costa Rica achieve its development 
and general welfare objectives.

Key words

Infrastructure, competitiveness, governance, institutionalization, Costa Rica.
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Introducción

El tema de infraestructura  constituye un tema vital en la medida que es una de las condiciones 
para fortalecer la competitividad basado en la creación de capacidades nacionales, 
regionales y locales. La preocupación por la infraestructura de un país, nace de la estrecha 
relación entre infraestructura, competitividad y desarrollo. 

1. La Capacidad de gestión pública en infraestructura y competencia

La infraestructura de transportes está relacionada con el conjunto de elementos físicos que 
sirven de soporte a diversos medios de transporte: vehículos, barcos, trenes aviones (De Rush, 
2002). 

En este punto partimos de  la definición de infraestructura adoptada por CEPAL:
“La infraestructura es el conjunto de estructuras de ingeniería, equipos e instalaciones de 
larga vida útil vinculadas a los sectores de energía, transporte, telecomunicaciones, agua 
y saneamiento, las cuales constituyen la base sobre la cual se prestan servicios para los 
sectores productivos y los hogares. La provisión eficiente y oportuna de estas infraestructuras, 
tienen efectos positivos sobre el crecimiento económico y social, encontrándose relaciones 
interesantes entre inversión en infraestructura y mejoras en la equidad social.” (CEPAL, 2011)

De la definición se desprenden dos elementos vitales: La provisión eficiente y de larga vida útil, 
y la importancia que tiene la infraestructura en el crecimiento económico y social.

“El mecanismo general para una mejora en la infraestructura sería un incremento en la 
productividad y una disminución en los costos que influye en los precios hacia abajo, lo que 
incrementa la competitividad de los productos del país.” (Rosas y Sánchez, 2004, p.13).

Este esfuerzo se enmarca dentro de nuevas condiciones de competencia en la cual, las 
relaciones son entre agentes económicos primarios, agentes intermedios y grupos que giran 
alrededor de la infraestructura. Partiremos entonces del concepto de Competitividad Sistémica, 
(Esser, Hillebrand, Messner, Meyer, 1996).

La competitividad sistémica incluye nuevas formas de empleo, innovación, capital social, 
fortalecimiento de infraestructura y modalidades de información. Asimismo, requiere políticas 
gubernamentales que respondan a estos requerimientos.  El mercado internacional y nacional 
cada vez, se orienta y organiza hacia la producción, consumo a escala global, de acuerdo 
con vínculos que establecen un sin número de agentes económicos  y sociales (empresas,  
Estados, organizaciones no gubernamentales, entre otros), en actividades que trascienden 
fronteras, para lo cual, se requiere que exista una óptima infraestructura de transportes, la 
correcta articulación y conexión entre puertos y carreteras, para facilitar el comercio exterior, 
la distribución e integración social de las comunidades.
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Países como España, Brasil, México y Chile,  China e India, tienen diversos programas de Inversión 
y desarrollo para impulsar el desarrollo económico, social y territorial mediante distintas formas 
de financiamiento público, privado o internacional (Cfr. Anexo 2). Sin embargo, en Informes 
recientes del  Banco Interamericano y del Banco Mundial (Fay y Morrison, 2005), se ha dicho 
que en América Latina y el Caribe,  hay pocas inversiones en infraestructura, lo que hace más 
difícil el progreso económico y social de la región y sus posibilidades de competir en un mundo 
globalizado. 

En el siguiente gráfico se muestra que, 
mientras países como China, invierten 
anualmente una cifra del orden de 
9% de su PIB en infraestructura (a nivel 
latinoamericano se destaca Chile 
como el país con mayor porcentaje del 
PIB invertido) la mayoría de los países 
de la región dedica a ese sector de 
importancia fundamental 2% o menos, 
(Fay y Morrison, 2005). 

Existe un gran rezago,  deuda y falta de proyección adecuada de  inversión en estas áreas. En 
América Latina se convierte en tema de agenda central de nuestros países  y en particular de 
Costa Rica.  

Estudios conjuntos de BID y CEPAL sobre la infraestructura costarricense, identifican tres 
problemas principales, a saber: Bajo nivel de inversión, falta de proyectos de  impacto y caos 
político en las decisiones públicas estratégicas (Celes, 2007). El nivel de inversión se ha fijado 
incoherentemente sin relación con las metas de desarrollo  y los planes de esta materia.  Para 
el caso costarricense, el problema está en la falta de obra pública en infraestructura nacional 
y en la escasa o nula inversión en la local. 

En términos concretos, la red cantonal se ve seriamente afectada por los bajos niveles de 
inversión: 

“Entre los cantones con menor índice de desarrollo (por debajo de 35) el cantón  de Coto Brus 
(47 Km. de red vial nacional  en total)  está virtualmente sin tramos de red nacional en buen 
estado, Upala 4 Kms. en buenas condiciones  de un total de 45 Km. Por el contrario el cantón 
de Belén  con 94,9 de índice de  desarrollo,   posee el 40% de sus carreteras nacionales en 
buenas condiciones,  superando ampliamente el porcentaje nacional.” (LANANME, 2011, p.3)

Resulta inconsistente promover un modelo de desarrollo de apertura, si no existe, la 
competitividad sistémica, como política pública, esto se agrava, ya que se mantiene un bajo 
nivel de inversión que prolonga y amplía el rezago en infraestructura vial aunado a la brecha 
en las condiciones de infraestructura de una región y otra.

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco Mundial y los 
respectivos Entes Gubernamentales de los países.
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2. Gestión e institucionalidad en la infraestructura de Costa Rica 2008

Para analizar la competitividad sistémica debe evaluarse la capacidad institucional con la que 
cuenta Costa Rica. Para el caso costarricense, se encontró un nivel muy amplio de instituciones 
que participan en la toma de decisiones alrededor de la infraestructura, en las cuáles el grado 
de coordinación real es bajo y la complementariedad, escasa. 

El Sector de Obras Públicas y Transportes está constituido por: 
I)	 El Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) fundado en 1860 modificado por la 
ley 3155 de 1963. El organigrama del MOPT se encuentra dividido de manera muy centralizada. 

II)	 Instituciones desconcentradas, con las que el MOPT mantiene relaciones en algunos 
casos, de rector y en otros de coordinación. El MOPT, gestiona acciones correspondientes a 
través de la formación de Consejos. 

III)	 Instituciones descentralizadas con autonomía que actúan en el ámbito de la 
infraestructura.

Esta estructura se explica porque en los años 80 del siglo XX se disminuyó el rol del Ministerio 
de Transportes, trasladando paulatinamente las protestades a otros entes. En el caso de los 
denominados Consejos, se les otorgaron protestades especiales que les dieron la definición 
propia. 

En esa desregulación también se dieron cierres simbólicos, como fue en el área de ferrocarriles, 
en la administración Figueres Olsen. En los 90 Costa Rica bajó el perfil en los planes de inversión 
en infraestructura y en los planes de inversión institucionales. Una  parte de los decisores 
consideraron en forma errada que solo concesionando se podían arreglar muchos de los 
problemas citados. 

Paradójicamente, se propiciaba la competitividad como discurso, sin el adecuado aparato 
institucional para el logro de la misma. El modelo de gestión adolece de la verdadera 
coordinación sistemática para el período estudiado, existiendo en la realidad poca coordinación 
entre las instituciones del área de infraestructura física. Durante este período los informes de la 
CGR, son muy claros en ese sentido. 

De la misma manera, la desconcentración, en el caso del MOPT, llevó a una dispersión en las 
decisiones dónde, cada una de los consejos, actuó como órgano separado, sin capacidad de 
responder con  directrices generales. La  situación se agrava, si tomamos en cuenta, que del 
año 2000 al 2009, la cabeza directiva del MOPT se cambió, en diferentes momentos (Desde el 
año 2000 al 2009  hubo seis ministros del MOPT).

El otro punto, es que se dio más importancia a elementos como la concesión, sin tomarse en 
cuenta los mecanismos de evaluación, lo cual agrava el escenario.  
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 3. La gestión del gobierno de Arias Sánchez en la infraestructura de transportes

Para el análisis de la evaluación de las principales políticas públicas, en esta área se tomó en 
cuenta:

I)	 El programa de gobierno de Óscar Arias Sánchez y el discurso de toma presidencial 
(2006).  
II)	 El Plan Nacional de Desarrollo del período 2006-2010. 

La Administración Arias Sánchez (2006-2010), tenía un marcado interés en el desarrollo y 
recuperación de la infraestructura pública de transportes, principalmente en la red vial. Se  
buscaba mediante planes nacionales de desarrollo y objetivos ministeriales,  dar dinamismo 
y rentabilidad al proceso productivo y turístico en el país. (Programa Nacional de Gobierno 
2006-2010).

3.1  Infraestructura vial: Un atraso permanente

La totalidad de la red vial costarricense tiene una extensión de 36 654 kilómetros, de los cuales 
7.640 Km. corresponden a la denominada red nacional y  29.014 Km. a la red cantonal o 
municipal (DGP-MOPT, 2009). Ambas redes se articulan y entrelazan, haciendo casi imposible 
su diferenciación para los usuarios. 

En la década de los setenta, la red vial de Costa Rica era una de las más desarrolladas de 
América Latina, pero veinte años después pasó a ser una de las más deterioradas; aspecto 
importante del desarrollo nacional que ha sido muy afectado por la deuda interna, a causa 
del “estrujamiento” de la inversión pública. 

Ya en la administración Rodríguez Echeverría, (1998-2002) ,la situación se volvió crítica, tal como 
lo reconoce el mismo Presidente de esa época. “Obras sin mantenimiento se despedazan, 
así que no se trata solo de hacer y olvidarse de mantener apropiadamente.” (Miguel Ángel 
Rodríguez, 11 nov., 2010).

Durante la administración Rodríguez y Pacheco, la construcción de obra fue limitada; en la 
última, las condiciones fueron todavía más escasas, debido al  poco seguimiento que se le dio 
al tema. Si en los 90 se privilegió la apertura en concesiones y un modelo en el cual la inversión 
era baja en las siguientes administraciones, el déficit se aumentó y prolongó, con un rezago de 
casi dos décadas.  

Examinando el estado de las  carreteras, se encuentra que cerca de 6403 Km, se encuentran 
en estado regular o malo, esto  es, cerca de dos terceras partes de la red vial nacional, lo cual 
significa que el país solo cuenta con 1237 kilómetros de su red vial nacional en buen estado; 
mientras que la red cantonal en estado regular o malo asciende a los 26 271 Km. y tan solo 2744 
Km. en buen estado (MOPT, 2010).
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El estado de la infraestructura sigue siendo deficiente y ha mejorado poco en los últimos años:
“Se estima que menos del 12 por ciento de la red de carreteras pavimentadas está en buenas 
condiciones, mientras que el 64 por ciento está en malas o muy malas condiciones. Esto sirve 
para explicar por qué Costa Rica tuvo una puntuación bastante inferior al promedio en un 
estudio sobre la calidad de la infraestructura.” (Banco Mundial, 2009, p. xiii)

El enfoque integral se ha  dejado de lado por distintas razones. La red vial es el sector en 
transporte más desarrollado del país; sin embargo, sus grandes deficiencias han frenado  el 
desarrollo integral del transporte costarricense. En un recuento hecho entre el 2000-2007 se 
determina que: las inversiones se concentran significativamente en carreteras, (90% del 
presupuesto total ejecutado por el MOPT) propiciando un estancamiento de otras obras 
públicas para el desarrollo del país (CGR, 2008). Para demostrar la inadecuada inversión se 
presentan los siguientes gráficos que corresponden al año 2009 y 2010.

Gráficos 2 y 3. Costa Rica: Porcentaje de Inversión en Infraestructura, según tipo de infraestructura 
para los años 2009 y 2010. En adición a esta circunstancia, la inversión total en infraestructura, 
es escasa, más aún cuando lo comparamos con la inversión necesaria estimada por el BID 
para mejorar la competitividad. 

El cuadro 2 muestra las 
necesidades de inversión 
en el sector vial, que 
ascienden a más de 
7.7 miles de millones de 
dólares, mientras que la 
inversión real es apenas de 
106 mil millones de colones.

Gráfico 2 Gráfico 3



59

Carlos Carranza Villalobos
Kimberly Calvo Gómez
Randall Otarola

Las necesidades de inversión en el sector de transportes, superan por mucho la cantidad que 
se está invirtiendo actualmente. El déficit de inversión proviene de la ausencia de seguimiento, 
inversión sostenida de largo plazo y la falta de alternativas coherentes para el sector. De  ahí, la 
magnitud de los faltantes en infraestructura vial y, por consiguiente, el rezago mantenido como 
constante durante la última década (Sánchez, 1997). Es de esta falta de inversión de dónde 
proviene el rezago (BID 2010). 

Según el informe de competitividad del Fondo Monetario internacional, uno de los aspectos 
negativos que  repercute negativamente en la competitividad de Costa Rica, y una de las 
causas del estancamiento con respecto al informe anterior, es la condición actual de su 
infraestructura, especialmente a nivel vial y de puertos (2011).

Costa Rica, que en décadas anteriores hizo avances importantes en materia de extensión de 
la red vial, que colocaron al país en una buena posición a nivel centroamericano, hoy en día, 
se encuentra en un caos generalizado de la infraestructura de transportes, gracias a la falta de 
seguimiento y mantenimiento de las obras realizadas anteriormente. 

“Puede decirse que Costa Rica ha privilegiado el desarrollo en extensión de su red vial, 
posiblemente en el marco de un elogiable criterio social de equidad en la distribución de 
recursos, pero la falta de inversión en  los últimos años,  ha provocado que los estándares de 
dadas las  rutas hayan quedado obsoletos dadas las necesidades actuales.” (BID, 2010).

Al examinar las políticas de largo plazo se revisó la competitividad sistémica en relación 
con la infraestructura en el período 2006-2008. En  infraestructura vial, aeropuertos, puertos, 
ferrocarriles, y se examinó el Consejo Nacional de Obra pública y el Consejo de Nacional de 
Vialidad en otro apartado.

3.2 Infraestructura  aeroportuaria:  Temática con avance limitado

Los aeropuertos son una parte de la infraestructura, para la competitividad, que debe tener un 
país, contando con capacidades en diferentes regiones y de acuerdo con las relaciones con 
diferentes mercados. La gestión pública, debe propiciar la creación de mayores capacidades 
en infraestructura aeroportuaria, como alternativa, para la exportación rápida y oportuna. 
Por lo tanto, con el crecimiento económico, debería existir inversión sostenida en el sistema 
aeroportuario del país. En el caso costarricense, si bien se han hecho esfuerzos en relación 
con su Aeropuerto principal, solo existe, en términos de las  regulaciones internacionales, un 
segundo Aeropuerto, con características mínimas para el manejo del transporte de personas 
y mercancías.  

Si nos remitimos a los tres aeropuertos de mayor capacidad del país, notamos que en estos años 
la inversión no ha respondido a las demandas de los sectores económicos, por lo contrario, 
persiste la oferta de servicios limitados. Al inicio de la gestión del Presidente Arias Sánchez: la 
Ministra Karla González afirmó  que  el programa en este campo era  muy ambicioso, ya  que  
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contemplaba la finalización del Aeropuerto  Juan  Santamaría, la  ampliación del Aeropuerto 
Daniel Odúber  Quirós y la reiniciación de los estudios para  el  moderno  Aeropuerto  de  
Orotina. En términos  de políticas públicas  debe  examinarse,  en qué etapa se encuentra 
cada una de  esta ideas  desde  la  pre formulación  hasta  la implementación (Keith Mackay, 
2007). 

3.2.1 El Aeropuerto Internacional Juan Santamaría: Un aeropuerto urbano con espacio saturado

Este aeropuerto presentó varios problemas en su momento, pues la concesión dada a la 
empresa Alterra trajo problemas de gestión y ejecución de obra, atribuidas por la empresa 
a incumplimientos del gobierno o a financiamiento. La falta de cumplimiento por parte de 
la concesionaria Alterra fue tal, que la CGR, en su momento, tuvo  que aceptar recepciones 
provisionales y parciales de las obras que concesionaron, para no empeorar la situación de la 
capacidad y competitividad del aeropuerto (CGR, 2007).

El 7 de mayo del 2009 dicha entidad emitió una resolución en la cual la empresa Houston 
Airport System Development Corporation (HASDC), sería la encargada de las ampliaciones 
correspondientes del aeropuerto Juan Santamaría. El 21 de julio  de 2009 se iniciaron las obras 
por parte de este nuevo consorcio. Dentro de los acuerdos que emitió la CGR, la empresa tenía 
11 meses para completar un edificio de 90 metros de frente para los puestos de migración y 
cuatro salas de abordaje de la terminal aérea, entre otras obras (Loaisa, 2009).

La terminal se ha mejorado, las remodelaciones e inversiones le dieron mayor capacidad  
y calidad a la recepción y salida de personas y de igual manera, en materia de cargas y 
transporte aéreo (Loaisa, 2009). A pesar de lo anterior, es necesario que se realicen en este 
aeropuerto, obras encaminadas a ligar el Aeropuerto Juan Santamaría con medios alternos 
como el ferrocarril urbano, que era parte de la propuesta de mejoramiento del MOPT, 2006-2010, 
tampoco se han ejecutado  las respectivas obras de circulación  para optimizar los  servicios 
de  este Aeropuerto que está saturado. Se deben reforzar los procesos de expropiación que le 
den mayor cabida y capacidad al aeropuerto. Los esfuerzos por mejorar la competitividad de 
este lugar se están dando, el y en ese sentido, el Juan Santamaría es el tercer mejor aeropuerto 
de América Latina según el ranking de 2010 de  Airport Council International (La Nación, 28 
de mayo, 2011), y gracias a las inversiones realizadas por el nuevo concesionario para ampliar 
la superficie del aeropuerto se consideró el de mayor progreso en la región con otras al año 
anterior. Sin embargo, el crecimiento urbano hace necesario que se efectúen obras para que 
cuente con suficiente espacio para atender aeronaves como el Airbus A340-600 y el Boeing 
747, de lo contrario, será una terminal limitada y perderá competitividad. 

3.2.2 El aeropuerto internacional Daniel Odúber: Un aeropuerto para mayor cobertura

Se  invirtieron $1.1 millones en la ampliación de 1.500 metros cuadrados en la Terminal, que 
incluyen una nueva sala de espera, más espacio para 22 counters y oficinas individuales 
destinadas a las aerolíneas. 
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3.2.3 Aeropuerto de Limón: Un aeropuerto con mínimo nivel

En el año 2000 se le efectuó una acometida subterránea de alto voltaje de iluminación 
principal con un costo de ¢35.0 millones. En el año 2003 se realizó un recarpeteado de la pista. 
Pese a que se tenían planeado en el Plan Estratégico Nacional de 2009 diversas obras de 
recarpeteado para este aeropuerto (MOPT, 2009), no fueron realizadas. El tema del aeropuerto 
de limón requería un esfuerzo mayor para coordinar con los esfuerzos en materia de puertos y 
con el plan de modernización de Limón; sin embargo, no existió complementariedad en dichos 
procesos, que es parte del seguimiento que se le debe dar a este tipo de acciones.

3.2.4 El Aeropuerto en Orotina y en el sur: Temas pensados pero con poca acción

El tema, requiere de mayor respuesta por parte del Estado, de hecho, el nivel del avance que 
debería existir para crear un aeropuerto en Orotina, no ha llevado a mayores concreciones, 
salvo las declaraciones que hizo en su momento el Gobierno de Arias Sánchez. De igual manera 
un aeropuerto de mayor nivel en la zona sur no ha pasado de la declaración gubernamental, 
posiblemente  por falta de estudios de impacto en la zona. El tema aeroportuario si bien se 
retomó no tuvo el nivel de profundidad que requería  para  convertir a Costa Rica  en un país 
con mayor competitividad aeroespacial.

3.3 Infraestructura portuaria 

Los puertos contribuyen a la competitividad sistémica y a fortalecer las cualidades para la 
competitividad si se cuenta con una adecuada gestión, modelo de costos en el manejo 
de cargas, tiempos de descarga, uso de equipo para los puertos y tecnología que permita 
conocer el flujo de mercancías. De hecho, algunos países logran mejorar su capacidad de 
competencia, ya que tienen una política de puertos claramente definida y con avances de 
obra para períodos de 30 a cincuenta años. En el caso de Costa Rica, si bien mantienen algún 
grado de competitividad, no se encuentra, dentro de lo que podríamos llamar, puertos para la 
competencia, mediana o alta, en el plan internacional. Entre los puertos importantes para el 
comercio exterior, se encuentran los siguientes:

3.3.1  Puertos del Pacífico

• Puerto Caldera: Un puerto en mejoramiento
En agosto del 2006 se concesionó el Puerto de Caldera y se adjudicó a las empresas Sociedad 
Portuaria Caldera S.A y Sociedad Portuaria Granelera S.A, La primera es la responsable de la 
administración del servicio público del puerto y de las inversiones en equipo, y la segunda de 
realizar la construcción de la Terminal de Granos con una inversión de $24.5 millones. La Sociedad 
Portuaria Granelera S.A. tenía bajo su responsabilidad la construcción de un muelle, que todavía 
no ha realizado  (MOPT, 2009).  En más de 25 años, las únicas inversiones apreciables de Puerto 
Caldera son la ampliación del rompeolas y la adquisición de una grúa porta contenedores. En 
el caso de Caldera, se hicieron esfuerzos importantes pero posiblemente pasó lo mismo que en 
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el Aeropuerto Juan Santamaría, que los avances no se dan a un ritmo adecuado para mejorar 
las condiciones de competitividad.

• Puerto Golfito: Un puerto estancado
El Puerto de Golfito posee todas las características de un puerto comercial. Se construyó para 
la exportación de banano. En esa época, contaba con excelentes instalaciones, sin embargo, 
como muchas otras obras de infraestructura costarricense, la falta de inversión lo ha colocado 
en un puesto de rezago con respecto a los otros puertos. 

“Sus  actividades se han  reducido a un mínimo. No obstante atracan algunos embarques 
esporádicos que  trasbordan aceite de palma y fertilizantes con lo cual se cubren los gastos fijos 
de personal  permanente. Los embarques previstos para los derivados de la madera no se han  
realizado debido al desarrollo del mercado de ese producto y a la consecuente no explotación 
de las áreas previstas para ese producto. Golfito posee su propia  administración, un servicio de 
pilotaje privado y una tarifa para la utilización de las  instalaciones para el trasbordo de carga.” 
(ARESEP, 2010, p.14)

En el caso de Golfito, al ser de uso ocasional no cuenta con las condiciones  para hacer  un 
puerto moderno. Por el contrario, su estancamiento no permite un mejor uso, no cumpliéndose 
con las políticas fijadas durante este período, por el Gobierno. 

3.3.2 Puertos del Atlántico

• Puerto Limón: Un puerto con posibilidades
A pesar de la falta de atención que sufre este puerto, al igual que los otros, Limón es uno de 
los puertos más importantes del país. En  1999 se recibían 1095 buques por año con un tonelaje 
de 2014 mil toneladas métricas por buque, eso es aproximadamente la mitad de la totalidad 
de buques que se reciben en todo el país (ARESEP, 2010). En 2010 se recibieron 2365 buques. 
(JAPDEVA, 2011)

En la administración Arias se trató de acelerar en dos sentidos: el primero, dar el puerto de Moín 
en concesión y paralelamente, desarrollar el proyecto Limón, ciudad- puerto aprobado por 
del Banco Mundial, con una inversión de 72,5 millones de dólares para financiar la revitalización 
de la ciudad de Limón y apoyar la modernización de su puerto.

El Proyecto Limón Ciudad Puerto, el cual tiene como propósito convertir a la Ciudad de Limón en 
un centro de desarrollo regional orientado a incrementar la competitividad del puerto (Turistas 
y Carga General) y mejorar la calidad de vida de los habitantes de la zona Atlántica del país.   
En más de 25 años, las únicas modificaciones apreciables es la construcción de la terminal de 
cruceros y la granelera.  El proyecto se ejecutará con un préstamo de aproximadamente $70.0 
millones del Banco Mundial. Queda pendiente el proceso de  concesión del Puerto de Limón-
Moín, con el propósito de lograr mayor eficiencia y competitividad de las operaciones que 
se desarrollan en ese puerto. El Proyecto Limón Ciudad Puerto no solamente incurrió en una 
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deficiencia técnica, sino que implicaba enfrentar un conflicto creciente con el sindicalismo 
que domina en  JAPDEVA. Posiblemente, la medida más importante para el Gobierno, era la 
concesión de obra pública, razón por la cual las obras de Limón Ciudad Puerto estuvieran en 
segundo lugar.

 3.4 Infraestructura ferrocarrilera: Un agotamiento de obra para la competitividad

Costa Rica es el país centroamericano con mayor extensión de la red vial,1 (MOPT, 2010); a pesar 
de lo anterior, presenta grandes retos en materia de ferrocarriles. En particular, la red ferroviaria 
cuenta con 584 km, los cuáles no se encuentran en condiciones óptimas, debido a que por 
falta de mantenimiento adecuado, la red ferroviaria sufrió un serio rezago que llevó al cese del 
servicio de pasajeros y carga en junio de 1996, paralizándose, casi por un decenio. El abandono 
del sistema ferrocarrilero, hizo que muchas rutas se fueran abandonando paulatinamente, sin 
políticas en ésta área, de INCOFER.

En materia ferroviaria, el país está ejecutando muy lentamente el  Proyecto de Tren Urbano 
desarrollado por el INCOFER, con una ruta desde Pavas hasta San Pedro, y además,  se  
rehabilitó  la vía férrea entre San José y Heredia. En el plan estratégico 2009-2010 se planteó 
como una de las metas, la construcción del ferrocarril interurbano, con el fin de agilizar los 
viajes interprovinciales de pasajeros entre Cartago, Heredia, Alajuela y San José. Sin embargo,  
aún no se han hecho los ajustes necesarios para que dicha meta sea realizada en un futuro 
cercano. Actualmente,  se ha habilitado en forma parcial este servicio, pero el transporte 
ferroviario no se está explotando de manera que se aprovechen al máximo las ventajas de 
este medio de locomoción. Desde 1994 hasta 2001 no existió ningún cambio en la extensión 
ferroviaria del país, en 2002 se ampliaron tan solo dos kilómetros en el ferrocarril al Atlántico, 
mientras que la red ferroviaria del pacífico continuó sin ninguna modificación en su longitud 
(MOPT, 2010).

Durante  casi una década, la red ferroviaria costarricense no sufrió ningún cambio apreciable 
en su extensión, en gran parte de este período estuvo deshabilitada, pero incluso en los años 
previos a su cierre, las modificaciones y mejoras en este aspecto ya eran imperceptibles. La falta 
de inversión en infraestructura anteriormente mencionada, se hace especialmente notable en 
el caso del ferrocarril, que sufre de un abandono progresivo.

“Se puede notar la disparidad entre medios de transporte complementarios como son las 
carreteras y el ferrocarril, así por ejemplo mientras que el primero ha absorbido como mínimo 
el 74,8% de las inversiones, en el desarrollo del ferrocarril se ha invertido como máximo un 0,8%. 
Esta disparidad se repite si se comparan los datos con los otros medios de transporte.” (CGR, 
2008)

1. Cuenta con 36 636.9 km de carreteras y caminos, de los cuales 7.622.9 kilómetros corresponden a la 
red vial nacional, competencia del Consejo Nacional de Vialidad (21% de la red total) y se agrupan en 
caminos de asfalto y concreto 63%, y lastre y tierra 37%. Los restantes 29.014.0 kilómetros constituyen la red 
vial cantonal, que representa el 79% de la red total del país, de la cual el 15% se encuentra asfaltada y 85% 
en lastre (MOPT, 2010).
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En el plan Estratégico del MOPT 2006-2010 se planeaba a futuro la creación de un ferrocarril 
interurbano, que será un tren rápido de pasajeros a nivel regional entre las provincias de 
Cartago, Heredia, Alajuela y San José. Los esfuerzos que se han hecho para la reactivación 
del ferrocarril sin duda son un paso importante  para el avance en materia de infraestructura 
vial, sin embargo, es necesario modernizarlo  para que se hagan adelantos importantes en la 
materia y aumentar la capacidad de transporte de carga, ya que por este medio, la  carga 
transportada por el ferrocarril sigue siendo mínima, 220 200 toneladas en 2009 (MOPT, 2010)

4. Dos instancias fundamentales de infraestructura vial: Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI) 
y Consejo Nacional de Concesiones (CNC)

El modelo del MOPT como ministerio centralizado, se desplazó paulatinamente, hacia un 
modelo de concesiones en distintos campos.

La ley 7404 de Concesión de obra Pública define las concesiones como:
“(…) es el instituto jurídico de derecho público mediante el cual el Estado encarga a una 
persona la ejecución de una obra y le transmite, temporalmente, los poderes jurídicos necesarios 
para que la explote, por medio del pago de una contraprestación o tarifa que abonarán los 
usuarios, con la autorización, control y vigilancia de la administración, pero por cuenta y riesgo 
del concesionario.”

La política del MOPT  se ha basado en el modelo de concesión en dos sentidos, en obra pública 
y en la construcción por terceros de la obra correspondiente. Los consejos encargados de esta 
área, son COSEVI Y CONAVI.

4.1  Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI): Órgano decisor y ejecutor

En términos legales el órgano rector en materia de infraestructura de transportes es el MOPT, 
pero en términos reales por el desmantelamiento progresivo de su estructura central, se ha 
dado un traslado o desplazamiento de la rectoría real del MOPT hacia el CONAVI en lo que se 
refiere a infraestructura vial, convirtiéndose en el organismo de decisión real. 

El ámbito de acción del CONAVI se circunscribe a la Red Vial Nacional, la cual está constituida 
por 7.430 kilómetros, de los cuales 60% corresponde a rutas pavimentadas, 39% a rutas en lastre 
y 1% a caminos en tierra. La Red Vial Nacional es el 20% de la red total, ya que la Red Cantonal 
es de 28.500 kilómetros.

La gestión del CONAVI, desde su creación, no ha sido ágil y oportuna por la falta de recursos, 
y ni una administración eficiente y eficaz en el cumplimiento de sus objetivos y metas. Lo 
anterior se evidencia en el Informe DFOE-OP-21-2008 (CGR, 2008), que evaluó la capacidad 
administrativa, técnica y tecnológica del CONAVI en el logro de sus objetivos de creación y su 
contribución al proceso de desarrollo de las infraestructuras del transporte. 
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En dicho análisis  se determinó que la programación de obras de los años del 2006 al 2008 
no obedece a un enfoque estratégico, debido a la poca efectividad en el cumplimiento 
de objetivos, provocando que en  la ejecución presupuestaria, del periodo evaluado, se 
diera una sub-ejecución promedio del 25% (CONAVI, 2006-2008), lo que se traduce en un 
desaprovechamiento de los recursos disponibles.  Se demuestra entonces, que la falta de 
programación está ligada a la falta del llamado del sistema de planificación, ya que la 
programación es una tarea operativa del Plan Nacional de Desarrollo (Meoño, 2009), lo que 
demuestra las limitaciones en este campo. Si tomamos como indicador básico que es el nivel 
presupuestado comparado con el nivel ejecutado, encontramos que:  de los ¢104.392,1 millones 
presupuestados para el año 2007, se ejecutaron ¢83.866,4 millones (80,3%), de los que ¢82.356,8 
millones (98,2%) corresponden a conservación y construcción de obras. Desaprovechando el 
60% más de los recursos con que contó aproximadamente con respecto al año 2006 (CONAVI, 
2007)

Este desaprovechamiento se debe a la falta de capacidad organizativa y de operación para 
lograr la ejecución de la totalidad de los recursos presupuestados, bajo la observancia de 
adecuadas prácticas que propiciaran grados satisfactorios de eficiencia, eficacia y economía. 
Definitivamente, no se han hecho los ajustes necesarios para la optimización del presupuesto 
nacional. Esta ineficacia ocasionó el engrosamiento del superávit del CONAVI en el 2007, 
ascendiendo a ¢8.268,2 millones.

Las opciones para el desarrollo nacional están directamente vinculadas con una correcta gestión 
de la infraestructura vial; esta requiere inversión, planificación, seguimiento y evaluaciones 
periódicas. La duda razonable está referida hacia si se están ejerciendo las políticas oportunas, 
la planificación adecuada y la evaluación continua, que no pareciera ser el norte del sistema 
de transportes de obras públicas nacionales actual. Existe un desfase entre las definiciones 
macro globales, definidas en el Plan Nacional de Desarrollo y los propósitos del Presidente. 

4.2 Concejo Nacional de Concesiones (CNC): Un modelo  híbrido, sin regulación adecuada 
para la competitividad

Desde la óptica normativa, esta modalidad contractual fue introducida en nuestro ordenamiento 
con la Ley General de Concesión de Obra Pública, Ley Nº 7329 del 19 de febrero de 1993, 
que fue sustituida en el corto plazo por la Ley General de Concesión de Obra Pública, Ley Nº 
7404 del 3 de mayo de 1994, la cual a su vez fue sucedida por la Ley General de Concesión 
de Obras Públicas con Servicios Públicos, Nº 7762 del 14 de abril de 1998, que constituye el 
marco normativo vigente y con base en el cual se han desarrollado la mayoría de las iniciativas 
en la materia. Como enfatizamos en el comienzo de este trabajo, el crear competitividad 
sistemática es un elemento fundamental para el sector transportes e infraestructura vial. De 
hecho, se deben hacer esfuerzos para que las políticas públicas se orienten hacia el sector, en 
el sentido de la competitividad, en  concordancia con las necesidades sociales y en relación 
directa con los  agentes económicos. Entre las políticas públicas  que deben tener un papel 
vital se encuentra el tema de la concesión  de obras públicas como actividad encaminada 
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a mejorar y construir obras de primer nivel  con rentabilidad para los  operadores de  la obra.  
Consustancialmente,  las regulaciones de la  rectoría y de los órganos  correspondientes deben 
aumentar para el logro de dichos fines. (Hidalgo, 2008)

El Consejo Nacional de Concesiones (CNC) tiene la misión de materializar el potencial de la 
concesión de obra pública para construir obras en transportes, con financiamiento privado. 
Ante el déficit que ha habido de infraestructura, las concesiones han representado una 
alternativa frente a las incapacidades del Estado para cumplir sus funciones en lo relativo a  
obras públicas.

En cuanto a proyectos viales, éstos se enfrentan con problemas jurídicos, financieros y técnicos, 
cuya superación ha sido compleja. Sin embargo, es factible mencionar que los temas de 
expropiaciones, dificultades del contratista para conseguir el financiamiento del proyecto y 
la pérdida de actualidad de los términos de ofertados, son los de mayor relevancia, que se 
alimentan entre sí. (CGR, 2007).

El CNC, desde su fundación, no ha logrado la gestión eficiente y eficaz en el ámbito de las 
concesiones; ejemplo de ello es que después de diez años un proyecto vial como es la carretera 
San José-Caldera. La CGR, sin embargo, considera que la construcción de la Ruta San José 
–Caldera, tiene un nivel satisfactorio de cumplimiento (Memoria Anual 2009), esto, a pesar de 
los múltiples comunicados de LANAMME de  los múltiples riesgos de derrumbe y otros peligros 
de la carretera una vez finalizada (López, 31 de mayo, 2010).

Las concesiones son una alternativa para cualquier país, ya que le permite alcanzar mayores 
niveles en obras públicas reforzando la inversión pública para acelerar el crecimiento y la 
competitividad. Lo que parece necesario, es mejorar las regulaciones a los concesionarios 
para que en el caso de incumplimientos crónicos, contemos con mecanismos que cubran la 
legalidad del país y puedan sentar precedentes en la administración de las obras y del marco 
legal en que se amparan (Vinocur, 2008)

5. Balance de la gestión en infraestructura

5.1 Balance de la Infraestructura de Transportes

En la gestión de Infraestructura Vial, Costa Rica, que hace cuatro décadas contaba con una 
de las redes viales más desarrolladas de América Latina, se encuentra hoy en una posición muy 
desventajosa por el deterioro y la falta de inversión, a pesar de que aproximadamente el 90% 
del presupuesto total del MOPT se destina a la red vial; este monto no es suficiente para crear 
condiciones de competitividad en infraestructura vial. 

En infraestructura aeroportuaria se han hecho avances, principalmente en lo que respecta 
al Aeropuerto Internacional Juan Santamaría. Sin embargo, los demás aeropuertos sufren un 
grave rezago. En infraestructura portuaria, tanto el Proyecto Limón Ciudad Puerto como el 
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estado de los otros puertos, siguen sin avance real. La Infraestructura Ferrocarrilera es sin duda el 
factor con mayor rezago de toda la infraestructura nacional, no se están efectuando esfuerzos 
adecuados para lograr la necesaria  interconexión  entre ferrocarriles, ni la complementariedad 
entre diferentes niveles de infraestructura, para crear niveles de competencia, en este punto, 
compartimos la visión del BID, que apunta:

“El desequilibrio en la composición de la red de transporte de América Latina y el Caribe es 
el producto no sólo de la falta de inversión en infraestructura en vías férreas y navegables, 
sino también de un déficit pronunciado de la interconexión entre ferrocarril y puertos. Con 
la excepción de unas pocas terminales especializadas, la mayoría de los puertos no están 
suficientemente conectados con las líneas de ferrocarril.” (BID, 28 de mayo, 2010, pág 13)

5.2 ¿Porque no hay competitividad Sistemática?

Para la infraestructura de transportes, se ha evidenciado  el tipo de  gestión en los últimos 
años. Hemos enfatizado que dicha gestión no corresponde a los requerimientos del país  y  
a la competitividad sistémica (Sánchez, 1997). La gestión institucional  de todos los órganos 
correspondientes no ha logrado ejecutar procedimientos de control, que permitan verificar el 
cumplimiento de las funciones encomendadas, ya sea a instituciones públicas o concesionarios 
privados.

Es necesario prestar mayor atención a los procesos de planificación (especialmente en el CNC) 
contratación administrativa y ejecución presupuestaria, a efecto de alcanzar los objetivos y 
metas propuestas estipuladas en los Programas Operativos Institucionales del MOPT y el Plan 
de Desarrollo.  Hay que fortalecer los insumos necesarios que ayuden integralmente a la 
movilización de personas y productos en el país, dejando de lado el rezago, específicamente 
en cuanto al estado de las carreteras y los puertos (La Nación, 6 de marzo, 2008).

Actualmente, los órganos del MOPT toman las decisiones sin visión de largo plazo, más  bien 
enfocándose en la solucion de los problemas del día a día, y no los que llevan décadas 
acumulándose. Tal es el caso de la infraestructura vial, cuyo rezago acumulado ha llegado 
a ser tan amplio que en estos momentos, la escasa inversión en infraestructura de transportes 
está en un 90% destinada a resolver parcialmente y a corto plazo los inconvenientes del pésimo 
estado de la red vial nacional y cantonal, frenando así el desarrollo de las otras áreas. Se debe 
ver la complementariedad que se han de tener entre los distintos niveles, llámese infraestructura 
vial, aeroportuaria, ferroraviaria y portuaria, para cumplir con los objetivos del  Plan Nacional 
de Desarrollo, dentro de un esfuerzo multi-integrado de competitividad sistémica.

El Ministerio de Obras Públicas y Transportes, conceptualmente, fue concebido para desarrollar 
un sistema nacional de transporte que coordinara, integrara y condujera a las instituciones 
cuyas funciones se ubican dentro de las distintas áreas de transporte, funciones que no ha 
logrado desempeñar exitosamente en el marco de promoción de la competitividad sistémica, 
algunas áreas han sido completamente descuidadas.
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5.3   La  nueva Institucionalidad no contribuye  a  la  competitividad  sistemática

Existe sin duda un desmantelamiento de la institucionalidad y ausencia de un mecanismo 
adecuado para regular las obras y la inversión en infraestructura.

El desmantelamiento excesivo del MOPT ha llevado a utilizar únicamente el modelo de 
construcción de obra pública con terceros, donde la regulación, la calidad de la obra y 
el tipo de materiales no han cumplido los requisitos previstos, sobre todo, porque la misma 
desarticulación del MOPT no permite crear condiciones de control y planificación adecuadas. 
Esto se expresa en los informes de LANAMME y, en otros momentos, de la CGR. (2007)

“Para construir obra carretera con buena calidad y durabilidad, no basta  simplemente con 
poseer y usar maquinarias pesadas para labores viales; es necesario que la empresa o la 
institución, desarrolle y ejecute planes de gestión de calidad para cada proyecto vial y que 
mejore continuamente sus procesos de trabajo.” (LANAMME, enero, 2011)

En particular, en la concesión de la ruta 27 (carretera a Caldera), LANAMME  ha revelado la 
mala calidad de los materiales usados por la concesionaria y sus consecuencias en dicha obra 
diferentes informes (PITRA- 02,03, 04, 05, 06 del 2010). De la misma manera, la CGR también 
se ha pronunciado en lo relativo a las debilidades del CNC con respecto a la gestión de las 
concesiones.  

En resumen, existe un híbrido institucional demasiado disfuncional y asistemático, con falta 
de evaluación de la política de infraestructura. En la parte vial se da énfasis al  modelo de 
concesión y existe un gran rezago de puertos y aeropuertos, con un abandono relativo del 
ferrocarril. 

Costa Rica debería pensar en cómo reestructurar el modelo organizativo que permita 
la construcción de obras y megaproyectos que aceleren la competitividad y fortalezca la 
reactivación de la economía basada en la competencia plena entre los agentes económicos 
que son la base para propiciar una apertura económica. Para el logro, de la competitividad 
sistemática, se requiere coordinación,  estrategias claras y obras que propicien el desarrollo
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Modernización del Sistema de 
Gestión de Recursos Humanos: 

Asumiendo el desafío; impulsando 
nuevos enfoques de gestión.

Mag. Maricela Tapia Gutiérrez
Subdirectora  General de Servicio Civil, Costa Rica

Sumario

El presente artículo fue presentado en el marco del XVI Congreso CLAD-2011. El artículo 191 
de la Constitución Política dispone: “Un estatuto de servicio civil regulará las relaciones entre el 
Estado y los servidores públicos con el propósito de garantizar la eficiencia de la administración”. 
Responsabilidad conferida a la Dirección General de Servicio Civil (DGSC), órgano rector de 
las instituciones del Gobierno Central en la materia, adscrito a la Presidencia de la República. 
La DGSC consciente de que la modernización del Estado, impone la necesidad de combinar 
la tecnología con esquemas más eficientes de trabajo, que aprovechen los recursos y 
mejoren la calidad de los servicios, y considerando el resultado del informe Barómetro de 
la Profesionalización de los Servicios Civiles de Centroamérica y República Dominicana, ha 
detectado procesos y orientaciones de mejora en su sistema. Esta realidad nacional interpela 
a la adopción y creación de nuevos instrumentos y procesos de trabajo en busca del 
funcionamiento efectivo del sistema de gestión del empleo público,  que se detallan a lo largo 
de esta presentación. 

Palabras clave

Servicio Civil, Dirección General de Servicio Civil, gestión del empleo público, calidad en los 
servicios.

Abstract

This paper was presented at the XVI Congress of CLAD-2011. The 191 Article of Political Constitution 
of Costa Rica provides: “A civil service statute regulates the relationship between state and civil 
servants in order to ensure an efficient administration.” This responsibility was vested in the Civil 
Service Department (DGSC), governing superior body of Central Government institutions in the 
field, under the authority of the Presidency of the Republic. 

The DGSC recognizing that the modernization of the State, imposes the need to combine 
technology with more efficient schemes of work, that allows to take advantage of resources and 
improve the quality of services, and considering the outcome of the Barometer Professionalization 
of Central America and the Dominican Republic Civil Service’s report, has detected processes 
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and guidelines for improvement in its system. This national reality challenges to the adoption 
and development of new tools and work processes in search of effective functioning of the 
management system of public employment, which is detailed throughout this presentation.

Keywords

Civil Service, Department of Civil Service, management of public employment, quality of 
services.
 

De una forma visionaria nobles ciudadanos  de nuestro país, elevaron a rango constitucional en 
el siglo pasado el tema del Servicio Civil, es así como el artículo 191 de la Constitución Política 
dispone que “Un estatuto de servicio civil regulará las relaciones entre el Estado y los servidores 
públicos con el propósito de garantizar la eficiencia de la administración”.  Esta importante 
responsabilidad fue conferida a la Dirección General de Servicio Civil (DGSC), órgano rector de 
las instituciones del Gobierno Central en la materia, adscrito a la Presidencia de la República.

Como pilar fundamental de la democracia y la institucionalidad de nuestro país, la Dirección 
General de Servicio Civil  ha contribuido, desde su creación, al logro de una Administración 
Pública ordenada y equilibrada, a través de la aplicación de técnicas, principios y políticas 
uniformes en gestión de recursos humanos, disponiendo de esta forma de un régimen que 
incentiva la carrera del funcionario público, dándole estabilidad y protección a sus derechos, 
con el único objetivo de superar la arbitrariedad, impericia y favoritismo que prevalecían antes 
de su creación.  

Es claro, sin embargo, que la función de las Oficinas de Servicio Civil, debe encausarse a 
las necesidades que las sociedades requieren para alcanzar su desarrollo económico y 
social, por medio de mecanismos y herramientas que favorezcan la innovación y el cambio 
rápido y profundo hacía la transformación en un Estado moderno y eficiente. Para Arguedas 
Herrera (2011:9) esta realidad implica “…que en lo que administración pública respecta, 
tradicionalmente su actuación se ha basado en el cumplimiento de la legalidad como único 
valor supremo, mientras que hoy preocupa igualmente la eficacia de la acción administrativa 
y se orientan las políticas a obtener mejores resultados”

Dentro de este contexto, se impone la necesidad de combinar la tecnología con esquemas 
más eficientes de trabajo, que aprovechen los recursos y mejoren la calidad de los servicios, 
que en un corto y mediano plazo involucren un cambio fundamental en la forma de gestionar 
la administración de las personas, trasformando el tradicional papel  de formulador y vigilante 
de políticas, al de un socio estratégico, con servicios que contribuyan a impulsar y dar soporte 
a la estrategia institucional y a una modernización de sus procesos. Premisa que se apoya 
fundamentalmente en los resultados del Barómetro de la Profesionalización de los Servicios 
Civiles de Centroamérica y República Dominicana 2006,  2009 y 2012.
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En ambos informes si bien Costa Rica sigue manteniendo características que la definen como 
un modelo a seguir en la Región, en especial por las acciones de preservación del principio 
del mérito, igualdad en el acceso y la existencia de una institucionalidad del Servicio Civil 
que actualmente busca generar un modelo integrado de gestión de los recursos humanos, 
aún sopesando limitaciones presupuestarias y una cultura organizacional que imprime largos 
tiempos a los procesos de cambio, si se evidencian subsistemas que presentan mayor debilidad, 
situación que se plasma básicamente en el informe del 2006 y se repite aún en el 2009 con los 
subsistemas de gestión del rendimiento y Gestión del Desarrollo.

En Gestión del Rendimiento, el estudio practicado destaca una resistencia cultural a 
implementar efectivamente los sistemas de evaluación, pese a que el Estatuto de Servicio 
Civil y su Reglamento permite a las instituciones tener su propio sistema (según se verá más 
adelante), por lo tanto se recurre en forma limitada a esta posibilidad. 

Lo anterior, a opinión de las consultoras, desacredita los métodos de evaluación y a la hora 
de aplicarlos se tiende a calificar benévolamente, limitando el desarrollo de una cultura de 
retroalimentación y gestión de resultados. 

Por su parte, el subproceso del  Gestión del Desarrollo, también evidenció una baja puntuación 
debido a la escasa frecuencia de realización de concursos internos y ascensos en la carrera. 
El segundo aspecto de este subsistema está vinculado al tema de capacitación, área para 
la cual, no se ha dispuesto en los últimos años de los recursos económicos establecidos para 
el Fondo de Formación Permanente de Funcionarios Públicos y no se ha logrado integrar 
plenamente a la gestión del rendimiento. 

A partir de lo reseñado, es notorio para Iacoviello, M. y Zuvanic, L. (2006:221), que el Servicio 
Civil de Costa Rica  “…requiere de modificaciones sustanciales que armonicen en mejor forma 
los intereses de los actores del sistema y se adapten a las tendencias de una moderna gestión 
de organizaciones públicas”. Pues es así que “…Dependiendo de la comprensión y madurez 
de los actores en circunstancias específicas, pueden darse espacios para avances técnicos y 
progresivos mientras que en otras pueden darse avances estratégicos”.

Considerando lo anterior, la Dirección General de Servicio Civil ha detectado procesos y 
orientaciones de mejora en su sistema que interpelan a la adopción y creación de nuevos 
instrumentos y procesos de trabajo, cuya implementación y práctica se citan a continuación:

1. Mejora y estandarización de procesos, articulando la participación de sus instituciones en 
las actividades de promoción de la calidad, a fin de generar una cultura de mejoramiento 
continuo en la prestación de servicios.

2. Fortalecimiento de la carrera administrativa con la emisión de normas claras para su efectiva 
aplicación. 
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3. Modificación de estructuras ocupacionales y salariales que incluye el diseño de nuevas 
clases y el reconocimiento económico respectivo. 

4. Nuevos métodos de reclutamiento y selección (Reclutamiento en línea), 

5. Enfoques modernos en la capacitación, por medio del aprendizaje E-learning en las 
instituciones cubiertas por el Régimen de Servicio Civil, 

6. Sistemas de evaluación del desempeño ligados con el Plan Estratégico Institucional y el Plan 
Nacional de Desarrollo 

7. Integración de las TICs, para un desarrollo de la modernización de los Sistemas de Gestión de 
Recursos Humanos

8. Desconcentración, modernización y competitividad del empleo público por medio de la 
emisión de una plataforma normativa. 

La puesta en práctica de dichos mecanismos o procesos de mejora han evidenciado resultados 
importantes tanto a lo interno de la institución como fuera de ella, siendo las Oficinas de Gestión 
Institucional de Recursos Humanos y ciudadanos en general, los principales beneficiados. A 
continuación se expone brevemente, los principales logros alcanzados:

1. Mejora y estandarización de procesos, articulando la participación de sus instituciones en 
las actividades de promoción de la calidad, a fin de generar una cultura de mejoramiento 
continuo en la prestación de servicios.

En general, en las instituciones del Estado, los servicios públicos son prestados por personas, por 
consiguiente el talento humano es esencial para gestionar un servicio de calidad.

Camarasa Casterá (2004:12), interpela cuatro razones principales, que apoyan esta premisa:

1. Los Recursos Humanos de una institución conocen los problemas, pueden aportar  con mayor 
facilidad las mejores soluciones.
2. Conocen las expectativas razonables de los clientes y su grado de satisfacción.
3. Ellos son el servicio y por tanto los directos responsables de su imagen. Representan la imagen 
de la organización.
4. Hacen posible el éxito de las organizaciones.

En esta línea de pensamiento, las administraciones públicas requieren de estrategias de cambio 
y mejora de la calidad de los servicios públicos que prestan, simplificando procedimientos, 
trámites y protocolos, facilitando el acceso, descentralizando y acercando los servicios a los 
ciudadanos y usuarios en general.
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Asimismo en la Carta Iberoamericana de Calidad en la Gestión Pública, se establece que 
la calidad constituye una cultura transformadora, que impulsa a la Administración Pública 
a su mejora permanente, para satisfacer cabalmente las necesidades y expectativas de la 
ciudadanía con justicia, equidad, objetividad y eficiencia en el uso de los recursos públicos.

Por su parte Francisco Longo (2004:13), citando a Evan Berman (1998:272), identifica la 
productividad con el incremento de la efectividad y eficiencia en el uso de los recursos para 
producir resultados. Parece claro que éste, y no otro, ha sido el principal desafío afrontado por 
las organizaciones del sector público en las dos últimas décadas.

1.1. Implementación de un Sistema de Calidad en la Dirección General de Servicio Civil 

Hablar de calidad y competitividad en el servicio público hoy en día, implica estar a la 
vanguardia, y en este sentido la Dirección General de Servicio Civil incorporó dentro de su 
estrategia la implementación del Sistema de Calidad, con miras a la certificación internacional 
bajo la norma de Calidad ISO 9001:2008 que implica entre otros aspectos:

• Una estandarización de los instructivos y formularios
• Capacitación a todos los funcionarios de la institución en la definición y alcances de la 
certificación Internacional bajo la norma de calidad ISO 9001-2008
• Control de la documentación de los registros y formularios del sistema 
 
Asimismo, como parte del proceso de implementación del Sistema de Calidad bajo la norma 
de calidad  ISO 9001:2008, la Dirección General de Servicio Civil definió para este cuatrienio 
2011-2014 su política de calidad:

“El equipo humano de la DGSC asume el compromiso de brindar servicios de manera efectiva, 
que cumplan con la mejora continua y los requisitos establecidos en el Sistema de Gestión de 
la Calidad”. (14-05-2012)

La definición de nuestra política de calidad, además de constituir un elemento relevante dentro 
del proceso de certificación internacional, viene a representar una herramienta importante 
para visualizar con más exactitud el rumbo que debe tomar nuestra institución.

1.2. Premio Nacional a la Calidad

Como fruto del trabajo desarrollado por un comité técnico conformado por funcionarios de la 
Dirección General de Servicio Civil y el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica 
(MIDEPLAN), el día 14 de diciembre del 2010, en el Teatro Nacional y con la presencia de la 
señora Presidenta de la República –Laura Chinchilla Miranda- se hizo la primera entrega del 
Premio Nacional a la Calidad y el Reconocimiento a Prácticas Promisorias en la Gestión Pública.
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Este premio fue creado mediante la firma del Decreto Ejecutivo No. 35925-MP-PLAN, es 
el máximo reconocimiento que entrega el Estado a las organizaciones que demuestren 
desempeños sobresalientes en la implementación de modelos de gestión ejemplares.  Su 
objetivo es estimular la adopción de prácticas excelentes en el Sector Público, convirtiendo las 
instituciones ganadoras en modelos para promover o emular sistemas de gestión institucional.

Dentro de  sus principales objetivos están:

a) Promover la gestión integral de la calidad y la mejora de los servicios que ofrecen a los 
ciudadanos las organizaciones públicas costarricenses.

b) Propiciar una cultura de autoevaluación como un instrumento para el desarrollo de 
organizaciones públicas, focalizadas hacia el logro de resultados y la satisfacción de las 
expectativas y necesidades de los ciudadanos.

c) Promover la motivación y el crecimiento de las personas, a través de su participación en 
proyectos para elevar la calidad de la gestión y el servicio ciudadano.

d) Reconocer y destacar iniciativas cuyos resultados sean relevantes en un proceso de mejora 
de la calidad en la gestión pública.

e) Reconocer públicamente a las organizaciones postulantes, que demuestren haber 
implementado exitosamente el  Modelo de Excelencia en la Gestión (MEG).

2. Fortalecimiento de la carrera administrativa con la emisión de normas claras para su efectiva 
aplicación. 

El objetivo de la Planificación de los Recursos Humanos es facilitar la disponibilidad de las 
personas que la institución necesita, en el momento oportuno y al menor costo. Se trata del 
subsistema que facilita la coherencia estratégica de las diferentes políticas y prácticas de la 
gestión de recursos humanos, conectando éstas con las prioridades de la organización. Longo 
(117:2004)

Es por ello que el fortalecimiento y desarrollo de la Carrera Administrativa en el Régimen de 
Servicio Civil constituye un pilar fundamental que promueve principios de justicia, equidad y 
mérito en el esquema estatutario que protege a las servidoras y servidores en el Sistema de 
Empleo Público del Poder Central de la República.

Nuestra experiencia indica, que en no pocas ocasiones, la administración ha acudido a la 
opción de llenar las plazas vacantes de clases no iniciales por medio del concurso externo 
por oposición, siendo que hasta un 80% de los participantes en los concursos externos que 
administra la DGSC, cuando se trata de clases no iniciales, son funcionarios que ya están 
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laborando en una institución cubierta por el Régimen de Servicio Civil,  que ante la falta de 
oportunidad que le brinda su propia institución, se ven obligados a concursar externamente, 
situación precisamente evidenciada por el Barómetro de la Profesionalización de los Servicios 
Civiles de Centroamérica y República Dominicana, 2006 y 2009.

Esta misma preocupación la externa la Contraloría General de la República cuando en su 
informe DFOE-PGAA-04-2009 “Sobre la función de rectoría en materia de empleo público y la 
gestión de competencias de la Dirección General de Servicio Civil” dispone de un apartado 
dedicado a este tema, denominado “Inobservancia por parte de las Oficinas de Recursos 
Humanos de la normativa sobre ascensos y concursos internos”, en el que  manifiesta lo siguiente:

“En este sentido, las oficinas de recursos humanos no están promoviendo suficientemente los 
concursos internos y ascensos directos como alternativa para cubrir las vacantes existentes, 
de forma que se limita la promoción de la carrera administrativa, lo que está obligando a 
funcionarios de esas instituciones a participar en los concursos externos que desarrolla la 
Dirección General de Servicio Civil, suscitando un incremento significativo en la afluencia de 
participantes a estos últimos y en los pedimentos de personal que deben ser atendidos por 
esa Dirección, generando con eso un aumento en la elaboración y preparación de nóminas; 
además del traslado a la DGSC de obligaciones que corresponden a las oficinas de recursos 
humanos.  Promover la carrera administrativa permitiría que las vacantes sean resueltas 
oportunamente y que el trámite de pedimentos de personal solo se efectúe cuando resulte 
absolutamente necesario”.

En el contexto descrito se emite la resolución DG-144-2009 con la cual se promulga que las 
Oficinas de Gestión Institucional de Recursos Humanos bajo el ámbito del Estatuto de Servicio 
Civil, deberán realizar en un plazo máximo de seis meses contados a partir de la publicación de 
esa resolución, los concursos internos y los concursos internos ampliados que sean necesarios, a 
fin de disponer, de un registro de elegibles vigente para todas las clases de puesto que operan 
en su institución, en el entendido de que ante un puesto vacante, una vez constituidos estos 
registros, se considere las siguientes opciones: ascenso directo (según lo establecido en el 
artículo 33 del Estatuto de Servicio Civil y 20 de su Reglamento); ascenso mediante concurso 
interno, según el artículo 34 del Estatuto, 21 de su Reglamento y las normas estipuladas en el 
Decreto Ejecutivo No. 24025-MP, del 01 de marzo de l995, y concurso externo según lo estipulan 
los artículos 25 y siguientes del Estatuto de Servicio Civil y el Capítulo V de su Reglamento.

Asimismo, se formuló y normó la necesidad de generar otras vías alternativas de resolución de 
vacantes, contando con registros actualizados y permanentes de candidatos, que estimulen, 
fortalezcan y desarrollen la Carrera Administrativa en el Régimen de Servicio Civil, tal es la 
construcción planificada dentro de los ministerios e instituciones del Régimen de Servicio Civil 
de “Cuadros o Tablas de Reemplazo”.

Consideramos que la disposición anterior, ha coadyuvado de manera significativa en el  fomento 
de la Carrera Administrativa en el Régimen y una posibilidad de ayuda al mejor logro de los 
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objetivos organizacionales, pues no cabe duda de que al lograr el ascenso de los servidores 
que han mostrado idoneidad, se obtiene un valor agregado para la organización pues se 
debe invertir menos recursos de capacitación y de tiempo para conseguir los resultados que se 
esperan de ese trabajador versus los que se tendrían que invertir en caso de un servidor interino 
ajeno a las organizaciones del ámbito del Régimen de Servicio Civil, a quien debe dársele 
mayor tiempo y capacitación para la exigencia de resultados.

No solamente se requiere de la conformación de estos dos productos: (listados de personas 
factibles de ascender en forma  directa y registros de elegibles de concursos internos), sino 
que se dé el efectivo mantenimiento y actualización permanente de ambos, labor que en 
definitiva compete a las Oficinas de Gestión Institucional de Recursos Humanos y que requiere 
ser cumplida a cabalidad.

En cuanto al seguimiento que esta Dirección General ha dispensado a la normativa referida, 
se formula  el “Índice de Desarrollo y Fortalecimiento de la Carrera Administrativa” (IDFCA) en 
el Régimen de Servicio Civil. Este índice se deduce desde su concepción en el cumplimiento 
de cuatro fases específicas dispuestas por la aplicación práctica y real de la Resolución DG-
144-2009, a saber: 1. Aplicación precisa y puntual de la Norma, 2. Nivel de Cumplimiento de la 
planificación requerida, 3. Desviaciones en la planificación diseñada y 4. Utilidad y Uso Práctico 
de la Norma emitida en términos de Carrera Administrativa.

3. Modificación de estructuras ocupacionales y salariales que incluye el diseño de nuevas 
clases y el reconocimiento económico respectivo. 

Las estructuras ocupacionales pretenden el ordenamiento sistemático y racional de las tareas 
de los puestos de una organización y el otorgamiento de un valor justo determinado por el 
análisis de dichas tareas, así como de la comprensión de las habilidades, conocimientos y 
aptitudes que se requieren de las personas para un satisfactorio desempeño.

Si bien el salario es un elemento relevante en la gestión de los recursos humanos, ante su 
impacto directo en la competitividad de las instituciones, el cumplimiento de las metas 
organizacionales y los niveles de producción y calidad, los puestos cubiertos por el Régimen de 
Servicio Civil sufrieron durante años un período de estancamiento y retroceso en la calidad de 
sus remuneraciones, no obstante que el artículo 48 del Estatuto de Servicio Civil,  establece que 
“Para la fijación de los sueldos se tomarán en cuenta las condiciones fiscales, las modalidades 
de cada clase de trabajo, el costo de vida en las distintas regiones, los salarios que prevalezcan 
en las empresas privadas para puestos análogos y los demás factores que estipula el Código 
de Trabajo.” 

Ante esta situación la Dirección General de Servicio Civil impulsó un conjunto de acciones 
dirigidas a plantear nuevas categorías a nivel profesional y gerencial, lo cual encontró eco en 
el foro de la Comisión Negociadora de Salarios del Sector Público en el año 2007, mediante la 
aprobación de la propuesta denominada “política de percentiles” cuyo objetivo era el cierre 
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de brechas salariales entre puestos profesionales y gerenciales, que alcanzó su compromiso del 
percentil 50 en enero 2010, tomando en consideración salarios de otras instituciones públicas.

Lo anterior, vino a beneficiar en gran medida a los ministerios e instituciones del Régimen de 
Servicio Civil, toda vez que con el ofrecimiento de un salario competitivo se logra atraer y 
mantener a servidores con un alto perfil profesional y comprometido con los valores éticos de 
la función pública.

Además de ello, nuestra institución ha implementado otras acciones dirigidas a modernizar 
el régimen de empleo público vigente, para ponerlo a tono con las necesidades de recursos 
humanos de la administración pública, destacándose las siguientes:

• Reestructuración ocupacional, rediseñándose las series de clases de los estratos profesional y 
gerencial, con miras a potenciar las competencias individuales, mejorar la carrera administrativa 
y motivar el mejor desempeño y competitividad, mediante la actualización del valor relativo 
de los puestos de trabajo y la eliminación de varios niveles ocupacionales en el 2007.

A esa fecha el Régimen de Servicio Civil contaba con 36 manuales institucionales, 383 clases 
profesionales y 45 niveles salariales. Con el rediseño de clases se migró a un solo manual integrado 
por 15 clases anchas y 10 niveles salariales, proceso que involucra un modelo ocupacional de 
fácil manejo y comprensión.

Posteriormente, en igual sentido, se procedió con el rediseño de las clases de los estratos 
operativo, Calificado y Técnico, proponiéndose una nueva estructura en la que las 318 clases 
existentes se estructuraron en 23 clases nuevas, eliminándose las clases específicas con 
excepción de las de Artes Gráficas, Informática y algunas otras que no pudieron ser modificadas.

• Rediseño del sistema de pluses salariales, de forma que la retribución de los servidores fuese 
consecuente con la función que se desempeña, con el valor agregado de cada puesto 
de trabajo y del grado de productividad; propiciando así la transparencia en materia de 
compensaciones y un más fácil manejo de otras instancias relacionadas con la formulación 
y ejecución presupuestaria.  Esto implica un planteamiento progresivo, a largo plazo, que 
involucra recargos y sobresueldos del sector educación, carrera profesional, dedicación 
exclusiva y sobresueldos en general.

4. Nuevos métodos de reclutamiento y selección (Reclutamiento en línea)

De conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de Servicio Civil y su Reglamento es una 
condición indispensable que los interesados en optar por puestos del Régimen de Servicio 
Civil presenten su Oferta de Servicio, en este sentido era importante poder captar personas 
interesadas en ocupar puestos vacantes dentro del Régimen de Servicio Civil, mediante una 
oferta electrónica Web, con la finalidad de suministrar insumos al Módulo de Selección.
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La implementación de los concursos vía Internet ha representado un reto no sólo para la 
Dirección General de Servicio Civil, desde el punto de vista técnico, sino también para los 
oferentes de los Títulos I (De la Carrera Administrativa)  y II (De la Carrera Docente), por el 
rezago en el conocimiento de nuevas tecnologías, que todavía tenemos en Costa Rica. 

Sin embargo, es nuestro afán, que todos los ciudadanos tengan la posibilidad de acceder a 
un cargo público, bajo un proceso de reclutamiento transparente donde imperen principios 
de igualdad de acceso, publicidad, entre otros, y donde la ubicación física del oferente no 
sea un factor limitante para su participación. Por ello gracias al fuerte compromiso de nuestros 
funcionarios, a la fecha el Área de Reclutamiento y Selección de Personal de la DGSC ha 
realizado cinco concursos vía Internet para puestos Profesionales, técnicos y administrativos 
dentro de las instituciones cubiertas por el Régimen de Servicio Civil y estos aspirantes deben 
someterse a los concursos y procedimientos que estime convenientes la Dirección General de 
Servicio Civil con el objetivo de verificar que la persona reúna las condiciones físicas, morales y 
psicológicas y otras requeridas para el desempeño exitoso del cargo.

También, en el 2007,2009 y 2010, se realizó un reclutamiento en línea para integrar un registro de 
elegibles para nombramientos en propiedad en puestos Propiamente Docente, Administrativo-
Docente y Técnico-Docente por la vía de concurso externo, para el Ministerio de Educación 
Pública. Asimismo, es importante mencionar que en la actualización de datos para puestos 
Propiamente Docente, efectuada en el 2009, participaron 37139 personas y en el concurso 
Técnico-Docente y Administrativo-Docente participaron 9547 personas. 

Consideramos que lo alcanzado hasta ahora en materia de reclutamiento en línea es solo un 
comienzo, no hay duda que las nuevas tecnologías de información y comunicación facilitarán 
la implementación de un nuevo modelo de reclutamiento y selección conforme a los más altos 
estándares internacionales. 

5. Enfoques modernos en la capacitación, por medio del aprendizaje E-learning en las 
instituciones cubiertas por el Régimen de Servicio Civil

El uso de las nuevas tecnologías de información y comunicación (TIC) aplicados a los procesos 
de educación, concretamente de capacitación y educación permanente, en las instituciones 
son temas que cada día adquieren mayor relevancia.

Hellers (2004) en su artículo “E-learning desde la política de estado” menciona que el acceso 
a internet y a las soluciones tecnológicas para el desarrollo de experiencias de E-learning, 
permite a los países una mayor democracia e igualdad de oportunidades.

Dentro de este contexto, se destaca que Costa Rica ocupa el cuarto lugar en Latinoamérica 
en la formación de funcionarios y funcionarias públicas, mediante el sistema de formación en 
línea o E-learning, esa información la dio a conocer la Fundación CEDDET, organismo español 
que desde hace siete años, tiene a disposición del sector público latinoamericano, diversos 
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programas de gestión del conocimiento basados en la capacitación por Internet y presencial 
(“blended learning”) así como la creación de redes virtuales de expertos, que coadyuven al 
crecimiento profesional del capital humano de las administraciones públicas.

Por su parte, la Dirección General de Servicio Civil ha sabido canalizar las oportunidades que 
brinda esta modalidad de aprendizaje a distancia por medio del ”PROYECTO ELEARNING: 
Implementación de cursos virtuales”,  cuyo objetivo primordial se enfoca  en dotar a la DGSC 
de un sistema pedagógico sustentado en las tecnologías de información y comunicación, 
que facilite al Centro de Capacitación y Desarrollo (CECADES) y a los órganos del Subsistema 
de Capacitación y Desarrollo (SUCADES), la actualización e idoneidad permanente de los 
funcionarios (as) del Régimen de Servicio Civil. 

Dado su rol estratégico dentro de la modernización de la gestión de los recursos humanos del  
Régimen de Servicio Civil, el mismo ha sido considerado por la presente administración como 
un proyecto estratégico dentro del Plan Nacional de Desarrollo 2011-2014, de la forma que se 
muestra a continuación:

Operacionalmente dicho proyecto implica la capacitación de al menos 2250 servidores 
públicos con metodología E-learning en un período de tiempo de 42 meses de julio del 2011 a 
diciembre del 2014, con la ayuda al menos de las siguientes estrategias:

• Alojar cursos virtuales de otras instituciones en nuestra plataforma.
• Los cursos que ya están diseñados pueden ser impartidos por varios tutores creando varias 
promociones de un mismo curso.
• Establecer convenios con diversas instituciones públicas que capacitan a través de esta 
metodología.

MATRIZ DE CONCENTRACIÓN SECTORIAL

Sectores Prioritarios de Concentración
Plan Nacional de Desarrollo 2011-2014

ACCIÓN ESTRATÉGICA OBJETIVO META

Modernizar la Gestión de 
Recursos Humanos en el 
Régimen del Servicio Civil, 
incorporando tecnologías de 
información aumentando la 
eficiencia en los procesos de 
contratación.

Sistematizar la información 
relacionada con los 
servidores públicos y los 
procesos para mejorar el 
desempeño.

5% de los servidores públicos 
del Régimen del Servicio 
Civil utilizan la tecnología 
e-learning para mejorar sus 
competencias laborales.

Fuente: MIDEPLAN.  Matriz de Concentración Sectorial, PND 2011-2014
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6. Sistemas de evaluación del desempeño ligados con el Plan Estratégico Institucional y el Plan 
Nacional de Desarrollo

Hoy en día la gestión del desempeño tiende a ser considerada como una forma de estimular las 
competencias y la motivación de los empleados.  El proceso de evaluación de desempeño, es 
sin duda, un instrumento para la medición de objetivos establecidos, tanto a nivel institucional 
como de unidades de trabajo, y por lo demás idóneo para la toma de acciones relacionadas 
con la mejora de los diferentes procesos y procedimientos institucionales, y contribuir además 
al desarrollo de las personas en él involucradas, de tal manera, que cada funcionario conozca 
el aporte que ha tenido al cumplimiento de los objetivos de la organización. 

Desde el año 1993, la Dirección General de Servicio Civil dio inicio paulatinamente de un proceso 
desconcentrado del Sistema de Evaluación de Desempeño, que permitía a las instituciones 
cubiertas por el Régimen de Servicio Civil modificar los factores a ser sujetos de evaluación.

 Sin embargo, con el propósito de obtener Modelos de Evaluación de Desempeño ajustados 
a las necesidades y particularidades de cada institución, en el año 1997, se  autoriza a las 
Oficinas de Gestión Institucional de Recursos Humanos  a desarrollar sus propios Modelos de 
Evaluación de Desempeño. (Decreto Ejecutivo Nº26509 - MP de fecha 21 de noviembre del 
1997. Art 41 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil).

Cabe indicar que para el año 2008, únicamente tres oficinas de Gestión Institucional de Recursos 
Humanos habían realizado esfuerzos para proponer Modelos de Evaluación que permitieran 
una medición más objetiva del desempeño de sus funcionarios.  

Es por ello, que en año 2008 se emite la Resolución DG-637-2008, de fecha 25 de septiembre, 
en la cual se concede un plazo de un año a las Oficinas de Gestión Institucional de Recursos 
Humanos para que diseñen sus propios Modelos de Evaluación del Desempeño.  

En este mismo orden se efectuó un estudio acerca de las escalas de medición, la documentación 
a generar para posibilitar el aval de los modelos que eventualmente surgirían, las etapas a 
cumplir en este proceso y su proyección hacia objetivos de desarrollo institucional y sectorial, 
además su aporte o valor agregado en busca de mejorar los servicios públicos y la calidad de 
vida de los ciudadanos.

Por ello, se concluyó que los modelos de evaluación deberían considerar en su propuesta cinco 
componentes del desempeño genéricos, como base para fomentar el desarrollo de una real 
y verdadera gestión del desempeño, conforme desglosa la definición de cada uno de ellos:

1. Servicio al usuario (a) y al ciudadano (a) (Servicio Civil): Se refiere a dirigir las decisiones y 
acciones hacia la satisfacción de las necesidades e intereses de los usuarios (as) internos y 
externos (as), de conformidad con las responsabilidades públicas asignadas a la entidad.
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2. Eficiencia: Grado de optimización en que los funcionarios públicos y funcionarias públicas 
obtienen los logros y metas establecidos, a partir de la inversión que utilizan en tiempo, recursos, 
técnicas, herramientas y metodologías de trabajo, para facilitar el adecuado desarrollo de la 
gestión pública.

3. Flexibilidad: Grado en que los individuos incorporan pautas que facilitan la adaptación a 
los cambios, venciendo patrones burocráticos de rigidez, es decir, hasta qué punto las reglas, 
políticas, procedimientos o prácticas se alinean con orientaciones actuales de la gestión 
pública. También, refleja la medida en que se aceptan nuevas ideas, se incorpora la creatividad 
e innovación.

4. Competencia: Se refiere a la aplicación práctica del conocimiento, actitudes y habilidades 
del individuo, manifestada en conductas o comportamientos, que hacen que la ejecución de 
las actividades, se realicen de una manera exitosa, excepcional y difícil de imitar.

5. Mérito: Grado en que se reconoce las aptitudes, las acciones éticas, el talento, la capacidad 
para el trabajo, así como el esfuerzo que un/a servidor/a público/a o aplica por los logros 
obtenidos.

Es importante destacar que los componentes de diseño genéricos propiamente especificados 
con antelación, se correlacionaron directamente con los Estratos Ocupacionales vigentes, 
enfatizando que ellos se encuentran presentes y son de aplicación común para todas las clases 
de puestos que integran tales estratos, pero además se determinó que a su vez estuvieran 
directamente vinculados a la gestión estratégica institucional, por lo que la derivación de los 
factores particulares de medición del rendimiento (dimensiones) que definan las Oficinas de 
Recursos Humanos deben no solamente ajustarse a éstos componentes, también han de ser 
afines a la Misión, Visión y Objetivos Estratégicos de cada organización, según sea el caso.  

7. Integración de las TICs, para un desarrollo de la modernización de los Sistemas de Gestión 
de Recursos Humanos

En los últimos tiempos el Gobierno de Costa Rica ha dictado lineamientos acerca de la 
necesidad de sentar las bases institucionales para un Estado eficiente y capacitado que 
promueva el Desarrollo Económico y Social, en consecuencia se han implementado acciones 
estratégicas para garantizar la calidad de los servicios públicos, proporcionando a la ciudadanía 
trámites más simples, ágiles y eficientes, de la mano con políticas orientadas a la participación 
ciudadana y a la rendición de cuentas sobre la utilización de los fondos públicos.

Aunado a lo anterior resulta ineludible la gran responsabilidad que tiene la Dirección General 
de Servicio Civil de dotar a un sector muy importante de organizaciones públicas con recurso 
humano calificado, motivado y comprometido con los valores éticos en la función pública, 
por lo cual ha impulsado un nuevo enfoque de su sistema de gestión facilitando los cambios 
necesarios para cumplir con la misión para la cual fue constituida.
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Consecuentemente logró implantar un Sistema automatizado de Gestión del Talento Humano 
y del Empleo que contribuya  al mejoramiento en la calidad de los servicios que prestan las 
instituciones cubiertas por el Régimen de Servicio Civil, tales como: Un sistema que permita la 
atracción y provisión de los candidatos más idóneos; un Modelo Tecnológico que permita la 
capacitación y la formación a distancia de los servidores públicos en cualquier zona del país; 
un replanteamiento de los sistemas ocupacionales; unificación y homologación del esquema 
de escalas salariales, beneficios y competencias en el Régimen de Servicio Civil. 

Lo anterior ha sido posible a través del desarrollo de las aplicaciones informáticas de los 
modelos de Reclutamiento y Selección de Personal, Clasificación, Valoración de Puestos y de 
Capacitación  que interconecten la DGSC y las OGEREH y demás componentes de la Gestión del 
Recuso Humano, así como desarrollando una infraestructura técnico funcional para la gestión 
del recurso humano en el Régimen de Servicio Civil, bajo estrategias de desconcentración y 
desregulación,  que faciliten la agilización, simplificación, incremento de la calidad y el acceso 
ciudadano a los servicios públicos.

8. Desconcentración, modernización y competitividad del empleo público por medio de la 
emisión de una plataforma normativa. 

La política que ha venido impulsando la Dirección General de Servicio Civil, busca una 
desconcentración, descentralización y desregulación funcional, dentro de un enfoque de 
empoderamiento y facultación de las Oficinas de Gestión Institucional de Recursos Humanos 
en los diversos procesos de la gestión de recursos humanos, así como la vinculación del 
funcionamiento de estas Oficinas con los objetivos estratégicos de las instituciones donde operan, 
lo que hace necesario reconvertir su esquema de organización hacia el establecimiento de 
estrategias de gestión con mayor integración y uniformidad dependiendo de las características 
de sus clientes y necesidades particulares.

En este sentido se propuso el desarrollo de una plataforma normativa a fin de promover la 
eficiencia y eficacia en la prestación de sus servicios, objetivo primordial para que se firmara el 
5 de mayo del 2010 la Directriz Presidencial No. 042-P.

Esta directriz complementa el Decreto Ejecutivo No. 35868-MP, publicado el 20 de abril del 
2010, con el cual se define, estructura y consolida el Sistema de Gestión de Recursos Humanos 
(SIGEREH), estableciendo a la Dirección General de Servicio Civil como el órgano rector del 
sistema y a las Oficinas de Gestión Institucional de Recursos Humanos (OGEREH) de los ministerios 
e instituciones del Régimen, como instancias ejecutoras, con un enfoque de desconcentración 
y desregulación de actividades, así como sectorización y regionalización de las mismas.

Con la emisión de esta normativa, se dispone de un mayor ordenamiento del rol que deben 
asumir las Oficinas de Gestión Institucional de Recursos Humanos versus la Dirección General de 
Servicio Civil, promoviéndose incluso la adopción a lo interno de ellas de los siguientes procesos:
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a) Gestión de la Organización del Trabajo

b) Gestión del Empleo

c) Gestión de Servicios del Personal

d) Gestión de la Compensación

e) Gestión del Desarrollo

f) Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales 
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 Fundamentos para la Aplicación del Teletrabajo
en el Empleo Público de Costa Rica1
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Dirección General de Servicio Civil de Costa Rica (DGSC)

SUMARIO

A pesar de los esfuerzos del gobierno costarricense, el teletrabajo no ha tenido el desarrollo 
esperado en el sector público, lo que limita el aprovechamiento de sus beneficios para las 
instituciones estatales, con el consecuente perjuicio en la competitividad nacional. Al revisar la 
documentación existente localmente sobre ésta temática, resulta evidente los pocos desarrollos 
orientados hacia el empleo público, el cual, por sus características, requiere interpretaciones 
e incluso adecuaciones particulares para su implementación. El presente documento atiende 
ese desafió, al presentar los fundamentos para la aplicación del teletrabajo en el empleo 
público, lo que eventualmente podría coadyuvar a su desarrollo en este importante sector de 
la economía; si bien se usa como referencia el caso de Costa Rica, dadas las similitudes de las 
burocracias de la región, resulta factible que muchos de los puntos planteados puedan ser 
asimilables en otras situaciones de empleo público de América Latina.

PALABRAS CLAVES

Teletrabajo, tele funcionarios, desarrollo sostenible, teletrabajo en el empleo público, teletrabajo 
y función pública. 

ABSTRACT

Despite the efforts of the Costa Rican government, telecommuting has not had the expected 
development in the public sector and thus its use in state institutions.  limited National 
competitiveness has suffered as a consequence of this failure to take advantage of the benefits 
of telecommuting.  On reviewing the existing documentation about this topic locally, it has 
become clear that any developments directed toward government employment must be 
tailored to suit its needs. This document addresses this challenge, presenting the rationale for the 
implementation of telecommuting in public employment, which could eventually contribute to 
its development in this important sector of the economy.  Due to the similarities of bureaucracies 
in Latin America, the case of Costa Rica ban be used as a to deal with issues affecting the 
public sector throughout the region.

1. Ponencia presentada 15th International ITA Worshop – Telework 2010 Argentina, de la Comisión TIC de USUARIA y la International 
Telework Academy, sobre  “Teletrabajo para el desarrollo sustentable”, realizado del 25 al 27 de agosto de 2010, en Buenos Aires, 
Argentina. 
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1) INTRODUCCIÓN

El Teletrabajo ha dejado de ser una visión futurista tratada en los textos universitarios, para 
integrarse a la realidad laboral, lo que en Costa Rica ha tomado impulso con la emisión del 
Decreto Ejecutivo Nº 34704-MP-MTSS, del 31 de julio del 2008 (al que en lo sucesivo se referirá 
como Decreto sobre Teletrabajo), donde se establece la promoción del Teletrabajo en las 
instituciones, lo cual comprende las empresas públicas [1]. Adicionalmente,  se analizan una 
serie de aspectos que el referido decreto no considera, se agregan referencias del Código de 
Trabajo [2] y experiencias del sector privado, que sin ser vinculantes para la función pública, 
pueden servir de orientación en problemas que el Estado también debe resolver. Es así como 
surgen conceptos como oficinas virtuales, con los consecuentes cambios en la concepción 
de las jefaturas y de la organización de las instituciones, que incluso tienden a hacer difícil la 
distinción entre funcionario o subordinado y asesor externo o autoempleado. Concretamente, 
surgen desafíos de resistencia cultural y confusión conceptual, por lo que resulta pertinente 
clarificar algunas ideas, conforme al contexto de la institucionalidad costarricense.

2) ANTECEDENTES

Con el teletrabajo, se está viviendo una revolución en materia de organización y ejecución 
del trabajo, que puede superar, por mucho, los cambios de la revolución industrial. Se han 
identificado antecedentes de teletrabajo desde 1957, cuando en Gran Bretaña se emplearon 
una importante cantidad de mujeres para desarrollar software desde su casa de habitación 
[3], más recientemente, se tiene un impulso importante en Estados Unidos en 1973, con una 
iniciativa para ahorro energético . En el caso de Costa Rica, el primer antecedente documental 
identificado se sitúa con un Banco Estatal, que desarrollo un plan piloto en 1999 con la finalidad 
de retener personal calificado que tenía dificultades por motivos de distancia de su residencia 
o incomodidad de horario.

Por otro lado, en los considerandos del Decreto sobre Teletrabajo se identifican las siguientes 
referencias:
 
“I.—Que Costa Rica ha aprobado los principios y objetivos acordados en la primera y segunda 
fases de la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información, celebradas en Ginebra en 
diciembre de 2003 y en Túnez en noviembre de 2005, (…).

II.—Que en el mes de febrero del 2008, se celebró en San Salvador, El Salvador, la Segunda 
Conferencia Ministerial sobre la Sociedad de la Información de América Latina y el Caribe, en 
donde Costa Rica aprobó el Plan de Acción sobre la Sociedad de la Información de América 
Latina y el Caribe eLAC 2010, por medio del cual se compromete a implementar una serie 
de medidas (,,,) Entre ellas (…) la promoción del teletrabajo, trabajo móvil y otras formas de 
trabajo por medio de redes electrónicas, incluyendo los grupos más vulnerables, incluidas las 
personas con discapacidad (,,,).
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IX.—Que la implementación del Teletrabajo, aumenta las posibilidades laborales de personas 
con discapacidad, mujeres o personas que por alguna razón no pueden estar fuera de sus 
hogares o domicilios por tiempo prolongado”[4]

A su vez, a mayo del 2010, es decir, aproximadamente dos años después de la emisión del 
Decreto sobre Teletrabajo, se tiene que relativamente pocas instituciones públicas lo han 
implementado: 

“En el Instituto Costarricense de Electricidad –ICE- solo hay 164 teletrabajadores, cifra que 
equivale apenas al 16% de la meta pues se pretende llegar a 1.000 personas. Dicha institución 
es precisamente la entidad coordinador del proyecto del teletrabajo  en el país.

El Ministerio de Economía, Industria y Comercio –MEIC- apenas registrar cuatro teletrabajadores, 
mientras que el año pasado en la Universidad Estatal a Distancia –UNED- había 16 funcionarios 
laborando bajo esa modalidad, pero el proyecto fue suspendido hasta nuevo aviso. 

Por otra parte, hay entidades que se acoplan al programa de teletrabajo como el Banco 
Nacional de Costa Rica que reporta 174 teletrabajadores. También destacan la Compañía 
Nacional de Fuerza y Luz, con 35 funcionarios que laboran bajo este esquema, la Contraloría 
General de la República, con 30 y el Instituto Nacional de Seguros, con 9” [5].

De manera que Costa Rica, no obstante que tiene identificados sus primeros esfuerzos sobre 
teletrabajo desde hace más de una década, que tiene compromisos internacionales en ésta 
materia y que hace dos años emitió un decreto incentivando dicha modalidad laboral en 
el sector público, los avances concretos en dicho sector son modestos, lo cual, como se ha 
dicho, es la principal motivación que da origen a este trabajo.

3) DECRETO SOBRE TELETRABAJO

El sector público suele llegar tarde al desarrollo de múltiples iniciativas, por lo que el desafío 
que le queda es saber llegar, incluso aprovechando la experiencia del sector privado, como 
en el caso del teletrabajo, y así lo reconoce el Decreto sobre Teletrabajo, cuando en su artículo 
ocho declara que las actividades tendientes a estimular el Teletrabajo en el sector público 
costarricense, se consideran como de interés público, por lo que “la Administración Pública 
podrá coordinar con el sector privado acciones de cooperación, dentro de sus posibilidades y 
el marco legal correspondiente” [7].

El decreto tiene como objetivo “promover y regular el Teletrabajo en las instituciones del Estado, 
como instrumento para incrementar la productividad del funcionario, el ahorro de combustibles, 
la protección del medio ambiente, y favorecer la conciliación de la vida personal, familiar y 
laboral, (…)” [6], con lo que establece claramente la intención de estimular el teletrabajo en la 
institucionalidad costarricense y las intenciones de dicho empeño.
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4) CONCEPTO DE TELETRABAJO

De las diversas definiciones de teletrabajo, se pueden identificar elementos que permiten una 
mayor lucidez del concepto, como los señalados por Durante (2003), al indicar que el término 
de teletrabajo proviene del griego teleu, sinónimo de lejos y tripaliare que representa trabajar, 
por lo que esta modalidad laboral cobra sentido en el tanto incluye su realización a través de 
la distancia [8].

El Decreto de Teletrabajo acerca el concepto al funcionario público, cuando define: 

“Teletrabajo: Es toda modalidad de prestación de servicios de carácter no presencial, en virtud 
de la cual un funcionario público, puede desarrollar parte de su jornada laboral mediante el 
uso de medios telemáticos desde su propio domicilio, u otro lugar habilitado al efecto, siempre 
que las necesidades y naturaleza del servicio lo permitan, y en el marco de la política de 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral de los funcionarios públicos.” [9]
 
Posiciones ambas que son consistentes con el Acuerdo Marco Europeo sobre Teletrabajo, que 
plantea: 

“El teletrabajo es una forma de organización y/o de realización del trabajo, utilizando las 
tecnologías de la información en el marco de un contrato o de una relación de trabajo, en la 
cual un trabajo que podría ser realizado igualmente en los locales de la empresa se efectúa 
fuera de estos locales de forma regular”[10].
 
De las definiciones dadas a esta forma de prestación de servicio o de contratación [11], interesa 
identificar rasgos comunes que den solidez al concepto, por ello, se procede a detallarlos:

4.1) Distancia de la Locación

La distancia se plantea respecto al lugar considerado como habitual para la realización de 
las tareas, es decir, a que el teletrabajador realiza su faena de manera distante a la institución; 
donde dicho distanciamiento es un alejamiento físico, no funcional, lo cual es el sustento para 
dar, desde una perspectiva legal, la condición de continuidad de la relación laboral entre el 
teletrabajador y su patrono.

4.2) Realización por parte de un funcionario (Telefuncionario)

El teletrabajo se define en relación con un trabajo humano, situación que conviene resaltar 
por dos motivos básicos: el primero para evitar cualquier confusión respecto a eventuales 
operaciones remotas que se realicen de manera automática por computadora e incluso 
robots, y la segunda para insistir, desde un inicio, en la preeminencia que debe tenerse del 
factor humano ante cualquier otra consideración.
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4.3) Uso de herramientas tecnológicas 

En la actualidad el teletrabajo ha tomado mayor impulso, producto del abaratamiento y 
mejora de los costos del equipo tecnológico requerido y de las comunicaciones, posición 
que es compartida por Vidgain, al indicar que “El teletrabajo no sería posible sin las redes 
de comunicación existentes” [12]. De hecho, el uso de herramientas tecnológicas puede 
ser determinante, para distinguir el teletrabajo de otras formas de prestación de servicios a 
distancia, pues por ejemplo, si una persona hace cajetas de coco en su casa de habitación, 
estaría cumpliendo con las condiciones de que sea una labor humana y realizada a distancia, 
sin embargo, no califica como teletrabajo, por cuanto no hace un uso relevante de tecnologías 
de comunicación. 

4.4) Horario flexible

El teletrabajo evoca a condiciones de flexibilidad, particularmente en materia de horario, sin 
embargo, debe tenerse presente que “la flexibilidad no encierra una idea unívoca, toda vez 
que en los distintos países existen diferentes ideas de lo que es la flexibilidad y existen formas muy 
variadas de flexibilizar el derecho del trabajo” [13], máxime si se tiene en cuenta la complejidad 
de la normativa que regula el empleo público.

4.5) Trabajo por objetivos

El aporte de la dirección por objetivos, desarrollado hace casi cincuenta años por Peter Drucker, 
está en la alineación de los objetivos individuales con los colectivos compartidos dentro de la 
institución y en última instancia, con los fines de la sociedad a la que sirva. En ese sentido, 
el teletrabajo al igual que el trabajo por objetivos, comparte importantes desafíos para los 
trabajadores y las jefaturas, pues como plantea Enebral al referirse a la dirección por objetivos 
“los mandos y directivos intermedios han de estar dispuestos a ceder poder, y los trabajadores 
a asumirlo responsablemente en un clima de confianza mutua” [14]. De donde se tiene que 
la dirección por objetivos, es fiel contribuyente al teletrabajo, aunque ambos conceptos de 
ninguna manera son sinónimos.

4.6) Lo que no es Teletrabajo

Al ver la cantidad de publicaciones que circulan en la prensa costarricense, con planteamientos 
erróneos sobre el teletrabajo, resulta pertinente aclara lo que no es teletrabajo; para este fin, 
resulta propicia la enumeración de Alles:

 “Los periodistas que utilizan las telecomunicaciones, (…) Los analistas de sistemas y 
programadores que realizan trabajos llave en mano. Otros trabajadores free lance que utilizan 
las telecomunicaciones para la entrega de sus trabajos” [15]. 

Tampoco son teletrabajadores los bomberos, taxistas, policías y los cuerpos de socorro en 
general, no obstante que suelen realizar gran parte de sus funciones fuera de las instalaciones 
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de la institución respectiva, con equipo de la misma y alto uso de instrumentos tecnológicos, 
incluyendo de comunicación.

5) CAMBIO CULTURAL

La cultura, más que la tecnología, la legislación, los recursos y cualquier otro factor, pareciera 
ser el mayor desafío por superar para el desarrollo del teletrabajo en el sector público 
costarricense; la resistencia cultural solo es comprensible si se considera que la organización 
del empleo público, arrastra con prejuicios basados en modelos de gestión de principios del 
siglo XX, sumamente arraigados en los niveles de jefaturas y muchos subordinados, donde 
entre otras cosas, “todavía conceptualizamos ´trabajar de verdad´ con ir al trabajo. El hogar 
se considera como algo femenino y el trabajo como algo masculino.” [16]. 

Precisamente la relevancia del cambio cultural, es la que permite comprender cómo el presente 
momento histórico ha permitido el desarrollo del teletrabajo, es decir, por el uso masivo de 
sistemas de información, los medios de comunicación y la reducción significativa de sus costos; 
la tendencia a una mayor flexibilización en las regulaciones laborales, induciendo el trabajo 
a distancia y con diferencias horarias; el incesante crecimiento del congestionamiento del 
tránsito en la mayoría de las ciudades del mundo, incluso en países relativamente pequeños; 
la redefinición de valores en las nuevas generaciones, que entre otras cosas, consideran menos 
relevante el tener un único trabajo en toda la vida o la identificación con una empresa o 
institución específica; la mayor conciencia de protección al ambiente y por consiguiente, 
del ahorro de emisiones contaminantes; las aspiraciones de importantes segmentos de la 
población laboral de disponer de más tiempo para sus actividades personales; la urgencia de 
estimular la competitividad de las instituciones y empresas, que las induce a considerar formas 
alternas de organización y desempeño, donde se reduzcan sus costos fijos, como lo son el 
edificio, las instalaciones, mobiliario y equipo, mantenimiento, entre otros; y la mayor exposición 
que tienen los estudiantes actuales a las herramientas tecnológicas, que los hacen proclives a 
trabajar con uso intensivo de las mismas [17]. Pero el hecho de que las condiciones culturales 
sean propicias, no es sinónimo de contar con una cultura de teletrabajo, por lo que se enfatiza 
la importancia, que previo al impulso de ésta modalidad de trabajo en una organización, se 
implante la red electrónica (correo electrónico, discusiones online, boletines, etc.) y se superen 
rígidas estructuras burocráticas y jerarquizadas, de manera que el énfasis este en los resultados 
del trabajo y no en la simple presencia física y además, se le dé espacio para que los funcionarios 
puedan pensar, hacer uso de la información en red y tomar decisiones independientemente.

6) CLASIFICACIONES DE TELETRABAJO

Se han identificado una gran cantidad criterios para clasificar el teletrabajo y las subsecuentes 
clasificaciones, algunas de las cuales en determinado momento se yuxtaponen, por lo que se 
opta por centrar la atención en dichas clasificaciones más que en los criterios, que después de 
todo, es de esperar sigan evolucionando:
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6.1) En el domicilio

También conocido como telework y teletrabajo en casa; con frecuencia se tiende a entender 
teletrabajo como sinónimo de trabajo en el domicilio, sin embargo, el trabajo en la casa por sí 
solo, no implica teletrabajo.

6.2) En Telecentros

Se refiere a que la labor se realiza en locales debidamente habilitados, con condiciones 
ambientales y tecnológicas dotadas por alguna institución, empresa, organizaciones 
gubernamentales o sociales. Al permitir compartir los recursos, logra una disminución en los 
costos de implementación para la institución y para la sociedad. Es usual y deseable, que dichos 
telecentros se sitúen fuera de los centros metropolitanos y más bien cerca de áreas residenciales, 
de manera que puedan ser de utilidad para una gran cantidad de teletrabajadores. 

En el caso costarricense, se tienen identificadas varias comunidades dormitorios, es decir, donde 
las personas básicamente pasan la noche y durante el día se trasladan a la zona metropolitana 
a trabajar. Estas comunidades dormitorios resultan ser lugares idóneos para la construcción 
de telecentros de trabajo. Es así como ya se ha valorado la posible habilitación de centros de 
teletrabajo en Alajuela y  Tres Ríos.

Si se considera que el Estado costarricense ya ha invertido en una serie de alternativas de 
desarrollo tecnológico, como los Centros Comunitarios Inteligentes (CECI), se tiene que los 
mismos representan una alternativa para el impulso de los telecentros de trabajo. Al efecto, 
según el Ministerio de Ciencia y Tecnología, a mayo del 2010 se cuenta con 271 CECI, que 
disponen de laboratorios debidamente equipado con computadoras de última tecnología 
y capacitación básica en Internet y otras aplicaciones [18]. No obstante, conviene valorar 
cuidadosamente cada CECI, pues algunos ya tienen agotada su capacidad de servicio, y 
otros enfrentan dificultades como la limitación de horario disponible, la seguridad del equipo 
contra robos y la resolución de fallas técnicas [19].

6.3) En oficinas remotas o satélites

Equivalen a telecentros o centros de teletrabajo, pero exclusivos de una institución, empresa, 
o a lo sumo, compartido con un pequeño grupo de usuarios predefinidos, por ejemplo, las 
Pequeñas y Medianas Empresas (PYMES). Son alternativas interesantes para instituciones 
grandes, que pueden identificar importantes grupos de funcionarios provenientes de zonas 
lejanas específicas. 

6.4) Móvil

Más que al lugar de realización del teletrabajo, se refiere a la ausencia de un lugar específico, 
es decir, el mismo puede hacerse en la residencia del teletrabajador, en un centro de 
teletrabajo, durante una gira en un hotel o avión, en un carro, o cualquier otro lugar que 
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satisfaga las condiciones básicas necesarias. El teletrabajo móvil se suele asociar con personas 
que necesitan desplazarse con frecuencia, ya sean inspectores fiscales o de salud, ejecutivos, 
investigadores de campo o asesores. 

6.5) Hoteling

En un inicio no se identifica mayor aplicabilidad de esta variante para las instituciones públicas, 
sin embargo, no se puede descartar, particularmente por sus potenciales beneficios en 
reducción de costos, ya que permite a los trabajadores reservar una oficina  “donde lo tienen 
preparado para que se sienta a gusto, con su nombre en la puerta y fotos de su familia en la 
mesa de trabajo, en un intento de creación de un ´hogar virtual” [20].

Esta variante podría utilizarse en personal de ventas o inspectores, que no necesariamente 
requieren de un espacio físico regular, pero que necesitan revisar ocasionalmente sus correos, 
reunirse con personas de otras instituciones y usuarios de servicios entre otros.

6.6) Desconectado

Se suele identificar como Off Line y se caracteriza por que el teletrabajador no necesariamente 
mantiene una conexión permanente entre el equipo informático que utiliza para teletrabajar y 
la red informática interna de la institución. La comunicación y por consiguiente la supervisión, 
efectivamente se da, pero puede ser por medio de faxes, correos electrónicos, mensajería de 
voz, u otros medios tecnológicos y de la misma manera se remite el trabajo realizado.

Esta variante es particularmente útil cuando se tienen limitaciones tecnológicas o presupuestarias 
para el desarrollo del teletrabajo, por lo cual, si bien tiene algunas restricciones en cuanto a la 
agilidad de la comunicación, no debe descartarse como una de las posibles formas de aplicar 
esta alternativa en el desarrollo de la función pública de países en vías de desarrollo, como 
corresponde a muchas de las realidades latinoamericanas.

6.7) En línea

También referido como conectado y On Line, donde el trabajador, necesariamente usa una 
conexión regular o permanente, entre su locación remota y la institución patronal. Si bien facilita 
el seguimiento y control del trabajo,  también condiciona a determinados niveles de equipo y 
comunicabilidad, lo que para algunas instituciones deficitarias, podría ser una restricción difícil 
de superar.
 
La clasificación de en línea, admite una variante, según esta sea de una vía o de dos vías, 
donde la primera le permite al teletrabajador incorporar información al ordenador de la 
institución, sin que necesariamente tenga acceso a información de dicho ordenador, esto 
es particularmente importante en casos que se requieran altos niveles de seguridad para 
protección de la información institucional, por ejemplo, quienes trabajen en instituciones 
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reguladoras del sistema financiero. Mientras que la variante de dos vías, permite la interacción 
constante y fluida entre el teletrabajador y las bases de datos de la institución.

6.8) De Bajo nivel tecnológico

Implica un uso relativamente limitado de recursos tecnológicos, propio de países en situaciones 
de déficit fiscal. Si bien no es lo deseable para el mayor aprovechamiento del potencial de 
teletrabajo, al menos puede ser un punto de partida realista para muchas instituciones. 

6.9) De alto nivel tecnológico

Se caracteriza por un uso suficiente, de los medios tecnológicos, tales como telefonía móvil, 
conexiones de Internet de alta velocidad, conexiones en tiempo real al ordenador central de 
la institución, facilidades para teleconferencia y equipo de realidad virtual. Dadas las típicas 
restricciones fiscales, esta variante de teletrabajo podría obviarse en los proyectos pilotos y 
en su lugar, considerarse como una segunda etapa para aquellas experiencias que hayan 
demostrado, ser exitosas, o al menos, que presenten potencial de llegar a serlo.
 
6.10) A tiempo completo

Se refiere a que la totalidad de la relación laboral se dé por teletrabajo. En Costa Rica parece 
contar con poco respaldo, de hecho, no se han identificado casos de teletrabajo a tiempo 
completo en la función pública.

6.11) A tiempo parcial

Implica que el teletrabajodor opere a distancia parte de su jornada laboral, usualmente de 
dos a tres días por semana, y el remanente lo haga de manera presencial en las oficinas de 
la institución. Según las experiencias identificadas, esta práctica es muy utilizada, tanto en 
el sector público como el privado y es la que se recomienda para el inicio del desarrollo del 
teletrabajo en la función pública costarricense. 

7) EL TELETRABAJO Y EL DESARROLLO SOSTENIBLE

El teletrabajo responde a diversos motivos, los cuales se alternan en su importancia, dependiendo 
de las características de cada país e incluso de las condiciones de un mismo país en momentos 
diferentes, es así como durante el año 2008, la prensa costarricense destacó el impulso del 
teletrabajo como estrategia para el ahorro del combustible y eso pudo haber conducido 
a la errónea concepción de que el día que se cuente con otras alternativas de energía, el 
teletrabajo perdería su utilidad, o que se descalifique para teletrabajar a quienes habiten 
cerca de sus lugares de trabajo. Otro riesgo de una indebida concepción de esta modalidad 
de trabajo, es que tienda a verse como un dumping social [21], al asociarlo con la explotación 
de minorías menos favorecidas y trabajadores con una menor protección social. 
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Por eso se considera importante resaltar que el principal objetivo del teletrabajo consiste 
en contribuir al desarrollo sostenible, lo que implica favorecer la conciliación de las diversas 
dimensiones del accionar humano, que comprende al menos, las actividades económicas, 
sociales, ambientales y personales.

8) DIMENSIÓN ECONÓMICA

De las múltiples manifestaciones de la dimensión económica del teletrabajo, se destaca el 
impulso a la productividad, el ahorro de combustibles y el estímulo al desarrollo rural.

8.1) Impulso a la productividad

En el tanto subsista lo que en economía se denomina el problema económico, es decir, la 
demanda de que el Estado atienda necesidades ilimitadas de la sociedad, con recursos 
limitados, se tendrá un fuerte aliciente, para el estimular la productividad en sus instituciones, 
entendida ésa como la más positiva relación posible entre insumos y resultados.

Los incrementos de productividad asociados al teletrabajo, provienen de la reducción de 
la necesidad de transporte, de las mejoras en los cambios tecnológicos, del mejor uso de la 
información, de un menor tiempo para resolver los asuntos, de la mejor oportunidad y calidad 
de los servicios ofrecidos a la sociedad, de la reducción en los costos en tiempo de socialización 
de las oficinas, que se estima puede ser de un 35% del horario regular [22], de la reducción de 
los condicionamientos sociales para que un funcionario muy eficiente no supere el promedio 
de producción y de la mejoría en el nivel de satisfacción de los funcionarios que eventualmente 
contribuye a la estabilidad laboral.

Debe tenerse cuidado de no pretender milagros económicos para las instituciones, pues por lo 
general, las reducciones de costos para ellas no suelen ser inmediatas, sino a mediano plazo, 
e ir acompañadas de una redefinición de mayor uso de las áreas físicas de capacitación 
y reuniones, que a la postre se traducirán en ahorros en agua, luz, mantenimiento y demás 
gastos de sus instalaciones, además del mejor rendimiento, en el tanto que canaliza su gestión 
por resultados. A partir de lo anterior, se estima que el teletrabajo puede implicar ahorros 
mínimos de ocho horas semanales, es decir, de una jornada laboral completa, solo en tiempo 
de desplazamientos de los trabajadores, lo que Zamora esboza con un caso, al afirmar que:

“Si en Costa Rica el desplazamiento medio de traslado implica una hora diaria -por ejemplo de 
Cartago a San José o de Heredia a San José o de Desamparados a San José- (…) el tiempo –y 
sólo el tiempo, no estamos teniendo en cuenta el costo de el transporte ni sus costos sociales 
(…) sería el equivalente a doce semanas de trabajo es decir, el 25% de la jornada laboral” [23].

La Secretaria Técnica de Gobierno Digital, en Costa Rica ha realizado estimaciones que permiten 
esperar ahorros anuales por cada teletrabajador estatal, de entre 125.000 a 400.000.000 colones 
en un año”[24], cifras que al tipo de cambio de referencia del Banco Central de Costa Rica 
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del 29 de junio del 2010, equivalen entre US$236 a US$755.  Adicionalmente,  el teletrabajo 
al permitirles bajar los costos de instalaciones, el teletrabajo puede facilitar el surgimiento de 
PYMES y aumentar la rentabilidad de éstas, lo cual podría conducir a una mayor contribución 
fiscal, que a la postre representará mayores ingresos disponibles para el desarrollo del sector 
público. Por todo lo anterior, no es de sorprender que la disminución de los costos y el fomento 
de la competitividad, se destaquen como los principales motivos para la participación del 
Reino Unido, Francia, España e Italia, en el teletrabajo [25].

8.2) Ahorro de combustibles

El ahorro de combustible ha sido un fuerte inspirador del teletrabajo, específicamente en los 
años 70, cuando “en los Estado Unidos, en plena crisis del petróleo (…) el físico Jack Nilles,(…), 
mediante el uso de las entonces incipientes tecnologías de la comunicación, [buscó que] no 
fuera indispensable el traslado diario al centro de trabajo”  [26]. A ello se sumaron otros pioneros, 
como Nills, un profesor de la Universidad de Southern California, que en 1973, lo planteo como 
telecommuting o teledesplazamiento” [27].

Sin embargo, en Costa Rica el ahorro de combustible debe verse junto con otras consideraciones 
del manejo del empleo público, como el pago por concepto de zonaje que muchas instituciones 
reconocen a aquellos funcionarios que requieren de un desplazamiento habitual de su lugar 
de habitación para trabajar. Con el teletrabajo el zonaje podría tender a desaparecer, lo que 
por un lado representaría un ahorro para el Estado, pero también podría hacer que algunos 
sindicalistas y trabajadores consideren que se estén cercenando derechos laborales, por lo 
que la resolución de este asunto debe hacerse con mucho celo de las consideraciones legales 
y sociales pertinentes. Una posibilidad a analizar sería plantear alternativas que reemplacen el 
pago por zonaje, por incentivos asociados con las mejoras en productividad.

8.3) Estímulo del desarrollo rural

El teletrabajo le permite a personas que cuentan con el perfil adecuado para el ejercicio de 
la función púbica, poder ejercerla sin necesidad de cambiar su centro de residencia y por 
lo tanto, evitando todas las dificultades económicas y sociales que ello trae asociadas, pues 
como afirma Vidgain, el teletrabajo se puede utilizar para “frenar la desaparición de empleos 
en zonas rurales o alejadas(…)” [28], como lo sería en las denominadas provincias periféricas 
(Limón, Guanacaste y Puntarenas), de la misma manera que ha sido utilizado en el Reino Unido, 
Francia y Alemania, para desarrollar las economías locales, por medio del fomento del empleo 
en las regiones aisladas [29].

9) DIMENSIÓN SOCIAL 

Probablemente todas las manifestaciones del teletrabajo se podrían enmarcar dentro de la 
dimensión social, sin embargo, en éste apartado se destacan tres, que tienen implicaciones 
significativas en determinados colectivos.
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9.1) Efectiva equidad laboral de género

Aún son muchas las situaciones que se dan en la sociedad, donde la madre es el principal 
sostén económico del hogar, pero a su vez, conserva las responsabilidades de atender la casa 
y el cuido de los niños, por lo que al tratar de salir a trabajar, se topa con la exigencia de 
cumplir un horario laboral regular. Inmediatamente surge el conflicto, cuando la educación 
pública manda a los niños para la casa a las 10:30 a.m. en el ciclo preescolar y a las 12:00 m.d. 
en primero y segundo ciclos, lo que se agrava con los horarios alternos, de manera que resulta 
prácticamente  imposible que coincida con el horario laboral de alguna institución; a partir 
de ello, los niños se exponen a llegar a su casa y quedarse solos hasta avanzada la tarde, o la 
noche, con los grandes riesgos que ello implica.

Con el teletrabajo, se facilita a las mujeres en éstas condiciones, su incorporación efectiva al 
mercado laboral, con lo que se podría ayudar, a cerrar las brechas de desarrollo por género, 
que como indica el Estado de la Nación en Desarrollo Humano Sostenible [30], es importante 
en perjuicio de las féminas.

9.2) Acceso a personas con algún tipo de discapacidad

El teletrabajo puede facilitar el acceso al trabajo en general, independientemente de que 
la persona tenga dificultades para movilizarse, o de algún otro tipo; por eso, las Comisiones 
Institucionales en Materia de Discapacidad deberían integrarlos en su propuesta de los Planes 
Operativos Institucionales (POI).

En esta línea, llama la atención que la ley 7092, Ley de Impuesto Sobre la Renta, al definir 
los gastos deducibles de para reducir el pago del impuesto, indica que “Además, podrá 
deducirse una cantidad igual adicional [de sueldos, sobresueldo y otras beneficios pagados] a 
las personas con discapacidad (…) Asimismo, los costos por las adecuaciones a los puestos de 
trabajo y en las adaptaciones al entorno (…)” [31].

A partir de dicha normativa, se podría valorar que las adecuaciones para facilitar el teletrabajo 
a las personas con algún tipo de discapacidad, también deberían ser deducidas para pagos 
del impuesto sobre la renta. 

Conviene recordar que una importante cantidad de instituciones públicas están gravadas 
por el impuesto a la renta y para las instituciones que no están sujetas dicho gravamen, se 
podría plantear un mecanismo de estímulo alterno, de manera que para fines presupuestarios, 
las fijaciones y topes de crecimiento, no consideren las inversiones necesarias para integrar a 
los discapacitados por medio del teletrabajo, posición que podría sustentarse a partir de la 
ley 7600: Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad [32], que 
establece claras responsabilidades al Estado tendientes a que “las personas con discapacidad 
(…) alcancen su máximo desarrollo”.
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10) DIMENSIÓN AMBIENTAL

El teletrabajo también beneficia al ambiente, pues en el tanto menos personas necesiten 
movilizarse, se propicia un menor uso de los combustibles fósiles y por lo tanto, será menor a la 
contaminación que se genere:
 
“Veinte minutos diarios de desplazamiento hacia y desde la oficina suponen al cabo del año 
la perdida en la carretera de dos semanas estresantes de 400 horas laborales cada una. Si el 
5% de los trabajadores que se deslazan diariamente en los Ángeles lo hiciera en un solo día a la 
semana, se ahorrarían  205 millones de millas de viaje al año y se evitaría que 47.000 toneladas 
de productos contaminantes entrara en la atmósfera. El teledesplazamiento supone, pues, un 
ahorro de energía, una mejora de la calidad del aire y un aumento de la calidad de vida. No 
es un mal negocio” [33].

Adicionalmente, se tiene la reducción de la necesidad de desarrollo de edificaciones de 
oficinas y de infraestructura de transporte y la positiva proyección social que pueden tener las 
instituciones que acogen iniciativas amigas del ambiente.

11) DIMENSIÓN PERSONAL 

No obstante que la dimensión personal podría verse como parte de la dimensión social, aquí se 
detallan dos manifestaciones que interesa destacar por su carácter familiar.
 
11.1) Conciliación de la vida familiar y laboral

Este enunciado es una moneda de dos caras, pues si bien el teletrabajo puede favorecer la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral, también corre el riesgo de que el funcionario 
que lo practique no logre marcar la línea entre la vida privada y laboral, particularmente si 
el telebrabajo lo realiza en la casa de habitación, por lo que esta distinción necesariamente 
debe ser trazada conjuntamente con quienes convive el teletrabajador.

Para comprender la incidencia entre la vida familiar y la laboral, se puede tener en cuenta 
con frecuencia, cuando un trabajador inicia su jornada laboral, en realidad ya lleva al menos 
un par de horas laborando: arreglo personal, alistar a sus hijos, pasar a dejarlos a sus estudios 
y seguir manejando, entre el tráfico matutino, hasta el parqueo de la oficina o lidiar con el 
transporte público para llegar a tiempo al trabajo; por eso, en realidad la primera acción 
de todo empleado al llegar a la oficina, es descansar, pues “vienen de enfrentarse a una 
tarea más propia de un sargenteo instructor de marines que de un ejecutivo, por lo que no se 
puede esperar que den media vuelta, (…) y se pongan a trabajar inmediatamente de forma 
productiva” [34]. 

El teletrabajo puede ayudar a reducir significativamente muchas de esas tensiones, a la vez 
que se pueden tomar algunas medidas para paliar los posibles inconvenientes domésticos 
con genere; así pues, se pueden establecer vías telefónicas independientes, en el tanto sea 
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factible, separaciones físicas de las áreas de trabajo; incluso con entrada independiente del 
resto de la casa para que en el caso que la institución realice alguna labor de fiscalización, no 
se inmiscuya en el ámbito familiar.

Incluso hay algunas recomendaciones anecdóticas que pueden ser útiles, como que “Antes 
de comenzar a trabajar, usted puede ponerse el saco y salir, dar una vuelta a la manzana y 
entrar a trabajar´. Y luego, repetir el operativo a la hora de finalizar la tarea, (…) y ´regresar a 
casa´” [35].

En las relaciones laborales también se pueden tener beneficios, al disminuir problemas personales 
de funcionarios a los que les resulta difícil mantener buenas relaciones con sus compañeros, 
además de generarle ahorros en algunos gastos como lo son ropa, transporte y alimentación.

11.2) Atención de situaciones especiales

Se pueden identificar otras situaciones que también motivan la implementación del 
teletrabajo, como los hombres, que producto de divorcios o viudez, deben hacerse cargo 
de niños pequeños; padres con niños en la primera infancia, a fin de que al menos uno de 
ellos acompañe al menor; personas que deben atender a algún enfermo crónico o terminal, 
durante largos periodos; e instituciones con necesidades de atención continua, 24 horas al día, 
alternando los horarios conforme las diferencias horarias de diversas partes del mundo, por 
ejemplo las relacionadas con la regulación del sector financiero.

12) LAS NUEVAS RELACIONES LEGALES DEL TRABAJO

La falta de legislación no debe ser motivo para que los operadores legales nieguen justicia a 
quienes más la necesitan, incluyendo los trabajadores, no obstante, sí debe reconocerse que 
el campo de las regulaciones del teletrabajo es uno de los que requieren mayor desarrollo, 
particularmente en lo que se refiere a su aplicación en el sector público, que esta regido por el 
principio de legalidad (que implica que solo puede hacer lo que expresamente esta autorizado 
a hacer) y caracterizado por un alto nivel de formalidad. 

12.1) Ajustes y alternativas para la actualización de la normativa laboral

Los diversos cuerpos legales que rigen el accionar laboral costarricense no necesariamente 
concuerdan con el teletrabajo, toda cuenta que la mayoría de ellos, al igual que ha sucedido 
en otras naciones latinoamericanas, se emitieron mucho antes que ese concepto se comenzara 
a escuchar.

Además, dado que la aprobación de leyes suele requerir plazos que pueden ser extensos, y 
más aún si se tratan de modificaciones constitucionales, esperar que la normativa cambie  
puede implicar dejar expuestos a los teletrabajadores y a las instituciones a situaciones de 
incertidumbre y arriesgar la viabilidad de esta modalidad de trabajo.
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Ante esta situación corresponde a los operadores jurídicos, asumir una invitación y si fuera del caso 
autoinvitarse, para que haciendo uso de sus mejores dotes imaginativas, pero siempre dentro 
del marco de la legalidad, planteen alternativas novedosas para responder a los requerimientos 
del teletrabajo, así por ejemplo, se pueden explorar opciones como modificaciones internas a 
los contratos de trabajo, resoluciones de la DGSC, emisión de decretos ejecutivos y dejar para 
una última instancia, iniciativas que requieran aprobación legislativa.

12.2) Relación laboral

El Código de Trabajo en su artículo 18 establece que un contrato laboral es aquel en que “una 
persona se obliga a prestar a otra sus servicios o a ejecutarle una obra, bajo la dependencia 
permanente y dirección inmediata o delegada en ésta, y por una remuneración de cualquier 
clase o forma”.

Al efecto, Alpizar, resalta que “la subordinación se ha convertido en elemento vital por 
excelencia para determinar si la relación es de naturaleza laboral” [36], pero con el surgimiento 
de nuevas ocupaciones, el alto grado de especialización y el uso de las tecnologías para 
trabajar a distancia, necesariamente cambia la forma de percibir la subordinación; por 
ejemplo, aún cuando el patrono no tenga idea de cómo se realiza el diseño de un nuevo 
programa de computo, ello no priva que el trabajador (técnico especializado) está sujeto, a 
la subordinación en tanto debe atender a los requerimientos inicialmente planteados por el 
superior. 

La subordinación no depende de la constancia de instrucciones por parte del superior, ni es 
necesaria la convivencia entre éste y el subordinado para que aquél siga sus instrucciones, como 
sucede cuando se envía a cualquier funcionario a una gira, ya sea local o internacionalmente. 
Es así como Durante plantea la telesubordinación, como tema de discusión, por las dificultades 
de su comprobación, a lo cual agrega la advertencia de cuidarse de los excesos de instrucción 
y control, cuando plantea “la posibilidad de imponer límites al excesivo control que tiene el 
patrono sobre el espacio íntimo de sus trabajadores, en virtud de [los] avances tecnológicos” 
[37].

Por lo tanto, se tiene que el distanciamiento físico que implica el teletrabajo, entre el teletrabajador 
y el patrono, por sí mismo no afecta la subordinación y menos los otros elementos esenciales 
de la relación laboral (prestación de servicios y remuneración), por lo que esta modalidad de 
trabajo, no tiene porque debilitar la relación laboral, ya sea que ésta se encuentre definida 
por el Estatuto de Servicio Civil o el Código de Trabajo. Esto no contradice que el teletrabajo, 
por su naturaleza, requiera el establecer ciertos ajustes en cuanto a la forma de brindar los 
servicios y ejecutar la supervisión, pero el requerimiento de ajustes es hábito regular en múltiples 
disciplinas, sin que por ello se cuestione la existencia del vínculo laboral, lo cual se ha querido 
resaltar contra cualquier intento de reducir el teletrabajo a materia tutelada por el derecho 
mercantil o civil.
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12.3) Salud ocupacional

El artículo 195 de la Ley Nº 2: Código de Trabajo, establece que 

“Constituyen riesgos del trabajo los accidentes y las enfermedades que ocurran a los 
trabajadores, con ocasión o por consecuencia del trabajo que desempeñen en forma 
subordinada y remunerada, así como la agravación o reagravación que resulte como 
consecuencia directa, inmediata e indudable de esos accidentes y enfermedades”.

Se puede notar que no se distingue si la labor se realiza en las instalaciones de la institución 
o empresa, en una casa de habitación u otro lugar, por lo que se tiene que el patrono sigue 
siendo responsable de las condiciones de seguridad e higiene laboral del telefuncionario, aún 
cuando éste se encuentre laborando en cualquier otra localidad autorizada por la entidad. A 
su vez, ello implica que el patrono, necesariamente tiene el derecho de verificar las condiciones 
físicas en que el telefuncionario desempeña su labor, todo ello sujeto a previa coordinación y 
con el respeto que la vida privada del mismo y de su familia. 

En todo caso, es deber del patrono, informar al teletrabajador sobre las políticas que ha 
establecido en materia de seguridad ocupacional y de igual manera es responsabilidad del 
subordinado, respetar y cumplir con aquellos aspectos que son de su competencia. 

Además, por la particularidad de que el lugar donde desarrollan las telefunciones es parte 
de su ámbito privado y la imposibilidad para cualquier patrono de revisar constantemente las 
casas de sus teletrabajadores, que se entiende que es responsabilidad del teletrabajador el 
informar, sobre cualquier inconveniente que tenga en materia de salud ocupacional para que 
el patrono resuelva lo pertinente.

Indudablemente el asunto de salud ocupacional referido al teletrabajo se presta para un 
mayor análisis y es por ello, que el artículo 5º del Decreto sobre Teletrabajo, nombra al Instituto 
Nacional de Seguros (INS) como parte del Equipo Coordinador de esta iniciativa. Queda al 
INS el reto de investigar y desarrollar lo pertinente en cuanto a salud ocupacional aplicable al 
teletrabajo y velar por su implementación.

12.4) Seguridad ocupacional

Difícilmente el grueso de la población dispone de los medios para reservar espacios adecuados 
en su casa para teletrabajar, incluyendo la instalación y conservación de los equipos necesarios; 
adicionalmente,  la intromisión de artefactos tecnológicos dentro del ámbito familiar, sin la 
debida previsión, puede exponer a niños y otros miembros del hogar a condiciones de 
riesgo que no necesariamente estén listos para atender. A su vez, las distintas instituciones no 
necesariamente están capacitadas para valorar las condiciones óptimas de salud ocupacional 
para teletrabajar. Una alternativa que a nivel de Gobierno podría impulsarse, es la creación de 
un cuerpo especial de asesores e inspectores de seguridad ocupacional para estaciones de 
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teletrabajo, de manera que cada institución no se vea en la necesidad de hacer valoraciones 
por demás riesgosas en una materia. Podría ser deseable que este cuerpo de asesores e 
inspectores surgiera, o al menos dependiera, del INS, quien tiene un importante acervo de 
conocimientos en temas de seguridad ocupacional.

Por otro lado, el Código de Trabajo, en su artículo 69, indica que “son obligaciones de los 
patronos: (…) d. Dar oportunamente a los trabajadores los útiles, instrumentos y materiales 
necesarios para ejecutar el trabajo (…) e. Proporcionar local seguro para la guarda de los 
instrumentos y útiles del trabajador”. Nótese que la relación establecida entre el patrono y el 
suministro que el mismo hace al trabajador de útiles, instrumentos, materiales y locales, no está 
restringida a las oficinas de la institución o empresa, por lo que la responsabilidad del patrono a 
dotar de condiciones físicas adecuadas al teletrabajador, se puede extender a la teleoficina. 

Desde la óptica del teletrabajador, podría esperarse que al tratarse la teleoficina de un lugar 
elegido por él mismo, debería de poner su mejor empeño en que dicho espacio sea óptimo. 
Donde es más probable que surja discusión, es respecto a quién debe asumir los costos que 
implique generar dichas condiciones, tema que por el momento, se considera debe resolverse 
en cada caso individualmente, dependiendo de las condiciones particulares de la institución 
y sus funcionarios. 

12.5) Trabajo a domicilio

Durante plantea que “una vez que a la vida jurídica nace una nueva figura, la primera tarea 
del operador o intérprete del derecho es determinar su naturaleza jurídica, incluyéndola en 
la regulación de algunas de las figuras ya existentes o bien reclamando una regulación ad-
hoc”. [38]. Por ello, es comprensible que se busque en la figura del trabajo a domicilio, algunos 
elementos que puedan, al menos por analogía, servir para la regulación del teletrabajo; es así 
como se llega al artículo 109 del Código de Trabajo, donde define trabajo a domicilio como 
“los que elaboran artículos en su hogar u otro sitio elegido libremente por ellos, sin la vigilancia 
o la dirección inmediata del patrono o del representante de éste”.

De dicha definición resulta evidente la presencia del elemento de dirección por parte del 
patrono, aún cuando aquel esté ausente durante la realización del trabajo. Sin embargo, el 
trabajo a domicilio está dirigido particularmente a labores orientadas a la manufactura, como 
bien lo evidencia el artículo 113 del Código de Trabajo al indicar que “Las autoridades sanitarias 
o de trabajo prohibirán la ejecución de labores a domicilio (…) cuando en el lugar de trabajo 
imperen condiciones marcadamente antihigiénicas, o se presente un caso de tuberculosis o 
de enfermedad infecto-contagiosa.”. En su lugar, el teletrabajo se relaciona con el trabajo 
intelectual

Por lo tanto, se tiene que la normativa existente sobre el trabajo a domicilio, a lo sumo puede 
considerarse como una referencia interesante, pero de ninguna manera como equiparable a 
las necesidades del teletrabajo. 
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12.6) Proyectos de Ley

Se tiene que con el expediente 16.030, se presentó a la Asamblea Legislativa un Proyecto de 
Ley para actualizar las jornadas de trabajo excepcionales y resguardar los derechos de los 
trabajadores, que puede ser de gran utilidad para normar la flexibilidad horaria del teletrabajo 
[39]. Esta reforma al Código de Trabajo se pretendió impulsar como parte de las estrategias del 
Gobierno para enfrentar la crisis financiera internacional en el 2008-2009 y evitar los despidos 
[40]. Sin embargo, la reforma prácticamente ha quedado archivada, por lo que debe tenerse 
presente que más allá de la flexibilización de la jornada, sin la normativa legal adecuada, la 
implantación del teletrabajo puede ser difícil [41], por lo que se tienen dos posible caminos a 
seguir:

a) Una reforma al actual Estatuto de Servicio Civil y del Código de Trabajo.

b) Aprobar una ley especial que regule el teletrabajo, inspirada a partir de las experiencias de 
otras naciones y tropicalizadas a las condiciones nacionales, donde se trate adecuadamente, 
al menos los siguientes asuntos: 

• definición de la existencia de la subordinación,
• igualdad del derecho al salario que los trabajadores presenciales, 
• obligaciones del patrono respecto a los gastos en electricidad, papelería, comunicaciones, 
etc. 
• criterios para la seguridad social y seguros tanto por riesgos del trabajo como por equipos, 
• confidencialidad de la información, 
• eventuales implicaciones impositivas (resolución sobre posibles deducciones del impuesto 
sobre la renta de las inversiones que el trabajador, la institución o empresa realicen),
• promoción de organizaciones laborales y 
• control, incluyendo las limitaciones al mismo para preservar la intimidad.

12.7) Decreto Ejecutivo N° 26662-MP: Sobre horarios flexibles

El decreto 26662 [42], autoriza la aplicación de horarios flexibles en instituciones cubiertas 
por el Régimen de Servicio Civil, y aún cuando no necesariamente se redactó pensando en 
el teletrabajo, se tienen algunos elementos que le son aplicables, en el tanto formalizan la 
flexibilización de las horas de entrada y salida de la jornada laboral.

Respecto a las nuevas relaciones legales del trabajo que implica el teletrabajo, se puede 
concluir que la normativa laboral vigente en Costa Rica, permite identificar antecedentes en 
cuanto a variación de la jornada laboral y sobre trabajos realizados fuera de las instalaciones del 
patrono, a la vez que el uso de instrumentos tecnológicos es regular en muchas ocupaciones, 
por lo que se cuenta con elementos normativos mínimos para el desarrollo de dicha modalidad 
laboral. Sin embargo, falta una normativa que unifique todos estos elementos en un mismo 
cuerpo, de manera que se formalice la modalidad laboral de teletrabajo en el sector público, 
atendiendo las particularidades de dicho sector.
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13) A MANERA DE CONCLUSIÓN

La incursión del teletrabajo como modalidad de prestación de servicios, es una forma más de 
manifestación de los cambios de la globalización, en éste caso, apoyados por la tecnología 
y de la cual no se le ve posibilidades de retorno. Es decir, tarde o temprano, los diversos 
agentes económicos que interactúan en la sociedad, deberán de valorarlo y muchos de ellos, 
procederán a implementarlo, incluyendo el sector público. Ante la imposibilidad de revertir 
la tendencia hacia el teletrabajo, el modesto avance que se ha identificado en el desarrollo 
del teletrabajo en el empleo público costarricense, solo puede tomarse como una atenta 
invitación a apoyar y acelerar su desarrollo, asunto para lo cual, puede resulta útil la difusión 
de material que acerque esa modalidad laboral, a la realidad tica del empleo público. Por 
otro lado, el Barómetro de la Profesionalización de los Servicios Civiles de Centroamérica y 
República Dominicana, permite identificar importantes similitudes entre las funciones públicas 
de la región, por lo que los avances de experiencias y desarrollos documentales que puedan 
intercambiarse entre los diferentes países, pueden ser un importante aliado para la pronta y 
efectiva difusión del teletrabajo, para que los respectivos regímenes de empleo público disfruten 
de sus beneficios, y más aún, para mejorar los servicios que la sociedad recibe del Estado. 

IMPORTANTE: Especial reconocimiento y agradecimiento a la Licda. Ginette Morales Duran, por 
su colaboración con el abstract.
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Sumario

El presente ensayo aborda los principios emanados de la Constitución Política de Costa 
Rica relacionados con el empleo público costarricense a saber, Principio de <<Participación 
Igualitaria>> en concursos de oposición, Principio de <<Idoneidad y Eficacia>> en selección 
de personal, Principio de <<Mérito>> a través del concurso de selección; Principio de 
<<Taxatividad>> de los requisitos de selección; Principio de <<Estabilidad Propia>> en el empleo 
público; Principio de <<Prohibición de Estabilidad Propia>> en empleados de confianza; 
Principio de Prohibición de Sustitución de <<Interino por Interino>> y Principio de Prohibición del 
<<Jus Variandi Abusivo>> en las relaciones laborales de empleo público.1

Palabras claves

Concursos de oposición, selección de personal, empleo público costarricense, empleados de 
confianza, relaciones laborales, Sala Constitucional

Abstract

This paper addresses the principles emanating from the Costa Rican National Constitution related 
to public employment namely Principle of Equal Participation in competitive examinations, 
Principle of Adequacy and Effectiveness in recruitment, Princile of Mérito through the competitive 
selection process; Principle or taxatividad in the selection requirements; Principle of Self stability 
in public employment; Principle of Self Prohibition of stability in employees confidence; Principle 
of Replacement Ban for Acting Interim and Principle of Prohibition of abusive Jus variandi on 
public employment of labor relations.

Key words
Competitive examinations, recruitment, Costa Rican public employment, confidential 
employees, labor relations, Constitutional Chamber

1. En el caso de la aplicación del artículo 103.3 de la Constitución española, que remite y establece los 
criterios distintivos en torno al concepto de estatutos de los funcionarios, ver a SANCHEZ MORON, (Miguel),  
“Derecho de la Función Pública”, pág.  66 y sgte. -Capítulo III: Bases Constitucionales de la Función Pública-, 
Antología Curso “Función Pública: ¿Relación estatutaria o relación Laboral?”, Maestría  en Derecho del Trabajo 
y Seguridad Estatal, Sistema de Estudios de Posgrado, Universidad Estatal a Distancia, 2002.
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  2. CANASI, (José)  “Derecho Administrativo”, Buenos Aires, Ediciones De Palma, Tomo II, 1974, pág. 692.   Para MARTÍNEZ de 
POSÓN,  “Por relación estatutaria de los funcionarios, en sentido formal, debe entenderse aquella que se entabla entre aquellos 
y la Administración Pública y cuyo contenido (los derechos y obligaciones del funcionario en el seno de esa relación) aparece 
definido unilateralmente a través de una norma jurídica que puede ser modificada por quien tiene atribuida la competencia para 
ello”,  en “Los Derechos no Económicos de los Funcionarios, en Especial, El Derecho al Cargo”, Situación Actual y Tendencias de la 
Función Pública Española, Granada, 1988, pág 335.  

 3. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Voto Nº 0423-95 de las nueve horas treinta y tres minutos del veinte 
de enero de mil novecientos noventa y cinco.

 1. Introducción

El presente artículo tiene la intención de sistematizar los aportes dados por la jurisprudencia 
vinculante de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, en 
referencia a las relaciones de empleo público suscitadas en nuestro sistema jurídico. Para 
entender los alcances inherentes al sector público, es imperioso tratar de conjugar y hasta 
clarificar en materia de contratación de los colaboradores, hasta dónde se desarrolla un 
régimen de empleo sometido al derecho administrativo y cuándo se vincula al derecho laboral 
de carácter privado, aspecto que no ha sido un asunto de fácil resolución. En otras latitudes se 
suscita una polémica en torno a lo que se ha denominado como progresiva laboralización del 
régimen de empleo público. 

Dejando de lado la anterior situación, es preciso indicar que aquellos regímenes que establecen 
un marco regulatorio dentro del sector público para el ejercicio del empleo, se denominan 
regímenes estatutarios, por lo que se ha definido al Estatuto como “un conjunto de normas 
legales que regulan los deberes, derechos y obligaciones de los agentes de la Administración 
Pública (…) y que garantiza el pleno ejercicio de la relación jurídica de aquellos con el Estado”2. 

El Estatuto busca dar seguridad jurídica y protección al funcionario o empleado público, por lo 
que si éste no contiene garantías de debido proceso, no puede ir en contra de lo preceptuado 
en la Ley General de la Administración Pública, legislación que habría que aplicar en esta 
situación3. Nuestra Carta Política vigente, decretada el 7 de noviembre de 1949 estableció 
en su articulado las bases del Servicio Civil (Título XV). En este sentido, los artículo 191 y 192 
enuncian respectivamente lo siguiente:

“Un estatuto de servicio civil regulará las relaciones entre el Estado y los servidores públicos, con 
el propósito de garantizar la eficiencia de la administración”
(…..)
“Con las excepciones que esta Constitución y el estatuto de servicio civil determinen, los 
servidores públicos serán nombrados a base de idoneidad comprobada y sólo podrán ser 
removidos por las causales de despido justificado que exprese la legislación de trabajo, o en el 
caso de reducción forzosa de servicios, ya sea por falta de fondos o para conseguir una mejor 
organización de los mismos”

Es conveniente enfatizar que el régimen estatutario tanto del Servicio Civil como aquellos surgidos 
en otros entes de la Administración Pública (p.e. instituciones autónomas y semiautónomas, 



4. Véase al respecto el punto tercero de la Sección I de la Segunda Parte de HABA, (Enrique Pedro) y BARTH JIMÉNEZ, (Francisco),  
“Los Principios Generales del Derecho”, San José Costa Rica, Editorial Investigaciones Jurídicas S.A., primera edición, setiembre 
2004, págs 175-189. 

5. PÉREZ LUÑO, (Antonio Enrique), “Derechos Humanos, Estado de Derecho y Constitución”, Madrid, Editorial Tecnos, sétima edición, 
2001. 
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universidades, régimen municipal), tienen un fundamento constitucional basado en la necesidad 
de la continuidad del servicio público y la eficiencia del mismo. En concordancia con este 
imperativo constitucional, la normativa vigente y el desarrollo jurisprudencial han desarrollado 
principios aplicables para quienes aspiren a ser contratados dentro de la función pública. 
A partir de diferentes resoluciones del Tribunal Constitucional, que establecían la existencia 
de un régimen estatutario con rango constitucional (p.e. el Voto Nº 1696-92) y de anteriores 
criterios doctrinarios, entre ellos, los expresados por conocidos juristas nacionales, tales como 
Eduardo Ortiz Ortiz y Mauro Murillo Chaves, se desarrollan los llamados Principios Estatutarios, 
recogidos en el dictamen C-095-97 de la Procuraduría General de la República, entre los que 
invocan los siguientes: Principio de idoneidad comprobada y eficiencia; Principio de igualdad 
aplicado en un concurso previo a través del llamado sistema de contratación mediante 
oposición; Principio de estabilidad laboral y el Principio de la imposibilidad de convenir entre 
sí las partes las condiciones de la relación, mediante el cual, las condiciones de la prestación 
del servicio público no queda al arbitrio de los contratantes, rigiendo al respecto el estricto 
apego al principio de legalidad que rige las actuaciones de la administración pública. En 
razón de lo anteriormente expuesto, los regímenes estatutarios han desarrollado sus principios 
programáticos, inspirados en la legislación vigente.  

De nuestra parte, vamos a desarrollar los anteriores principios sea de manera implícita o explicita, 
junto con otros más, al tenor de la jurisprudencia vertida por la jurisdicción constitucional. Hemos 
detectado al menos ocho principios emanados de la jurisprudencia de la Sala Constitucional, 
siendo que esta caracterización nos permitirá determinar para los efectos de este trabajo, las 
líneas fundamentales de acción que emanan de los pronunciamientos constitucionales, así 
como su incidencia en la prestación del empleo dentro del sector público.

2. Los principios emanados de la Constitución Pública relacionados con el empleo público 
costarricense

En materia de principios de interpretación jurídica, podemos encontrar los denominados 
“principios generales del derecho” y para la materia que nos ocupa, los “principios de 
interpretación constitucional”. En relación con los primeros, BARTH JIMÉNEZ nos habla sobre 
las grandes discrepancias prevalecientes entre los juristas, por discernir y consensuar tales 
principios. Las objeciones van desde lo que se considera doctrinalmente por esta fuente 
jurídica, pasando por el carácter relativo o absoluto de los mismos, hasta su importancia para 
la disciplina jurídica4. Si nos referimos a los principios específicos de interpretación en el orden 
constitucional, la doctrina ha decantado diferentes posturas en este sentido. Tenemos que 
para un autor, esta posibilidad se puede desarrollar a través de modalidades como las de a) las 
posturas metodológicas formalistas; b) la interpretación material y c) la integración sistemática5. 
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6. BIDART CAMPOS, “Interpretación de Derechos Fundamentales”, Editorial Helisata, Buenos Aires, 1993, pág. 387.

7. Así lo establece BIDART CAMPOS, Op Cit, pág. 390.

8. Ibíd, pág.  391.  

9. En este sentido tenemos a GUASTINI, (Ricardo)  “Estudios sobre la Interpretación Jurídica”, México, Editorial Porrúa, tercera edición, 
2001, pág. 131.  Para PEREZ LUÑO, en el momento de interpretar la Constitución bajo el método de interpretación sistemática,   “…
se parte del presupuesto de que el ordenamiento jurídico en su conjunto debe ser considerado como un sistema caracterizado por 
la coherencia del contenido de las diversas normas que lo integran y dotado de una unidad orgánica y finalista”, en “Derechos 
Humanos, Estado de Derecho y Constitución”, Op Cit, pág 273.

10. HERNANDEZ VALLE, (Rubén)  “Fundamentos y límites de la Justicia Constitucional”, en Revista Ivstitia, No 82, San José Costa Rica, 
1993, pág. 12.

11. Se ha dicho en la doctrina que básicamente “La actividad interpretativa consiste en atribuir sentido a algo”, HERNÁNDEZ 
MARÍN, (Rafael) “Interpretación, subsunción y aplicación del Derecho”, Madrid, Marcial Pons, Ediciones jurídicas y sociales s.a, 
1999, pág. 30.

Por su parte, para BIDART CAMPOS, existen dos premisas para la interpretación de normas 
constitucionales: existen normas en la Constitución que declaran derechos; y cuando hay 
que aplicar esas normas, es necesario interpretarlas, tal interpretación a cargo de los órganos 
estatales configura interpretación orgánica6. En el canon interpretativo de la Constitución, 
debe acudirse a una “interpretación valorativa”, que utiliza los valores que han sido objeto 
de recepción en la normativa de la Constitución. Este tipo de interpretación valorativa toma 
en cuanto la necesidad sistemática y coherente de la Constitución, la integridad económica 
y jerárquicamente escalonada del orden jurídico en su totalidad, la concordancia necesaria 
de las normas infraconstitucionales con la Constitución, y el contexto interrelacionado de 
unas y otras, así como la fuerza expansiva, precautoria y optimizante del plexo de derechos 
contenidos en la misma Constitución7. Esta modalidad interpretativa se aparta de la integración 
tradicional  e las normas. La integración, pues, parte del presupuesto de que el caso que debe 
ser resuelto carece de una norma que lo enfoque, a diferencia de la interpretación, que parte 
del presupuesto de que hay una norma a la que debe desentrañársele su sentido8. 

Correlativamente a lo expuesto sobre la interpretación valorativa, debe tomarse como su 
base de análisis, una serie de principios de necesidad inclaudicable. Ha sido conteste en la 
doctrina que la constitución debe verse como un todo sistemático en cuanto a sus normas, 
que guardan íntima relación entre sí9. Ahora bien, otro elemento que se debe tomar en 
cuenta en el momento de realizar la función interpretativa constitucional, es asumir que ésta 
es más que una norma suprema del ordenamiento: enuncia normas, principios y valores10.
Asimismo, independientemente de la interpretación que se acoja a través de los principios del 
Derecho, es menester indicar que la interpretación como actividad intelectual, es una técnica 
encaminada a indagar y reconstruir un significado dentro del mundo social, persiguiendo 
un fin útil, de solución de los conflictos suscitados. Ahora bien, la interpretación tiene varias 
acepciones desde un punto de vista jurídico:

(a) Interpretar es determinar el sentido y alcance de las normas jurídicas11;
(b) Interpretación es averiguar lo que tiene valor normativo. De este modo se amplía la función 



115

Alfonso Chacón Mata

12. PACHECO GOMEZ, (Máximo), en “Introducción al Estudio del Derecho”, Editorial Jurídica Andrés Bello, Chile, 1992, págs 374-375.

13.  SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Voto Nº 6448-94, de las diecisiete horas cincuenta y siete minutos 
del dos de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro.

interpretativa a la delimitación del campo de lo jurídico, comprendiendo tanto la concreción 
de las fuentes como la determinación de su sentido.
(c) Interpretar es una operación del espíritu que acompaña al proceso de creación del derecho 
al pasar de la norma superior a una norma inferior12.

En el caso de la Sala Constitucional y su interpretación de aquellos principios derivados de la 
Carta Magna, aplicables a las relaciones acaecidas en la administración pública, hemos visto 
cómo la jurisprudencia constitucional impone una visión que interpreta que, el contrato entre 
los servidores públicos y el Estado, tiene su propia y singular dinámica. Se fundamenta en los 
alcances del denominado <<régimen estatutario>>, que se desprende de los numerales 191 y 
192 constitucionales, según hemos dicho antes. Al respecto, vamos a ir abordando una serie de 
principios propios, de acuerdo con lo vertido por el mismo tribunal constitucional, reseñando 
las interpretaciones específicas-valorativas que se suscitan en el marco de las relaciones de 
empleo público. 

2.1 Principio de <<Participación Igualitaria>> en concursos de oposición

Uno de los aspectos más claros para la jurisprudencia de la Sala Constitucional, consiste en 
determinar que para esta instancia judicial tratándose de los concursos de antecedentes 
para aspirar a determinados puestos, la tutela constitucional se agota, con el derecho de 
participación igualitaria que tienen los oferentes para integrar la nómina o terna respectiva. 
Los incisos d) y e) del artículo 20 del Estatuto de Servicio Civil, establecen como requisitos para 
ingresar al régimen, el “Demostrar idoneidad sometiéndose a las pruebas, exámenes o concursos 
que contemplan esta ley y sus reglamentos” y “Ser escogido de la nómina enviada por la oficina 
encargada de seleccionar el personal” (SUBRAYADO NUESTRO). Nótese que estamos ante un 
concurso, al cuál se accede únicamente a través de ternas, para recaer finalmente en una 
escogencia determinada. Sin embargo, es imprescindible destacar que una vez confeccionada 
la terna, con lo que cuenta el interesado es una simple expectativa a ocupar el cargo para el 
que opta, de manera que, no corresponde revisar en esa sede jurisdiccional, la decisión que 
los órganos tomen sobre el particular, en ejercicio de las facultades discrecionales con que 
cuentan para ello. La inconformidad que se suscite en torno a la decisión comporta un conflicto 
de mera legalidad y no de raigambre constitucional; y al respecto ha dicho lo siguiente “…
en todo caso, revisar tal determinación en esta jurisdicción implica revisar los criterios técnicos 
empleados por el órgano competente para tomarla, lo cual excede la naturaleza y los fines 
del amparo.”13 En este sentido, el examen de la jurisdicción constitucional no podría versar a 
manera de ejemplo, en la ponderación de los factores o criterios de selección; o en analizar 
si es factible revisar la fijación de los requisitos que influyen en una determinada selección. 
La participación es más visualizada como el <<acceso>> sin discriminación y, por ende, en 
correcta aplicación de los cánones de igualdad, a los determinados puestos de selección 
de personal que se ofertan. El régimen de servicio civil ha diseñado un procedimiento para 
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la implementación de los concursos de oposición14 y en lo que interesa, la participación se 
empieza a materializar con la declaratoria de un candidato elegible por haber aprobado 
todas las pruebas satisfactoriamente (art.3 inciso l del Reglamento al Estatuto de Servicio 
Civil). Posteriormente, el candidato elegible puede participar con varias personas en la misma 
condición, realizando las pruebas que en cada caso, considere necesario efectuar la Dirección 
General de Servicio Civil. (Reglamento al Estatuto de Servicio Civil, Artículo 3, inciso n).

2.2 Principio de <<Idoneidad y Eficacia>> en selección de personal 

Por otra parte, en torno a los principios de idoneidad y eficacia, el tribunal constitucional los 
caracteriza a la luz de la sentencia número 3125-95 de las dieciséis horas veinticuatro minutos 
del catorce de junio de mil novecientos noventa y cinco, de la siguiente manera: 

“III. PRINCIPIO DE IDONEIDAD.- Así como la Constitución Política exige en los artículos 191 y 
192, que para el ingreso al régimen del Servicio Civil, se debe exigir la comprobación de la 
idoneidad, a la vez se debe exigir eficacia en el cumplimiento del cargo...” 
De acuerdo con lo anterior, los principios de idoneidad y eficiencia, deben estar presentes, 
siempre, en toda relación de servicio. En la sentencia antes indicada, la Sala aclaró lo que 
sigue: 
“Desde luego que debe entenderse que el legislador ordinario podrá concebir los medios 
adecuados, distintos o variados, para que la demostración de ambos principios sea una realidad 
en los términos de la norma constitucional y no una mera apariencia que haga nugatorios 
sus efectos. Para ello la norma jurídica, que tenga como fin desarrollar esos principios, debe 
estar impregnada de un alto contenido de razonabilidad y proporcionalidad, a los efectos 
que la actuación del administrador obedezca a criterios objetivos, imparciales y equitativos, 
de tal manera que el sistema o régimen particular, en este caso, el de la Caja Costarricense 
de Seguro Social, sea una digna expresión del espíritu de la norma como fue concebido por 
el constituyente originario.”

En la normativa de servicio civil, el artículo 22 del Estatuto reza que la selección de los aspirantes 
para puestos en propiedad, se hará por medio de pruebas de idoneidad para quienes satisfagan 
los requisitos previos dispuestos en el Capítulo IV. Se establece además, que las pruebas de 
idoneidad se calificarán con una escala del uno al ciento, entendiéndose como un setenta la 
calificación mínima aceptable15.  Entre los precedentes dictados por la jurisprudencia sobre este 
aspecto, tenemos que una recurrente consideró ilegítimo que la Dirección General de Servicio 
Civil la excluyera del proceso concursal Nº 05-05, por haber reprobado los test psicométricos 
a los que fue sometida en dicho procedimiento, evitando así que pueda realizar las demás 
pruebas, en aras de demostrar su idoneidad para ocupar un cargo. La amparada consideró 
que se ha vulnerado su derecho a la igualdad y derecho a la estabilidad. Sobre este particular, 

14. Ministerio de la Presidencia, Dirección General de Servicio Civil “Procedimiento Nombramientos en Propiedad Vía Concursos 
de Oposición”, Área Gestión de Recursos Humanos, Unidad Desarrollo y Transferencia Técnica, Proceso Gestión de Empleo,  2009. 

15. Estatuto de Servicio Civil, artículo 23.
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la Sala Constitucional menciona los antecedentes del Voto Nº 2580- 1998 de las 10:03 hrs. del 17 
de abril de 1998, señalando en cuanto al tema de las evaluaciones psicométricas, lo siguiente:

‘(…) v - De mayor trascendencia aun para el asunto sub examine es destacar que las pruebas 
médicas y psicológicas tienen, a los ojos de la ley, un carácter esencialmente complementario. 
No integran la calificación global de los concursantes, y no pueden operar como una 
condición para excluir a priori a los participantes. En otras palabras, las valoraciones médicas, 
psicológicas y socio–económicas deben ser efectuadas de manera paralela al examen de 
las restantes características de los candidatos en el plano académico y profesional, nunca 
de modo previo y como condicionante para lo segundo. Además, los aspectos que sean 
objeto de examen en cada uno de esos planos (médico, psicológico y socio–económico) 
deben ser, estrictamente, los que resulten directamente relevantes al cargo concursado, de 
acuerdo con los perfiles que –de manera técnica y objetiva– hayan sido previamente definidos 
para el puesto en cuestión. Jamás podría utilizarse esos instrumentos para la detección de 
características personalísimas de los individuos, irrelevantes a efectos del desempeño del 
cargo, cuyo examen vendría a comportar una discriminación odiosa y una ilegítima invasión del 
ámbito de intimidad que la Constitución Política garantiza a todos los ciudadanos. Finalmente, 
es claro también que el resultado de esas pruebas no puede tener un efecto de separar a un 
candidato del concurso más que si de él se desprende la existencia de un impedimento grave 
e insubsanable, que efectivamente imposibilite para el desempeño de la judicatura, aspecto 
que se deberá valorar caso por caso. (…)’ . IV.- CASO CONCRETO. De conformidad con el 
precedente parcialmente reproducido, las pruebas psicométricas que se llevan a cabo en los 
distintos procesos concursales que realiza la Administración, tienen un carácter eminentemente 
complementario y no pueden, de ninguna forma, convertirse en un requisito de exclusión 
previa dentro de los citados concursos. En ese sentido, el aceptar el carácter excluyente 
de las pruebas psicométricas dentro de los concursos abiertos por la Administración, implica 
interponer aspectos de evaluación complementarios por encima de aquellos que conforme 
lo dispuesto en los artículos 191 y 192 de la Constitución Política, constituyen el verdadero 
fundamento de la idoneidad de los servidores públicos, a saber, los aspectos académicos y 
la experiencia profesional. Con vista en lo anterior, en el presente asunto se tiene por probado 
que la recurrente participó en el Concurso Externo Nº 05-05 de la Dirección General del Servicio 
Civil, en el que realizó una serie de pruebas psicométricas en las que obtuvo una calificación 
de 68.43, lo que le impidió acceder a las siguientes fases del citado concurso, en las que se 
evaluarían la experiencia profesional y los atestados académicos de los participantes, tal y 
como se desprende de la prueba aportada por la recurrente a folios 58-64 del expediente. En 
ese sentido, el proceder de la autoridad accionada vulnera los derechos de la recurrente, pues 
cercena sus posibilidades y expectativas para ser evaluada en aspectos tanto académicos 
como de experiencia profesional, criterios que engloban la evaluación de la idoneidad laboral 
para acceder a cargos cubiertos por el Servicio Civil a la luz de lo dispuesto en el artículo 192 de 
la Constitución Política, limitando de esta forma los derechos fundamentales de la amparada 
al trabajo y al acceso a la función pública”16.
16. Cfr. Véase el voto salvado del Magistrado Armijo Sancho, quién establece una vinculación entre ideoneidad y prueba 
psicométrica.  SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Voto Nº 2007-004194, de las doce horas y cincuenta y 
siete minutos del veintitrés de marzo del dos mil siete.
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17. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Voto Nº 2010-01874, de las once horas y cincuenta y cuatro minutos 
del veintinueve de enero del dos mil diez.

Es importante destacar que los poderes públicos no pueden invocar la idoneidad, mediante la 
imposición de requisitos de admisión que impliquen discriminación personal, dado que estamos 
ante límites infranqueables que tutelan el derecho a la intimidad, que se constituye en otro 
referente de la tutela constitucional. En este sentido, un recurrente alega ante la jurisdicción 
constitucional, que en el proceso de reclutamiento y selección para trabajar en una entidad 
pública se le exige, entre otros exámenes, hacerse la prueba del VIH/Sida. Señala que le indicó 
a la persona encargada de la Comisión Evaluadora del Personal que ingresa a laborar a ese 
centro médico, que es portador de VIH, por lo que no se iba a hacer ese examen ya que viola 
sus derechos, siendo el desenlace que le contestaron que nunca va a trabajar ahí por ser 
una persona enferma. La Sala Constitucional entiende que en el caso narrado, se está ante 
una discriminación prohibida por una serie de disposiciones tanto de orden interno como de 
diferentes instrumentos internacionales suscritos por Costa Rica. Continúa acotando la instancia 
judicial que
 
“…bajo ningún pretexto se debe aceptar la solicitud de esa prueba médica, aunque sea con 
carácter de “voluntaria” y lo realice una Comisión que tiene una función de “recomendación”, 
pues de antemano está prohibida por Ley. Así que para efectos prácticos es irrelevante que 
se argumente como voluntaria. Debe tenerse presente que si bien las pruebas médicas 
y psicológicas tienen un carácter esencialmente complementario, pues no integran la 
calificación global de los concursantes, y no pueden operar como una condición para excluir 
a priori a los participantes, es lo cierto que una prueba como la pretendida al amparado, 
podría comportar una discriminación odiosa y una ilegítima invasión de su intimidad, que la 
Constitución Política garantiza a todos los habitantes de la República. Así las cosas, se considera 
de merito declarar con lugar el recurso por violación a los derechos tutelados en los artículos 
24 y 33 de la Constitución Política y con los efectos que se indican en la parte dispositiva de la 
sentencia”17.

Concluimos, entonces, que la idoneidad y la eficacia están determinadas por parámetros 
objetivos que impone la Administración Pública para satisfacer el interés público al reclutar a 
las mejores personas para determinados puestos, más no debe constituirse en una práctica 
que discrimine los derechos inherentes a la personalidad de los posibles aspirantes.

2.3 Principio de <<Mérito>> a través del concurso de selección
 
Para corroborar la idoneidad que se hablaba en el principio anterior, el sistema de selección 
de concursos se constituye en el mecanismo propicio para lograr este cometido y más 
concretamente, para encontrar el mérito o virtud en la selección realizada. Al respecto, 
nuestra Sala Constitucional ha dicho que, en relación con el tema de los funcionarios interinos 
y los concursos de antecedentes, no es razonable distinguir entre funcionarios propietarios e 
interinos y darles un tratamiento diferente, de manera que se restringa la posibilidad de los 
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últimos de participar en los concursos de antecedentes que promueve la Administración, 
pues ello supondría discriminarlos en razón de su nombramiento18. En contrapartida, la Sala 
Constitucional en reiteradas ocasiones ha señalado que el concurso público es el instrumento 
adecuado para llenar plazas vacantes de la administración y que todo servidor tiene derecho 
de participar y enfrentarse con los demás aspirantes en un plano de igualdad absoluta de 
condiciones19.

Con respecto a la naturaleza del concurso, ENTRENA CUESTA señala que “Constituye el 
sistema normal de provisión y en él se tendrán únicamente en cuenta los méritos exigidos en 
la correspondiente convocatoria, entre los que figurarán los adecuados a las características 
de cada puesto de trabajo, así como la posesión de un determinado grado personal, la 
valoración del trabajo desarrollado, los cursos de formación y perfeccionamiento superados 
y la antigüedad”20. Más contemporáneamente y como corolario a este apartado, se ha 
enfatizado en otros principios funcionales que atañen al funcionariado público, tales como 
el “deber de probidad”, el cual es inherente al cumplimiento de deberes y obligaciones de 
carácter ético consagrados en el ordenamiento jurídico. En consecuencia, si el funcionario 
está llamado a proteger y a defender el interés público y el interés de la institución a la cual 
sirve, así como a actuar con rectitud en todo momento, las negociaciones de cualquier índole 
que establezca con sujetos privados –aún cuando sea fuera de horas de trabajo- no pueden 
entrañar un conflicto de intereses respecto de los asuntos que se atienden en la institución, ni 
tampoco pueden ser pactadas prevaleciéndose indebidamente de las potestades y de la 
posición que le confiere su puesto21. Se entiende, en consecuencia y para nuestros efectos, que 
el mérito se obtiene ponderando las mejores calificaciones a los concursantes, en aras de no 
propiciar una escogencia viciada y ajena a las habilidades y competencias de los aspirantes, 
requeridas para ocupar una determinada plaza en propiedad.

2.4 Principio de <<Taxatividad>> de los requisitos de selección
 
Este principio tiene relación con la determinación objetiva de los parámetros requeridos en 
el marco de una convocatoria de empleo público. Se encuentra ligado al denominado 
<<Principio de Legalidad Administrativa>>, que enumera o destaca el cumplimiento debido 
de los requisitos solicitados. El postulado taxativo se desprende de lo dicho por la misma Sala 
Constitucional, en un caso particular en el que la entidad recurrida, convocó a un concurso de 
oferentes en el que no se detallaron los criterios de elegibilidad y aún así, nombró a aspirantes 
en determinados puestos. 

18.  SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Voto No 2001-0245, de las quince horas con cuarenta y nueve 
minutos del veintisiete de marzo del dos mil uno.

19. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Voto No  2003-11774, de las diez horas con treinta y siete minutos del 
diecisiete de octubre del dos mil tres.

20. ENTRENA CUESTA, (Rafael) “Curso de Derecho Administrativo”, Madrid, Editorial Tecnos, Volumen ½ (Organización administrativa), 
décimo segunda edición, 1998. pág 308.

21. Procuraduría General de la República de Costa Rica, dictamen C-429-2005 del 12 de diciembre del 2005.
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Al respecto adujo el Alto Tribunal lo siguiente: 

“No obstante, del informe rendido por el Departamento de Personal y de la documentación 
aportada a los autos, se desprende que la lista suministrada por dicho Departamento era 
de todos los interesados en participar, y no de personas elegibles, pues no se constató el 
cumplimiento de requisitos. Por su parte, el Fiscal General no indica a la Sala cuáles fueron los 
criterios objetivos que utilizó en la determinación. Del estudio del procedimiento utilizado en 
dichos nombramientos, no se constata la existencia de parámetros objetivos que permitan 
establecer cómo entendió la Fiscalía cada uno de los factores a valorar, qué importancia o 
valor le asignó a cada uno de ellos, cuál fue la técnica o el procedimiento empleado para 
seleccionar al personal idóneo y decidir sobre el nombramiento”22. 

Ahora bien, la disyuntiva estribaría en que si bien es cierto, dentro de las potestades 
discrecionales de la administración se encuentra la de practicar los nombramientos de los 
funcionarios idóneos de acuerdo con las necesidades del servicio público, ello no implica, que 
el acto de nombramiento pueda sea arbitrario o antojadizo. Aduce la Sala Constitucional al 
respecto lo siguiente:

“En una sociedad democrática de derecho, las decisiones de la Administración deben ser 
transparentes a fin de que exista la posibilidad de conocer y controlar los parámetros utilizados 
en la valoración de ciertos aspectos que aunque tienen un grado de subjetividad, deben ser 
fundamentados razonablemente, pues de lo contrario, se violan los derechos fundamentales 
de las personas interesadas en acceder a los cargos públicos y el derecho de los administrados 
en general, de contar con los servidores y funcionarios públicos más idóneos y capacitados 
para el ejercicio de la función”. 

En razón de que el sistema de nombramiento empleado omitió la etapa de selección de 
los oferentes idóneos por medio de parámetros objetivos, se concluye que el sistema de 
nombramiento empleado en este concurso, viola los derechos fundamentales de todas las 
personas que aspiraban a ocupar los cargos públicos, concretamente el derecho de acceso 
a los cargos públicos en igualdad de condiciones, el cuál es un principio que se ha repasado 
en este artículo23. Asimismo, se violenta el derecho de información en igualdad para todas las 
personas interesadas, siendo un requisito indispensable para la validez del proceso de selección.

Finalmente, es conveniente indicar que la relación entre “taxatividad y sociedad democrática”, 
que aduce la resolución de marras, tiene el cometido de profundizar los niveles de rendición de 
cuentas y transparencia pública requeridas por parte de los poderes públicos en su interrelación 
con la ciudadanía, cuando se somete a la divulgación respectiva un determinado concurso. 
En otras palabras, la publicación de antemano de los requisitos solicitados, constituye un límite 

22. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Voto Nº 2001-05694 de las dieciséis horas veintitrés minutos del 
veintiséis de junio del dos mil uno.

23. Véase Supra punto  2.1.
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24. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Voto Nº 5057-93 de las catorce horas con catorce minutos del 
catorce de octubre de mil novecientos noventa y tres.

infranqueable a la arbitrariedad y clientelismo político que pueda ejercer el Estado como 
patrono/contratante de recursos humanos. 

2.5 Principio de <<Estabilidad Propia>> en el empleo público

Un aspecto que se hace necesario destacar preliminarmente, consiste en que el derecho a 
ocupar un cargo público no se adquiere con el simple transcurso del tiempo o por haber ocupado 
otras ocupaciones similares por cierto período, sino por tener la idoneidad comprobada para 
desempeñarla conforme a lo dispuesto por el artículo 192 Constitucional. Los colaboradores 
que ocupan puestos sin concurso –régimen de interinazgo-, tienen el derecho a participar 
según la legislación y reglamentación correspondiente como cualquier otro funcionario y 
previo cumplimiento de requisitos, en aras de llenar las plazas correspondientes24. 

Para caracterizar más los alcances de la <<estabilidad propia>> en el sector público, en la 
sentencia número 2001-05694 de las dieciséis horas veintitrés minutos del veintiséis de junio del 
dos mil uno del Tribunal Constitucional, se consideró lo siguiente al respecto: 

“VI.- Derechos fundamentales que tutela el sistema de nombramiento de los servidores públicos. 
El régimen de nombramiento de los servidores y funcionarios públicos, pretende garantizar el 
derecho que tiene toda persona de tener acceso, en condiciones generales y razonables de 
igualdad, a las funciones públicas (artículo 23 párrafo 1, inciso c) de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos) y de gozar de estabilidad en el empleo. 

Además, posibilita la escogencia de quien compruebe ser candidato idóneo para ocupar el 
cargo en aras de la prestación eficiente del servicio público (artículo 192 de la Constitución 
Política). Esta Sala ha señalado que los artículos 191 y 192 de la Constitución Política, otorgan al 
servidor público garantías que pueden considerarse verdaderos derechos públicos subjetivos: 

“Lo dispuesto por los artículos 191 y 192 de la Constitución Política hacen referencia a un 
régimen especial de servicio para el sector público o estatal, en sentido amplio. Dichas normas 
constitucionales plantean dos problemas básicos de interpretación. Primero, determinar a 
cuáles funcionarios se aplica, dada la imprecisión que tanto en doctrina como en la ley, tienen 
los términos “Estado”, y “servidores públicos” utilizados en esos artículos; y en segundo término, 
establecer los alcances del beneficio de “estabilidad” que otorga al párrafo final del artículo 
192 al disponer que los servidores públicos “solo podrán ser removidos por las causales de 
despido justificado que exprese la legislación de trabajo, o en el caso de reducción forzosa de 
servicios, ya sea por falta de fondos o para conseguir una mejor organización de los mismos”. 

Este postulado concibe la posibilidad de adquirir estabilidad laboral dentro del sector público, 
el cuál está muy ligado al Principio de Continuidad, que implica que el colaborador tiene 
asegurada su permanencia en el servicio público, salvo si incurre en las causales de despido 
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sin responsabilidad patronal. Estas causales se encuentran en los respectivos regímenes 
estatutarios existentes, siendo que para el caso del Estatuto de Servicio Civil, una vez realizado 
satisfactoriamente el período de prueba de tres meses reglado en el artículo 30 del Estatuto de 
Servicio Civil, el colaborador asume propiedad en su puesto conjuntamente con la estabilidad. 

Por su parte, el artículo 37 del citado cuerpo legal, establece como un derecho de quienes se 
adscriban al Servicio Civil que no podrán ser despedidos de sus cargos, a menos que incurran 
en causal de despido dispuesta en el Código de Trabajo25 o se suscite una reducción forzosa de 
servicios. En consecuencia, no debe entenderse que esta estabilidad es <<ad perpetuam>>, 
sino más bien que puede verse menoscabada en razón de lo expuesto anteriormente.

2.6 Principio de <<Prohibición de Estabilidad Propia>> en empleados de confianza

El artículo 143 del Código de Trabajo vigente, dispone que “Quedarán excluidos de la limitación 
de la jornada de trabajo los gerentes, administradores, apoderados y todos aquellos empleados 
que trabajan sin fiscalización superior inmediata; los trabajadores que ocupan puesto de 
confianza; los agentes comisionistas y empleados similares que no cumplen su cometido en 
el local del establecimiento; los que desempeñen funciones discontinuas o que requieran su 
sola presencia; y las personas que realizan labores que por su indudable naturaleza no están 
sometidas a jornadas de trabajo”. Nótese que la citada disposición enumera a los servidores(as) 
que ostentan puestos de confianza, como excluidos del contrato típico laboral, siendo que 
en el caso del sector público, igualmente aplica dicha prerrogativa para esta modalidad 
de contratación. En los anales de la jurisprudencia constitucional, un grupo de asistentes 
administrativos universitarios acudieron a solicitar amparo personal, alegando que, a pesar 
de que fueron seleccionados por los distintos decanos para ocupar los puestos de asistentes 
administrativos en diferentes unidades académicas, se dispuso suspender el concurso realizado 
para tal selección y posteriormente se ordenó al Vicerrector de Administración anular todos los 
procesos concursales relacionados con las jefaturas administrativas de facultad a pesar de 
que habían actos declarativos de derechos a su favor. Alegan que, además, se ha justificado 
esa situación en que el puesto de Jefe Administrativo de Facultad es un puesto de confianza, 
lo cual carece de sustento normativo, además consideran vulnerado también el artículo 33 

25. . En este sentido el artículo 81 del Código de Trabajo y más contemporáneamente, otras leyes de orden público que establecen 
igualmente causales de despido en su régimen sancionatorio.  Es así como la Ley No 8131 denominada “Ley de la Administración 
Financiera y de Presupuestos Públicos”, dispone en su artículo 113, cual es el elenco de la sanciones administrativas y se aplicarían 
según la gravedad de los hechos: a) Amonestación escrita; b) Amonestación escrita publicada en La Gaceta; c) Suspensión 
sin goce de salario o estipendio, correspondiente a un plazo de ocho a treinta días y  d) Destitución sin responsabilidad.  Por su 
parte la Ley de Control Interno (Ley No 8292), vuelve a repetir la tendencia sancionatoria según la gravedad del hecho y dice 
lo siguiente en su artículo 41:   “Sanciones administrativas. Según la gravedad, las faltas que señala esta Ley serán sancionadas 
así: a)Amonestación escrita.  b) Amonestación escrita comunicada al colegio profesional respectivo, cuando corresponda. c)
Suspensión, sin goce de salario, de ocho a quince días hábiles. En el caso de dietas y estipendios de otro tipo, la suspensión se 
entenderá por número de sesiones y el funcionario no percibirá durante ese tiempo suma alguna por tales conceptos. d) Separación 
del cargo sin responsabilidad patronal”.   Otro ejemplo es la Ley No 8422 (“Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito 
en la función pública”), aparecida en la Gaceta Nº 212 del Viernes 29 de octubre del 2004.  En esta normativa el artículo 39 dice 
textualmente lo siguiente: “Sanciones administrativas. Según la gravedad, las faltas anteriormente señaladas serán sancionadas 
así: a) Amonestación escrita publicada en el Diario Oficial; b) Suspensión, sin goce de salario, dieta o estipendio correspondiente, 
de quince a treinta días; c) Separación del cargo público, sin responsabilidad patronal o cancelación de la credencial de regidor 
municipal, según corresponda”. 
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26. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Voto Nº 2007-000269, de las once horas y treinta y ocho minutos del 
doce de enero del dos mil siete.

27. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Voto Nº 010741-2010, a las diez horas veinticinco minutos del 
dieciocho de junio de dos mil diez.

constitucional pues en el caso de la plaza de Jefe Administrativo para el Sistema de Estudios 
de Postgrado, sí se ha permitido ocupar la plaza en propiedad mediante concurso a pesar de 
que ese puesto está en igualdad de condiciones que los que ellos han venido ocupando. Al 
considerar vulnerados sus derechos piden la estimación del recurso. 

Por su parte, el Tribunal Constitucional aduce que 

“De las pruebas aportadas a los autos y de los informes rendidos a la Sala bajo la fe del juramento 
se desprende que no hubo un acto final que otorgara derechos subjetivos a los recurrentes 
pues los nombramientos a los que se refieren, carecen de requisitos de validez y eficacia por lo 
cual son actos que no son válidos. Además de ello, según se deduce de los autos, los puestos 
a los que se refieren los recurrentes son de confianza y por lo tanto, para la designación de las 
personas que ocupen esos cargos, no procede el concurso ni tampoco el nombramiento en 
propiedad pues al ser de confianza, es discrecional del Decano, coincidiendo el período de 
nombramiento de ese funcionario con el de la persona que ejerza la Decanatura”26. 

Independientemente de la situación de validez y eficacia del acto administrativo, para los 
efectos correspondientes, lo que nos interesa es mostrar la imposibilidad de homologar a los 
servidores de confianza, con el resto de funcionarios que pueden aspirar a un concurso de 
antecedentes. La Sala Constitucional habla de actos preparatorios que fueron anulados por 
la misma Universidad, más no decisorios, capaces de generar derechos adquiridos. Termina 
manifestando que la situación de los recurrentes no es comparable con lo ocurrido en el Sistema 
de Estudios de Postgrado al que hacen referencia porque en este caso los puestos de asistentes 
administrativos sí pueden ser nombrados en propiedad mediante el concurso y por lo tanto, al 
tratarse de dos situaciones distintas, no se da ninguna vulneración al principio de igualdad y 
no discriminación. Los funcionarios de confianza no están sujetos a la estabilidad prevista en el 
artículo 192 de la Constitución Política, pero sí deben estar definidos como tales previamente 
por una norma legal especial. Con ello se faculta al jerarca respectivo a nombrar libremente a 
la persona que lo ocupará, sin que para ello deba seguir las reglas ni procedimientos ordinarios 
establecidos en el Estatuto de Servicio Civil, sino únicamente la discrecionalidad del jerarca 
que hace el nombramiento, por lo cual, “..el nombramiento se hace independientemente 
de los atributos personales que puedan hacer idónea a una persona para el ejercicio del 
cargo que desempeña. Así entonces, dado que quien lo nombra puede elegirlo libremente sin 
sujeción alguna, ni trámite ni procedimiento, también puede dejar el nombramiento sin efecto, 
desde el momento en que así lo considere oportuno. Ello es así por cuanto el nombramiento 
fue hecho con entera discrecionalidad, y sin que ello venga en desmedro o demérito alguno 
de la persona a la que se le cesó en sus funciones, ya que el mantenerla allí o no, no cuestiona 
sus capacidades o desempeño, sino que es una apreciación puramente subjetiva del jerarca 
sobre la confianza para ocupar el cargo”27. 
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Es importante destacar que tratándose de este tipo de funcionarios de confianza, se puede 
dar por terminado el contrato de trabajo antes de la finalización del plazo por el cual el 
nombramiento se otorgó. Si la remoción se da con responsabilidad patronal no es necesario 
seguir un debido proceso, sino únicamente una previa comunicación al servidor. Pero si, en 
cambio, la remoción se da sin responsabilidad patronal, como debe comprobarse la causal 
que dio mérito a tal remoción, se deben respetar las reglas del debido proceso28.

2.7 Principio de Prohibición de Sustitución de <<Interino por Interino>>

Una de las reglas de más larga data emanadas de la jurisprudencia laboral constitucional, 
atañe a la imposibilidad de sustituir interino por interino en el marco de las relaciones de empleo 
público. La Sala ha analizado el derecho de estabilidad laboral consagrado en el numeral 
56 de la Constitución Política, en relación con lo dispuesto en el artículo 192 constitucional y 
producto de esta situación, tenemos la sentencia número 0867-91 de las quince horas ocho 
minutos del tres de mayo de mil novecientos noventa y uno en la cual indicó en lo conducente: 

“La figura del servidor interino ha sido concebida con el fin de hacer posible la sustitución 
temporal de los servidores públicos regulares, garantizando de esta forma la continuidad de la 
labor del estado, pero no para que mediante el uso de esta figura jurídica, la Administración 
viole lo dispuesto por el artículo 192 de la Constitución Política, ni lesione el derecho de los 
individuos a la estabilidad laboral, el cual deriva de la concepción del trabajo como un 
derecho fundamental del hombre... El nombramiento de servidores interinos por plazos que se 
prolongan en forma indefinida y la posterior remoción de un interino para nombrar a otro en 
las mismas condiciones de inestabilidad sólo puede conducir a lo que nuestros constituyentes 
pretendieron evitar: que existan funcionarios públicos laborando en forma regular para la 
Administración pero sin contar con la garantía de inamovilidad que establece la Constitución... 
Por ello, es criterio de este Tribunal que el cese justificado de un interino sólo ocurre cuando 
se produce un nombramiento en propiedad en la plaza ocupada por el servidor, y si dicho 
nombramiento da por terminada la relación del interino con el Estado antes de que concluya 
el período por el cual fue nombrado, correspondería indemnizar al servidor interino que ha 
sido despedido. Sin embargo, el período de nombramiento del servidor interino debe, desde 
el inicio de la relación, fijarse tomando en consideración el tiempo razonablemente necesario 
para efectuar el nombramiento de un servidor en dicha plaza”. 

Deviene entonces la regla de imposibilidad de contratar a un <<interino por interino>>, 
siendo una de las tendencias de más repetida práctica con la que cuenta la jurisprudencia 
constitucional. En ese sentido, este principio es de los de más efectiva protección dentro 
del ordenamiento jurídico interno, debido a que si se sigue perpetuando la contratación de 
personal en interinazgo, se supone que la administración no ha formalizado la estabilidad 
derivada del concurso de mérito y por consiguiente, no se puede menoscabar el derecho al 

28.  Véase al respecto la resolución 2000-10135 y en sentido similar 2004-05025, 2002-11884, 2002-06903, 2001-04600, 2000-09631, 
2000-06522, todas de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.
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29. . Esta normativa dispone lo siguiente:  “d) Cuando el interino de mayor antigüedad se encuentre nombrado en una plaza y 
surja otra en el mismo centro de trabajo con mejores condiciones laborales, tales como ubicación geográfica, estabilidad relativa, 
horario y jornada de trabajo, la Oficina de Recursos Humanos del respectivo centro de trabajo, deberá notificar en forma escrita 
al (os) interesados (s) la existencia de un nuevo código que reúne las condiciones anteriormente citadas, a efectos que manifieste 
(n) su deseo de tener prioridad para ser nombrado en dicho código. En caso de aceptar el nombramiento, se realizarán los 
movimientos de personal respectivos, el incumplimiento de esta obligación será motivo para impugnar el nombramiento realizado.”   
(El resaltado en negritas es del original). 

trabajo, que es un derecho fundamental irrestricto inclusive para aquel colaborador que está 
desempeñándose interinamente. No obstante lo expuesto anteriormente, la jurisprudencia 
constitucional ha establecido que no se violenta este principio, cuando el régimen estatutario 
de selección de candidatos(as) establece la posibilidad de darle prioridad al interino de mayor 
antigüedad, en caso de plazas vacantes. En este supuesto, contamos con un antecedente 
a través del Voto Nº 05615-05, que se pronuncia en torno a dos odontólogos que dirimen un 
asunto de plaza profesional basados en el criterio de mayor antigüedad, según el inciso d) 
del artículo 42 de las “Normas que regulan las relaciones laborales científicas, académicas, 
profesionales y sindicales entre la Caja Costarricense de Seguro Social y los profesionales en 
Medicina y Microbiología, Farmacia, Odontología y Psicología”, aprobado en sesión de Junta 
Directiva 7861 del veintisiete de mayo de dos mil cuatro, publicado en La Gaceta número 129 
del dos de julio del 200429.

La Sala estimó que era factible según la normativa expuesta, darle la plaza en propiedad al 
interino más antiguo, sin necesidad de concurso. Estimamos que este fallo es incongruente con 
todo lo dicho y expuesto anteriormente por la misma jurisprudencia del Tribunal Constitucional, 
todo ello que no se puede prescindir de realizar concurso de oferentes en materia de empleo 
público para llenar una vacante. Quizás el enfoque jurídico dado, se centró desde la óptica 
de la existencia de norma habilitante que permitía esta posibilidad y no tanto, desde la 
inconveniencia de no realizar concurso de oferentes cada vez que queda una plaza por llenar, 
según los preceptos del Derecho de la Constitución. En el caso del Régimen de Servicio Civil, el 
artículo 11 del Reglamento al Estatuto, dispone la posibilidad de que si una persona ocupa un 
puesto excluido del Régimen y si después éste pasa a dicha instancia, el servidor que lo estuviera 
desempeñando podrá adquirir la condición de propietario, si a juicio de la Dirección General 
demuestra su idoneidad a través de procedimientos señalados al efecto y si además, estuviera 
en ese puesto mínimo dos años.  Es otro caso atípico en los que no se requiere concurso, solo 
que a diferencia del asunto expuesto en la jurisprudencia anteriormente invocada de la Sala 
Constitucional, su singularidad consiste en que estamos hablando de un puesto que nunca ha 
sido sometido al régimen de méritos del servicio civil y en consecuencia, nunca ha tenido un 
titular o propietario.

2.8 Principio de Prohibición del <<Jus Variandi Abusivo>> en las relaciones laborales de empleo 
público

En materia laboral es común hablar del poder de subordinación y en consecuencia, el de 
obediencia que tienen los colaboradores hacia su jefatura. En el caso del empleo en el sector 
público, la jurisprudencia constitucional ha enunciado que se conoce como “ius variandi 
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abusivo”, aquellas variaciones en las condiciones laborales abierta y claramente arbitrarias, 
por lo se hace necesario determinar si la decisión implica una modificación sustancial de las 
circunstancias de tiempo y lugar en que se desempeña el interesado, una degradación en sus 
funciones o bien, un rebajo sustancial del salario devengado, pues en esos casos se lesionaría 
en perjuicio del servidor el derecho a la estabilidad laboral30. En este sentido, es representativo 
el siguiente precedente que en lo conducente se transcribe: 

“La Administración posee facultades de Ius Variandi a fin de dar una mejor organización a las 
dependencias administrativas, en beneficio del servicio y el interés público. Dentro de tales 
potestades se encuentra la de trasladar a un funcionario de un puesto a otro de la misma 
categoría, si así lo justifica el servicio público. Ahora bien, dichos traslados deben efectuarse 
de manera que no causen perjuicio grave al funcionario, por lo que en determinados casos se 
hace indispensable el otorgamiento de una audiencia, a fin de que el funcionario manifieste 
su disconformidad, todo en cumplimiento del debido proceso. Sin embargo, no se trata de la 
simple desavenencia del servidor ni de los inconvenientes que desde el punto de vista subjetivo 
el traslado puede causarle, sino de perjuicios objetivos. Por lo tanto, cuando es obvio que la 
medida en cuestión no causa perjuicio al servidor, pues se le traslada dentro de una misma 
área geográfica a desempeñar las mismas funciones, con igual salario y categoría, no está la 
Administración, como en este caso, obligada a conferir audiencia al servidor, pues en modo 
alguno se le causará perjuicio ni se irrespetarán sus derechos legales y constitucionales. De 
modo que si el funcionario no estuviera conforme con lo acordado, deberá hacer uso de los 
recursos que le otorga la ley para impugnar la medida.” (Sentencia número 7419- 97 de las diez 
horas quince minutos del once de noviembre de mil novecientos noventa y siete). 

Asimismo, nos permitimos destacar la siguiente resolución de la Sala Segunda de la Corte 
Suprema de Justicia, No 396 de las 9:30 hrs. del 29 de noviembre de 1994, que caracteriza el 
instituto anteriormente aludido de una manera sintética:

“Doctrinaria y jurisprudencialmente se ha señalado que el poder del empleador, para modificar 
las condiciones de empleo, cuando las necesidades de la empresa así lo justifiquen, tiene 
como límites: a) las alteraciones en cuanto al tiempo de horario o jornada-; b) las alteraciones 
en cuanto al lugar –traslado individual o colectivo-; c) las alteraciones en cuanto al modo –
recargo y disminución de tareas, así como el cambio de puesto-; d) las alteraciones en cuanto 
al salario –rebaja directa e indirecta, así como el cambio de fecha y de lugar de pago-.” 

El Jus Variandi Abusivo nos permite medir situaciones de cambio abruptos de las relaciones 
laborales, una vez que están constituidas previamente, no obstante algunos regímenes 
estatutarios –como es el del Servicio Civil- tienen establecido un procedimiento, si como 
producto de una reorganización institucional, se afectan los extremos citados en el marco de 
una relación laboral establecida de antemano. En este sentido, tanto para la Sala Constitucional 
como  para la Procuraduría General de la República, los procesos de reestructuración tienen 

30. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Voto Nº 2007-014367, de las quince horas y cincuenta y nueve 
minutos del cinco de octubre del dos mil siete.



127

Alfonso Chacón Mata

 31.  “Artículo 111.-En los casos previstos en los artículos 109 y 110 precedentes, la reasignación se resolverá de acuerdo con el 
siguiente procedimiento:  “ (…) d.- Si el puesto estuviere ocupado y la reasignación resultare de una clase de inferior categoría a 
la de la original, los efectos de la misma automáticamente quedarán en suspenso hasta por un período de seis meses, mientras 
tanto el servidor continuará en el desempeño de sus actividades y en dicho período podrá ser trasladado a otro puesto de 
igual clase a la del puesto que venía desempeñando antes de producirse la reasignación; o bien ser promovido a otro puesto 
si reuniere requisitos para ocuparlo. Si la ubicación del servidor no fuere posible dentro del lapso señalado y éste no aceptare la 
reasignación descendente, éste cesará en sus funciones y se procederá al pago de la indemnización indicada en el Artículo 37 
inciso f) del Estatuto de Servicio Civil. En el caso de que el servidor acepte la reasignación tendrá derecho a una indemnización 
correspondiente a un mes por cada año de servicios al Estado, y que será proporcional al monto de la reducción que tenga su 
salario”. 
(El resaltado no es del original).

los mismos efectos que una reasignación, por así disponerlo el artículo 105 del inciso c) del 
Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, de tal suerte que si ello implica una rebaja salarial, ha 
de seguirse el procedimiento establecido en el inciso d) del artículo 111 del citado Reglamento31.
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Sumario

El artículo describe la génesis de la jornada laboral y sus logros sociales a lo largo de la historia 
de Costa Rica. Hace referencia a los factores que caracterizaron la jornada laboral en la 
antigüedad, el paso a la sociedad industrial, las limitaciones para el pleno desarrollo, hasta 
llegar al establecimiento de la jornada de ocho horas en Costa Rica, como resultado  de la 
lucha de los asalariados en procura de mejores condiciones de vida, que requirieron sacrificios 
de los movimientos sociales y obreros, quienes mediante la lucha organizada y con metas 
claras, lo consiguieron y hoy en día son parte de la vida laboral cotidiana.
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Abstract

The article describes the genesis of the workday and it’s evolution throughout the history of 
Costa Rica as well as the accompanying social changes. Numerous factors are referred to, 
including characteristics of the traditional working day in earlier eras, the transition to industrial 
society, and obstacles to the realization of the workday as it is currently conceived.  

These limitations were eventually overcome, resulting in the establishment of the eight-hour 
workday in Costa Rica, in thanks to the workers’ sacrifice and struggle for better living conditions.  
By fighting for clear goals and through worker unity, they eventually achieved their aims, and still 
today these changes can be viewed in the quality of everyday working life.
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Introducción

El establecimiento de la jornada laboral es, entre las conquistas históricas de los trabajadores, 
una de las de mayor envergadura y trascendencia. Pero pocas veces es objeto de atención 
como uno de los logros más importantes de los trabajadores. De manera particular, en el 
ámbito del sector público no solo está reglamentado su cumplimiento, pues por el principio de 
legalidad es una obligación requerida de cumplir, es de obligatorio cumplimiento tanto por las 
jefaturas, como de los subordinados.

Históricamente y desde una perspectiva económica y social, la jornada laboral siempre ha sido 
objeto de atención por parte de patrones, pero más de los trabajadores. Muchas leyes han 
sido emitidas desde que el movimiento obrero asumió, como parte de sus objetivos, la mejora 
de las condiciones laborales, elemento que por cierto, también contribuye al incremento del 
rendimiento laboral. Desde mediados del siglo XIX, como un producto de las luchas obreras, se 
han puesto límites legales a la cantidad máxima de horas diarias de trabajo de quienes viven 
de un salario. Tal jornada es la que el asalariado tiene obligación de cumplir, para obtener a 
cambio un salario o remuneración de parte de su patrono.

Y es que estamos acostumbrados a cumplir con un horario de trabajo, sin percatarnos que ese 
horario es producto de la emisión de una ley, que en algún momento fue objeto de discusión 
para ser aprobada por las autoridades legislativas, que a su vez fueron demandadas por un 
sector de trabajadores organizados, que mediante su lucha y elaboración de las propuestas y 
proyectos, lograron que fuera una realidad. 

No todos somos conscientes de que la jornada laboral, durante la mayor parte de la historia 
humana, no ha sido objeto de regulación. Por el contrario, el establecimiento de una regulación 
que limite la cantidad de horas diarias de trabajo, frente al abuso de los patronos o sus voceros, 
apenas tiene un poco más de cien años y no en todos los países. En Costa Rica se estableció 
como un logro de las huelgas de los ebanistas, carpinteros, panaderos y otros trabajadores 
asalariados en el año 1920. Ese logro también debe contextualizarse más ampliamente, dada 
la repercusión que tuvieron los movimientos obreros en los países europeos y Estados Unidos, así 
como el impacto de la Revolución Rusa en octubre de 1917.

Antes de que los obreros de esos países se propusieran como meta limitar la jornada laboral, 
las personas que, por carecer de mejores opciones, debían recurrir a ser contratadas a cambio 
de una remuneración, estaban obligadas a trabajar durante cualquier cantidad de horas. 
Quedaba a discreción del patrono determinar si laboraba diez, quince o más horas diarias. Así 
era para hombres, mujeres y niños, al establecerse la relación obrero-patronal, que tampoco 
ha existido siempre. Un breve repaso de esta problemática en distintos periodos del desarrollo 
humano nos aproxima a la importancia de su estudio y permanencia como tema de interés.



132132132132132

William Elizondo Calderón

2. La jornada laboral en la antigüedad

En épocas primitivas de la evolución humana, la sobrevivencia era la razón principal de cualquier 
acción de las personas. Poco era el tiempo para la recreación, el estudio o la creación artística. 
Como cualquier ser vivo, los seres humanos debían dedicarse a recolectar lo necesario para 
vivir. También debían dedicar esfuerzos a protegerse, tanto de otros depredadores, como de 
las condiciones ambientales, a las que debieron adaptarse en un largo proceso evolutivo, 
que condujo a diferenciaciones físicas según fueran selvas, estepas, espacios ventosos, fríos 
o calientes, lluviosos, en alturas, costas o en mesetas. El humano es uno de los seres vivos con 
capacidad para adaptarse a las más variadas condiciones ambientales, pudiendo sobrevivir 
en casi cualquier lugar del planeta. El trabajo, concebido como la capacidad de efectuar 
modificaciones en el medio ambiente, utilizando los conocimientos transmitidos a través de 
miles de generaciones, es una cualidad que le ha permitido esa adaptación y sobrevivencia.

En las tribus, constituidas de clanes familiares, los seres humanos se apoyaban mutuamente 
para sobrevivir. Juntos podían enfrentar a los depredadores y diversos peligros, ayudándose 
en casos de urgencias. Juntos afrontaban la escasez y la abundancia. El control de ciertos 
recursos naturales, como el resguardo en las cavernas y la utilización de vestimenta, así como 
los usos del fuego, dieron ventajas a algunas comunidades, posibilitando la adaptación y 
sobrevivencia en medios geográficos adversos. El desarrollo de herramientas y el consecuente 
dominio sobre otras especies, pudo haber extendido el control de los territorios. 

En tales formas de organización social no se hacía distinción de una jornada de trabajo. Todos 
los esfuerzos se dirigían a la sobrevivencia. Paulatinamente se fueron creando culturas para la 
transmisión de conocimientos, que se ampliaban y mejoraban de generación en generación, 
lo que no ocurría de manera uniforme entre distintas zonas y poblaciones.

La acumulación de conocimientos tecnológicos contribuyó a disponer de ventajas de algunos 
pueblos en relación con otros. Entre ellos se pueden mencionar el acceso y posterior uso y 
control de metales como el cobre y el hierro, que fueron utilizados para fabricar herramientas 
de mejor calidad. Algunas para la caza o el procesamiento de ciertos bienes, como cuchillos 
y lanzas, también se convirtieron en instrumentos para la defensa o sometimiento de pueblos 
o civilizaciones vecinas o rivales. Cuando se percataron que para unos grupos era posible vivir 
mejor que otros, así como las ventajas que pudieran tener, la conquista y el dominio de unos 
sobre otros se fue imponiendo como sistema de organización social, dando lugar a diferencias 
en las condiciones de vida de dominantes y dominados. 

Con el control sobre el trabajo de quienes eran sometidos, se desarrollaron grandes obras 
de infraestructura, como edificaciones, medios y vías de transporte. También se posibilitó 
el esparcimiento y el desarrollo creativo, intelectual y científico. El control y dominio, fue 
estableciendo diferencias en el papel que las personas iban cumpliendo en la consecución y 
producción de bienes, por lo que algunos iban mejorando sus condiciones de vida, mientras 
para otras personas no existía mejora, o eran sometidas a condiciones deplorables. 
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La consolidación de sistemas sociales de desigualdad, como la esclavitud y la servidumbre, 
tampoco estableció diferencias en la jornada. Quienes trabajaban debían hacerlo según les 
fuera demandado por sus dueños, quienes a su vez dedicaban su tiempo al sostenimiento de 
la organización económica y social, la creatividad y el esparcimiento en el disfrute, expansión 
y justificación discursiva de su posición dominante. Los regímenes feudales establecieron 
relaciones de servidumbre, en la cuales los campesinos dedicaban su tiempo a la labranza 
de la tierra a la que estaban adscritos, en beneficio de su señor, a quien debían obediencia 
y la obligación de servirle también en otros menesteres, según les fuera impuesto. Una parte 
del tiempo la podían dedicar a la labranza para su sobrevivencia; pero la diferenciación 
de una jornada laboral, tampoco era un asunto del que debían ocuparse, ni unos ni otros. 
No hay que perder de vista que esos sistemas no estaban exentos de conflictos sociales. La 
sujeción al dominio ajeno no fue una condición aceptada mansamente por los sometidos. 
Los enfrentamientos sociales, precisamente, iban dirigidos lograr la posibilidad de dedicar el 
tiempo a la satisfacción de necesidades propias de quienes eran subyugados, cuando no a la 
recuperación de lo que les hubiera sido usurpado mediante la conquista o sometimiento forzoso.  
Con el surgimiento de las desigualdades y las relaciones sociales antagónicas, el conflicto social 
se convirtió en una situación permanente, que muchas veces tuvo manifestaciones violentas, 
incluso con enfrentamientos armados. Los procesos de conquista que ocurren a partir del siglo 
XVI, acompañaron el establecimiento de los imperios coloniales ultramarinos y reforzaron la 
tendencia hacia el desarrollo de las relaciones capitalistas de producción, al incrementar la 
demanda y asimilación de metales preciosos, materias primas y otros recursos hacia algunos 
países europeos.

Con tales regímenes, quienes no poseían medios de sobrevivencia eran sometidos a una 
relación de subordinación y dependencia, debían trabajar para quienes, por ser propietarios 
de los recursos productivos y de dominio, determinan qué se produce y cómo se distribuye. Esto 
a su vez conlleva al reforzamiento de la separación de los insumos y bienes que se producen 
de quienes los producen; es decir, a una situación en la que el productor no es propietario, ni 
puede disponer de aquello que produce con sus manos, sino que esos bienes le pertenecen a 
quien los contrató por un salario. El productor directo, ya proletarizado y convertido en obrero, 
quedaba sujeto a una retribución de parte de quien determina cómo distribuir y qué destino 
dar a los bienes.

Así se desarrolla el trabajo asalariado, que se caracteriza por la contratación libre entre el 
trabajador y el patrón. Quien requiere trabajo es porque no posee otra forma de sobrevivir, que 
no sea como asalariado. Si trabaja debe hacerlo en las condiciones que los distintos patronos 
que le puedan contratar le proporcionen, desde una posición de dominio. Quien posea 
dominio tiene varias opciones para escoger como vivir holgadamente. En América Latina 
tales condiciones son evidentes, cuando simplemente conocemos los relatos de las formas de 
sometimiento y esclavización de los indígenas, nuestros pueblos originarios, desde la llegada de 
los primeros conquistadores. Aunque en general los visitantes ibéricos fueron muy bien recibidos 
por los pueblos que habitaban estas tierras, la ambición por la riqueza, así como el desprecio 
por los trabajos manuales, hizo que pronto afloraran los verdaderos afanes de conquista y 
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logro de riqueza. Los europeos también tenían la creencia en una superioridad espiritual, que 
en realidad derivaba del conocimiento de tecnologías, que heredadas de diversas culturas 
humanas y para fines de mejores condiciones de vida, lo han sido de aplicación para la guerra 
y la conquista. De esas tecnologías, entre las que destacan los usos del caballo, la rueda, los 
cuchillos y lanzas de acero, la pólvora, los cañones y las armas de fuego, se carecía en las 
nuevas tierras. 

La relación establecida subyugó a los pueblos autóctonos a las imposiciones de los 
conquistadores, no solo de trabajo, sino en todos los ámbitos culturales, entre los cuales 
sobresalen el idioma, la religión, la vestimenta y, para efectos de este estudio, el uso del tiempo. 
Sobre este último sobresale la dedicación, en su totalidad, a los requerimientos de quienes 
fueron enseñoreados sobre la tierra, los bienes y las personas de condición autóctona. 

La explotación de recursos minerales, madereros, alimenticios, pero ante todo de la fuerza 
de trabajo de los indígenas y luego de los negros esclavizados para suplir el holocausto de 
los pueblos originarios, se constituyó en la principal fuente de riqueza que, por medio de la 
extracción sin límites, abasteció las arcas europeas. 

3. La sociedad industrial

La decadencia de la servidumbre, el desarrollo del comercio mercantil y el crecimiento 
urbano aceleraron los cambios en las manufacturas, que se acompañaron de inventos de 
uso productivo, contribuyendo al surgimiento de la sociedad industrial. Con las relaciones de 
producción capitalistas, ocurre la separación de las personas con respecto de los medios 
de sobrevivencia, ya que el producto resultante del trabajo no pertenece a quienes lo han 
elaborado, sino al patrono o propietario, quien como dueño de los recursos para producir, lo es 
también de la capacidad de trabajo de quienes contrata a cambio de un salario. 

La forma de producción en que el campesino podía cosechar y disponer de sus propios 
alimentos, desaparece con la capitalización de la tierra, que se convirtió en un objeto más de 
compra y venta, bajo condiciones de oferta y demanda. En adelante el campesino, como 
dueño y amo de la tierra y de lo que en ella cosecha, va desapareciendo para dar paso 
a su conversión en asalariado, pasando a depender del  logro de una contratación, para 
laborar en propiedades que no le pertenecen. Pero los conflictos sociales han sido innatos 
a la consolidación del capitalismo. Los procesos de industrialización demandaron que los 
campesinos que paulatinamente iban siendo liberados de las relaciones de servidumbre, o 
eran expulsados de sus propiedades, fueran migrando en grandes masas humanas hacia los 
alrededores de los centros industriales de trabajo. De esa manera, las ciudades principales fueron 
creciendo al ritmo en que las relaciones de producción capitalistas se consolidaban, parte de 
lo cual sería la formación de las nuevas clases sociales que las caracterizan: los burgueses o 
capitalistas y los obreros o proletarios asalariados. La expansión del comercio y el surgimiento 
de fuentes de acumulación de riqueza, consolidaron los sistemas políticos republicanos, que 
en disputa con la herencia monárquica, se iban estableciendo con sus sistemas representativos 
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y en apariencia democráticos. Sin embargo, el discurso liberal de igualdad y fraternidad, que 
estableció un nuevo sistema político, limitó sus intenciones discursivas, únicamente a quienes 
fueron conformando la nueva clase social dominante. En la urbes, característicamente 
industriales, las condiciones de vida para millones de personas, dedicadas a laborar en las 
fábricas y la gran variedad de establecimientos comerciales y de servicios, no fueron mejores 
que las antiguas de servidumbre. Las enfermedades y el hacinamiento hacían estragos entre 
las familias carentes de riqueza y medios propios de subsistencia.

Esto condujo al desarrollo de nuevos conflictos sociales, que paulatinamente fueron adquiriendo 
formas más organizadas y claras, lo que también produjo el desarrollo de la conciencia sobre 
metas que podían ser alcanzadas. De esa manera surge y se consolida una conciencia política, 
así como la confianza en las capacidades propias, para el logro de una transformación social 
y política que llevara a la emancipación. El resplandor momentáneo de este proceso se 
manifestó en la Comuna de París en 1871.

Aquí no nos ocupamos de los aspectos políticos de esa conciencia, sino de lo reivindicativo 
en el marco del sistema social y económico que se consolida. Tales reivindicaciones tuvieron 
entre sus primeras metas el establecimiento de una jornada laboral, consistente en la definición 
de espacios de tiempo para la realización de las labores que eran contratadas o convenidas 
con los patrones, administradores o propietarios de las fábricas y otros establecimientos, que 
requerían de mano de obra asalariada.

4. Las limitaciones a la jornada laboral

La posibilidad de limitar la jornada laboral no solo tenía su origen en las condiciones de vida 
de los asalariados. Carlos Marx, en el capítulo octavo del libro primero de su obra El Capital 
(1976), se ocupa de analizar la jornada de trabajo, señalando que en el capitalismo la fuerza 
de trabajo se convierte en una mercancía, ya que la remuneración se convierte en objeto de 
oferta y demanda, o lo mismo da, en objeto de compra y venta. El obrero o proletario, aquella 
persona carente de bienes de fortuna, sean tierras, máquinas o cualquier medio para producir, 
en la sociedad industrial no tiene ninguna fuente de recursos que le permitan sobrevivir, por 
lo que está obligado a ser contratado por quienes sí tienen esos recursos. Pero el obrero no 
vende de manera permanente esa fuerza de trabajo, sino que lo hace solo durante el tiempo 
que está a las órdenes de quien lo contrata, devenido en burgués o capitalista. Sin entrar en 
mayor detalle, solo diremos que, a diferencia del esclavo, que pertenecía en cuerpo y alma a 
su dueño esclavista, o del siervo, sujeto de manera permanente a la tierra de su amo, de la que 
no podía renunciar, el obrero asalariado solo permanece a las órdenes del señor capitalista, 
durante el tiempo que éste determine, es decir durante la jornada de trabajo. Sin embargo, es 
interés del capitalista que esa jornada se extienda lo más posible, a fin de explotar al máximo 
esa mercancía que adquiere por intermedio del salario. Así como trata de obtener el máximo 
rendimiento de los recursos por los que debe pagar, en los que invierte para el proceso de 
producción de mercancías, de igual manera, el capitalista actúa sobre la fuerza de trabajo.
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Marx no es ajeno a la concepción de que la única fuente de riqueza es el trabajo, es decir, solo 
mediante el trabajo es posible producir y sobrevivir. Los distintos recursos puestos en movimiento 
en el proceso de trabajo, como son las materias primas, las maquinarias, la planta física o la 
tierra utilizada, ya llevan un componente de riqueza, que ha sido aportado por el trabajo. 

Es en el proceso de producción, que el obrero agrega nuevo valor al producto que se obtenga. 
El producto de su trabajo le permite obtener un salario para sobrevivir, pero también generar 
mayor riqueza para el capitalista. Esto ocurre porque en la sociedad industrial, la riqueza 
lograda por el trabajo del obrero es superior a la necesaria para su sobrevivencia. En esto 
consiste el “secreto” del enriquecimiento del capitalista, ya que al ser dueño de la capacidad 
de trabajo de sus asalariados, logra acrecentar lo invertido, lo capitaliza y cada vez su riqueza 
es mayor. Mientras tanto, para el obrero la situación de vida no cambia sustancialmente, como 
tampoco cambia su situación de asalariado, pues si ello ocurriera, que adquiriera bienes por su 
cuenta, tendería entonces a convertirse en burgués o capitalista, es decir, contrataría a otros 
obreros para explotar su fuerza de trabajo.

La riqueza aportada en el proceso de producción por el obrero, le es retribuida adecuadamente 
mediante el salario, en el tanto le permite sobrevivir y reproducirse. Tal reproducción consiste 
en la recuperación de sus fuerzas por la energía invertida o gastada en el trabajo. Para lograrlo 
requiere comida y descanso, así como otros recursos para continuar sobreviviendo, no solo él, 
sino además su familia, como vivienda, vestido y otros bienes. Si el capitalista le pagara menos, 
entonces el obrero no podría recuperar sus fuerzas y no podría trabajar, sino que moriría, pero 
si le paga más, entonces el capitalista estaría perdiendo, porque no estaría obteniendo el 
máximo rendimiento de su inversión. En esto consiste el dilema que se dirime mediante la 
confrontación de intereses entre el obrero y el capitalista. 

Precisamente el uso del tiempo por unos y otros, es lo que se dirime con la disputa alrededor de 
la determinación de límites en la jornada laboral. Hoy en día se discute la importancia de que 
los obreros dispongan de tiempo para su esparcimiento, propio para sí mismos, lo que conlleva 
disminuciones en la jornada laboral que repercutirían en un  mejor desempeño en el trabajo. 

A fin de cuentas, se trata de determinar el equilibrio entre lo necesario para que las condiciones 
de vida sean de alta calidad para el obrero, pero que a su vez permita un mayor rendimiento 
de la capacidad de trabajar y de incrementar o producir riqueza. En el ámbito de la propiedad 
privada capitalista, esto redunda, de nuevo, en una mayor acumulación de capital para 
quienes sean accionistas de las empresas. El obrero desea vivir mejor, tener una mejor condición 
de vida y disfrutar de sus capacidades, así como mejorarlas y cada vez obtener una mejor 
retribución por su trabajo. El capitalista debe acrecentar su riqueza y su inversión, pues de otra 
manera corre el riesgo de que, mediante la competencia que ocurre en el mercado, otros 
capitalistas lo superen y le arruine, con el peligro de convertirse entonces en obrero, igual a 
quienes contrata a cambio de un salario. Durante muchos años, quien fuera contratado debía 
estar a las órdenes de su patrono por una jornada indefinida. Sin embargo durante el siglo XVIII 
comienzan a desarrollarse movimientos sociales en procura de mejores condiciones de vida. 



137

William Elizondo Calderón

El problema de la jornada no era el único que afectaba a los asalariados. Muchas eran las 
demandas que incluso llegaron a plantear objetivos utópicos de igualdad y solidaridad entre 
las personas. Las condiciones de vida en salud, vivienda, sanidad, trabajo infantil y femenino, 
alimentación y muchos otros, eran problemas que cotidianamente ocasionaban conflictos, 
en que las personas afectadas recurrían a distintas formas de protesta y confrontación con 
las autoridades. Paulatinamente, los objetivos se fueron haciendo más claros y los asalariados 
fueron configurando distintas formas de organización, proponiéndose metas para mejorar las 
condiciones de vida. Entre esas estaba la limitación de la jornada de trabajo. Tales movimientos 
se fueron desarrollando con mayor fuerza en los países que iban a la cabeza en la revolución 
industrial.

Michael Sonenscher, en su artículo “Trabajo y salario en el París del siglo XVIII” (1983), señala la 
existencia de conflictos por la reducción de la jornada de trabajo. Uno de los primeros sería el 
de los “oficiales curtidores”, quienes en 1720 intentaron imponer una reducción de dos horas 
en su jornada. En 1776 fueron los encuadernadores quienes realizaron un paro exigiendo que 
su jornada pasase de dieciséis a catorce horas. Indica que los papeleros ya gozaban de una 
jornada más corta. Pero el movimiento coordinado de albañiles, carpinteros, ensambladores, 
plomeros y otros oficios, podría considerarse como el primero en lograr la reducción de su 
jornada laboral, de catorce a doce horas, de seis de la mañana a seis de la tarde.

Las huelgas y otras formas de lucha de los trabajadores ingleses, que incluían mujeres y niños, 
llevaron a que en 1833 se estableciera la jornada de ocho horas para los niños de entre nueve 
y trece años, y de doce horas para los de trece a dieciocho años. En 1847 se establece la 
jornada de once horas para las mujeres (González: sf.). Posteriormente, en 1848, en Francia se 
estableció la jornada de diez horas para los trabajadores de la ciudad de París y de once horas 
para quienes trabajaran en el interior del país. En 1850, en Inglaterra y parcialmente en Estados 
Unidos, queda dispuesta la jornada de diez horas para todos los obreros. Es en este último país 
donde el reclamo generalizado para que se limite la jornada de trabajo a ocho horas diarias 
tiene más fuerza, a tal punto que para lograr el objetivo, sistemáticamente se organizaban 
huelgas y manifestaciones.

5. La jornada de ocho horas 

La reivindicación de la jornada laboral de ocho horas fue planteada en Nueva York, Estados 
Unidos en 1829. Vladimir de la Cruz (1985) indica que es en 1842 que los estibadores de 
Charleston, Massachusetts lograron por primera vez la jornada de ocho horas, que luego se 
hizo extensiva para los obreros de ese oficio en ese Estado. De manera que, como objetivos de 
los asalariados, su logro se extiende en el país norteamericano y también en Europa. 

La Asociación Internacional de Trabajadores, también conocida como Primera Internacional, 
en su primer Congreso celebrado en 1866 en Ginebra, Suiza, asume como uno de sus objetivos 
impulsar la consecución de la jornada de ocho horas, bajo el concepto de que el día debería 
distribuirse en ocho horas de esparcimiento, ocho horas de sueño y ocho horas de trabajo. 
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Para las organizaciones obreras que se habían desarrollado en las grandes urbes industriales, 
se convirtió en una meta por alcanzar sin distingo de fronteras, ni de ocupaciones entre los 
asalariados.

Diversos movimientos huelguísticos se desarrollaron, tanto en Estados Unidos como en Europa, 
en procura de tal logro. Paulatinamente fueron logrando límites y reducciones significativas, 
estableciéndose jornadas, según los países y ocupaciones, en un rango de diez a catorce 
horas. El 25 de junio de 1868, el Congreso norteamericano estableció la jornada de ocho horas 
para los trabajadores del Gobierno Federal.

Entre los movimientos destaca el de los obreros de las fábricas de la ciudad de Chicago, 
donde acogieron la resolución del IV Congreso de la Federación de Gremios Organizados y 
“Tradeuniones”, señalando una fecha para aplicarla: que a partir del 1 de mayo de 1886 la 
jornada laboral fuera de ocho horas. En las empresas que no aceptaron la petición laboral se 
produjeron huelgas. 

En una de ellas se produjo un enfrentamiento con saldo de muertos y heridos, que luego resultó 
en un juicio contra varios líderes sindicales, quienes de manera injuriosa y calculada fueron 
acusados de arrojar una bomba sobre una manifestación, de lo cual eran inocentes. Cuatro 
de ellos fueron condenados a muerte y ejecutados en la horca. Por esto se les recuerda como 
los “Mártires de Chicago”, años después fueron indultados, por haberse comprobado que 
el lanzamiento de la bomba había sido una provocación de matones contratados por las 
empresas, para que la policía disparara contra los huelguistas.

En conmemoración de la lucha de los obreros de Chicago, en julio de 1889 el Primer Congreso 
de la Segunda Internacional de Trabajadores, acordó celebrar el Primero de Mayo como 
jornada de lucha del proletariado de todo el mundo. Vladimir de La Cruz (1985: 27) cita: 

“Será organizada una gran manifestación a fecha fija de manera que en todos los países y 
en todas la Villas a la vez, el mismo día convenido, los trabajadores emplacen a los poderes 
públicos ante la obligación de reducir legalmente a ocho horas la jornada de trabajo, y de 
aplicar las demás resoluciones del Congreso Internacional de París.
Visto que una parecida manifestación ha sido ya decidida para el 1º de Mayo de 1890 por la 
Federación Americana del Trabajo en su Congreso de diciembre de 1888 celebrado en San 
Luís, esta fecha es adoptada para la manifestación internacional.
Los trabajadores de las diversas naciones llevarán a la práctica esta manifestación de acuerdo 
con las condiciones especiales que disfruten en sus países.”

Desde entonces, cada Primero de Mayo los trabajadores de muchos países celebran lo que 
conocemos como el Día del Trabajador.  Y no solo por la lucha por la jornada de ocho horas, 
sino que se ha convertido en una reflexión de los movimientos sociales, sobre logros alcanzados 
y replanteamiento de metas en procura de mejores condiciones laborales y derechos como 
asalariados. Se tratan, además, otros objetivos sociales que no necesariamente tienen que 
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ver con las condiciones de trabajo, pero sí con la búsqueda de una vida mejor para toda 
la población y las generaciones futuras. La limitación de la jornada de trabajo fue debatida 
en las conferencias internacionales realizadas por los gobiernos de las principales potencias 
europeas en 1890 en Berlín y Berna en 1905, 1906 y 1913. 

Al crearse la Organización Internacional del Trabajo en 1919, una de sus primeras disposiciones 
sería el establecimiento de la jornada laboral de ocho horas diarias y cuarenta y ocho semanales. 
Paulatinamente fue siendo asumida por las entidades gubernamentales de diversos países, 
aunque es necesario señalar que aún no es un logro universal.

6. El establecimiento de la jornada de ocho horas en Costa Rica

La celebración del Primero de Mayo y la lucha por la jornada de ocho horas tardó en llegar 
a Costa Rica. Fue hasta 1913, que la Confederación General de Trabajadores de Costa Rica 
acordó la primera celebración del Primero de Mayo, con un desfile en que participaron como 
líderes, ciudadanos de grata memoria en nuestra historia. Entre ellos, Joaquín García Monge 
hizo referencia en su discurso, a la necesidad de la jornada de ocho horas. Otros fueron Aniceto 
Montero, Carmen Lyra (que así sería conocida la líder política, educadora y escritora María 
Isabel Carvajal), José María Zeledón Brenes (compositor de la letra de nuestro Himno Nacional) 
y Omar Dengo.

La toma de conciencia sobre la necesidad de limitar la jornada laboral apenas se va 
desarrollando en esos años, siendo objeto de análisis en el Congreso Obrero Centroamericano 
de 1911; demandada en algunos movimiento huelguísticos, como el de los ferrocarrileros de 
1914; debatida como parte de la Constituyente de 1917 y propuesta como proyecto de ley por 
el diputado Morales Bejarano en 1919 (Acuña, 1986).

En las ciudades del país, un sector de trabajadores urbanos, parte de un sistema productivo 
prácticamente consolidado en la agricultura del café y del banano, sería el correlato o 
complemento de los pequeños, medianos y grandes productores agrícolas del café y de los 
productores y asalariados bananeros y ferrocarrileros. 

El grueso de los trabajadores en que se desarrollaría lo que en nuestro país se denominó como 
“movimiento obrero urbano”, estaría conformado por personas dedicadas a labores industriales 
en talleres y pequeñas fábricas. Serían asalariados, artesanos independientes, personas en 
actividades comerciales, unas, como propietarios pequeños; otros asalariados. También serían 
parte quienes se ocupaban de actividades en servicios, incluidos los servidores públicos.

Este movimiento desarrollaría las luchas por la jornada de ocho horas, cuya manifestación 
principal ocurre en el año 1920, en parte como continuidad de los movimientos sociales que 
lograron la caída de la dictadura tinoquista en 1919. Como líderes e ideólogos, encontramos a 
los mismos que en 1913, habían creado el Centro de Estudios Sociales Germinal y por primera 
vez, encabezaron el desfile del Primero de Mayo en Costa Rica.
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Como en otros países, la legislación laboral sería producto del desarrollo y la lucha, que los 
mismos trabajadores desplegaron por la consecución y defensa de sus derechos. La legislación 
laboral aún esperaría hasta la década de 1940, pero a inicios de siglo se gestan los movimientos 
urbanos y obreros que llevarían a la emisión de una legislación que contrarrestara las condiciones 
de insalubridad y pobreza, que se evidenciaban con el crecimiento urbano.

Tal legislación, al preocuparse o responder a las necesidades que las condiciones de vida 
de la mayoría de la población, vendría a establecer límites a la libertad que emergía con el 
desarrollo de la producción capitalista. Era una libertad que beneficiaba a quienes tenían el 
poder económico y político del país, pues se hacía evidente el desmedro de las condiciones 
laborales, de quienes prestaban su fuerza de trabajo para el logro de los indicadores económicos. 
Durante décadas el crecimiento era sostenido, así como el vínculo con los mercados europeos 
y estadounidense, destino de la alta calidad de nuestras dos frutas principales: el café y el 
banano.

No es de extrañar entonces que, con el crecimiento de la población urbana en nuestras 
pequeñas ciudades, las deficiencias en las condiciones de vida paulatinamente fueran 
adquiriendo similitudes, con las que ya habían provocado grandes confrontaciones sociales 
en Europa y Estados Unidos. Entre ellas se pueden indicar las condiciones sanitarias manifiestas 
en la persistencia de enfermedades infecto-contagiosas, viviendas mal construidas y poco 
higiénicas, falta de servicios médicos, grandes limitaciones para el acceso a la educación, así 
como condiciones laborales de bajos salarios y largas jornadas. 

Tales condiciones serían la fuente para el cultivo de la disconformidad, el descontento 
social, que estimularon la proliferación y crecimiento de una serie de organizaciones sociales 
y sindicales que e a su vez eran manifestación del desarrollo organizativo y consciente de 
las posibilidades propias de lograr mejores condiciones de vida, lo que no podría lograrse sin 
cambiar las condiciones laborales, de las que es parte la jornada laboral. Estos movimientos no 
solo fueron asimilando el pensamiento organizativo e ideológico del anarquismo y el socialismo 
europeo, además influyeron en formas organizativas y de luchas que a partir de entonces 
deberían ser tomadas en cuenta por los gobiernos de turno. 

Las condiciones de vida empeoraron durante la segunda década del siglo XX, por la crisis 
que llegó al país, como consecuencia del ligamen con los mercados europeos. La Primera 
Guerra Mundial afectó la colocación de nuestros productos, particularmente el café, del que 
dependían las divisas y gran parte de la economía nacional, así como el abastecimiento de los 
bienes que se importaban de Europa.

En Costa Rica ya se habían presentado movimientos huelguísticos. Pero estuvieron circunscritos 
a actividades particulares, como fue la construcción del ferrocarril. Asimismo, entre las 
manifestaciones urbanas se puede mencionar la huelga de panaderos de 1916, así como 
las protestas antigubernamentales que, en su momento, fueron dirigidas al derrocamiento de 
la dictadura de los hermanos Tinoco. Estas últimas tuvieron manifestaciones armadas, como 
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los levantamientos comandados respectivamente por el General Jorge Volio y don Julio 
Acosta, quien luego sería electo presidente para el periodo entre 1920 y 1924. Recordemos 
otro acontecimiento muy importante en la historia del país, que fue el levantamiento popular 
ocurrido el 7 de noviembre de 1889 por los vecinos de San José. La meta era lograr el respeto 
a la voluntad popular manifiesta en las elecciones de ese año, en que el Partido Constitucional 
había logrado el triunfo con don José Joaquín Rodríguez, pero que el gobierno se negaba a 
reconocer. Ese hecho constituía un hito, tanto como manifestación de las posibilidades que la 
acción popular podría tener en la toma de decisiones de trascendencia para la población, 
como de parte de los gobernantes, que no podían dejar de lado la importancia de los sectores 
populares y sus aspiraciones. La pretensión del gobierno de entonces de mantenerse por la 
fuerza militar y contra la voluntad popular, debió ceder ante la decisión masiva de hacer 
respetar el resultado electoral.

La participación de eventos de carácter político, así como la influencia que para la época 
tuvo la gran revolución rusa de 1917, en pocos años generó la necesidad de organizaciones 
políticas distintas de las tradicionalmente personalistas, con manifestaciones ideológicas de 
carácter socialista, como fueron la “Gran Asociación Obrera Nacional”, que entre sus puntos 
programáticos, el número doce indicaba la “Intervención en la reglamentación de las horas 
de trabajo”. Más claro sería el señalamiento de la jornada de ocho horas como parte del 
programa del Partido Socialista Costarricense, esbozado en 1920 junto con la “regularización 
del salario”. (Acuña, 1986: 31-34)

Al parecer, los movimientos sociales que se venían gestando tuvieron su momento de expresión 
más elevado, con el derrocamiento del régimen tinoquista, con una participación fundamental 
de las educadoras y los estudiantes; pero tuvieron continuidad durante el gobierno provisional 
de transición mientras se realizaban elecciones. 

Las condiciones de vida no mejoraron con la caída de esa dictadura, pero se abrieron 
posibilidades de que las acciones de los movimientos populares se orientaran a la consecución 
de mejores condiciones de vida, lo que se vio favorecido por un ambiente político y social de 
conciliación y acuerdo, luego de los conflictos que había vivido el país. Hubo varios movimientos 
sociales con metas claras en campos como la vivienda, la salud, los salarios y las condiciones 
laborales. En relación con la jornada laboral, quienes realizaron las primeras acciones por la 
consecución de la jornada de ocho horas, fueron los gremios de ebanistas y carpinteros, que 
de manera decidida, declararon la demanda de la jornada de ocho horas el 26 de enero 
de 1920, o en caso de no ser aceptada por los patrones, la declaratoria de huelga para una 
semana después. 

Demandaron además un reajuste salarial del veinte por ciento para quienes ganaran más 
de cuatro colones diarios, y del cuarenta por ciento, para quienes ganaran menos de cuatro 
colones diarios. Nótese como, si bien se pretendía una limitación de la jornada laboral, los 
gremios en pie de huelga tomaron la previsión de mandar además el incremento salarial 
necesario, para ajustar sus condiciones de sobrevivencia a una situación más digna. 
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Conocían además que la jornada de ocho horas ya era una realidad en los países europeos, 
por lo que alegaban no comprender como muchos de los patrones, quienes eran inversionistas 
de origen europeo, no la habían llevado a la realidad en Costa Rica.

Victor Hugo Acuña  refiere de la siguiente manera el inicio y conclusión exitosa del movimiento: 

“… el 2 de febrero de 1920 se declararon en huelga los asalariados de los talleres de ebanistería 
y carpintería de la capital. Inmediatamente, se adhirieron al paro los albañiles y otros gremios 
josefinos. Al caer la tarde de ese día sumaban casi 1.000 los trabajadores de distintos oficios que 
habían interrumpido sus labores y recorrían las calles de San José, en forma ordenada, dando 
vivas a la huelga e incitando a quienes seguían trabajando a integrarse a la lucha. El Gobierno 
respondió rápidamente en forma positiva y un día después del estallido del movimiento 
aceptó las reivindicaciones de los huelguistas de las dependencias públicas … los patronos en 
su mayoría no se mostraron refractarios a las peticiones obreras, de modo que al finalizar esa 
semana la mayoría de los conflictos se había solucionado …” (op. cit., p.49)

Sin embargo, el movimiento se fue extendiendo por las provincias, donde de manera paulatina 
los patronos fueron acordando la aceptación de las peticiones obreras; salvo en el caso de 
las empresas extranjeras, particularmente norteamericanas, como la United Fruit Company y 
la empresa minera de Miramar, donde incluso se recurrió a la acción policial para reprimir a los 
trabajadores y obligarlos a retornar a sus labores.

Como se ha citado, los servidores públicos fueron los primeros en obtener el derecho mediante 
la emisión del decreto que establecía la jornada de ocho horas en todas las dependencias 
públicas el 20 de febrero de 1920. En esto vemos una similitud con lo ocurrido en algunos casos 
en Estados Unidos, donde también fueron ciertos servidores públicos los primeros en obtener 
tal derecho. Reflejo quizá de un papel conciliador, populista o electorero, que Acuña (p. 63) 
señala como “predicar con el ejemplo”, en el establecimiento de tal límite laboral, para que 
en las empresas privadas también se adoptara.

Debe destacarse el papel de la Confederación General de Trabajadores, C.G.T., de tendencia 
reformista y del Centro Socialista, en el apoyo a los demandantes. La primera presentó la 
demanda al Congreso de la República en junio de 1920, para que dicha jornada se reconociera 
mediante Ley. Lo anterior porque en el sector privado, no se estaba aplicando y en algunos 
casos, los patrones que lo habían aceptado, luego pretendieron desconocer el acuerdo. 
Por esa razón la lucha se mantuvo a lo largo del año 1920 en diversos sectores gremiales y 
geográficos del país. El 19 de diciembre de 1920, el Congreso aprobó la ley número 100, que 
estableció el límite de ocho horas en la jornada diaria de trabajo. 

El logro tuvo gran relevancia, pero estuvo limitado a la aplicación de parte de los patronos, de 
manera que, por décadas, la situación no varió mucho para gran parte de los trabajadores 
asalariados. La reivindicación como meta de lucha por los distintos sectores de asalariados 
debió continuar vigente. Incluso hasta la actualidad, no resulta desconocida la extensión de 
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la jornada más allá de lo que legalmente está establecido, lo que requiere la acción de las 
personas interesadas, incluso a riesgo de perder el trabajo, para que la autoridades respectivas 
la hagan cumplir.

Una de las luchas más destacadas ocurrió con la famosa huelga de trabajadores bananeros 
de 1934. Entre agosto y septiembre se registran numerosas huelgas en ese sector laboral, siendo 
la más importante la sucedida en la United Fruit Company, en la que se exigía una jornada de 
6 horas para los trabajos más difíciles, salario mínimo, pago quincenal en efectivo, viviendas 
dignas, medicamentos, eliminación de trabajo a destajo y el reconocimiento del Sindicato de 
Trabajadores del Atlántico. 

La compañía no reconoció ninguno de esos derechos, pero el Estado firmó un acuerdo con los 
miembros del comité de huelga y el Partido Comunista, estableciendo la jornadas de entre 6 y 
8 horas (Calderón, 2008). Con la emisión del Código de Trabajo y el Capítulo de las Garantías 
Sociales en la Constitución Política en la década de 1940, se incorpora la jornada de ocho 
horas diarias y cuarenta y ocho semanales, así como el pago extraordinario por horas extras, 
estableciéndose la prohibición de laborar más de doce horas diarias y sesenta semanales.

7. Conclusiones

Como hemos visto el logro de la jornada laboral tiene una importancia histórica y es de reciente 
creación. Es producto de la lucha de los mismos asalariados en procura de mejores condiciones 
de vida, es decir, no ha sido una regalía o resultado de la buena voluntad de los patronos o de 
los gobiernos, sino que han requerido grandes luchas y sacrificios de los movimientos sociales y 
obreros, que mediante la lucha organizada y con metas claras, a través de décadas de lucha 
en diversos ámbitos geográficos y condiciones socioeconómicas, lo consiguieron y hoy en día 
son parte de nuestra vida laboral cotidiana. Existen tendencias en la actualidad para extender 
la jornada laboral o hacerla comprimida. Por ejemplo, las propuestas de mantener la jornada 
de 48 horas semanales, pero laborando doce horas diarias, lo que va contra el logro histórico 
a que hemos hecho referencia en estas reflexiones. Tales propuestas, además, pretenderían 
eliminar los pagos extraordinarios que los asalariados tendrían derecho por laborar jornadas 
extensas, es decir, más allá de las ocho horas diarias.
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Alcances del pago de vacaciones 
no disfrutadas por docentes del MEP

Vangie Miranda Barzallo. Costa Rica
Abogada, Asesoría jurídica,

Dirección General de Servicio Civil de Costa Rica.

Respuesta al oficio número  DRH-403-2011-AL, de fecha siete de junio del año en curso remitido 
por el Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, el cual refiere sobre el 
tema del pago de vacaciones no disfrutadas por los docentes por un mecanismo propuesto por 
ese ente ministerial, el cual plantea la creación de una acción de personal que contemple dicho 
pago1. En vista de lo anterior y por ser esta sede, órgano  rector en materia de empleo público 
y relacionado el tema en escrutinio con aspectos valorados dentro de esta dependencia, nos 
damos a la tarea de emitir el criterio jurídico con respecto al fondo en estudio. De este modo y  
entrando a conocer sobre el planteamiento, se aborda el tema de vacaciones y su naturaleza 
jurídica, que como es de todos conocido, el derecho de todo servidor a las vacaciones se 
encuentra garantizado tanto en instrumentos internacionales como en la legislación estatutaria 
y laboral vigente, y de la cual se pueden inferir una serie de principios que rigen dicho instituto, 
como por ejemplo el de legalidad, retribución, irrenunciabilidad, generabilidad, anualidad y 
proporcionalidad.

De manera que la normativa sobre el fondo instaura en lo que interesa dentro del artículo 59 
de nuestra Carta Magna: 

“ARTÍCULO 59.-
Todos los trabajadores tendrán derecho a un día de descanso después de seis días consecutivos 
de trabajo, y a vacaciones anuales pagadas, cuya extensión y oportunidad serán reguladas 
por la ley, pero en ningún caso comprenderán menos de dos semanas por cada cincuenta 
semanas de servicio continuo; todo sin perjuicio de las excepciones muy calificadas que el 
legislador establezca.” 

Leemos lo dispuesto por el Código de Trabajo: 

“ARTICULO 153.-
Todo trabajador tiene derecho a vacaciones anuales remuneradas, cuyo mínimo se fija en dos 
semanas por cada cincuenta semanas de labores continuas, al servicio de un mismo patrono. 
[…]” 

1.  Sobre el particular se cita dentro del oficio indicado al inicio como referencia, lo dispuesto en el oficio DRH-97-52011 del 09 
de febrero de 2011 donde se indica que el reconocimiento de las vacaciones no disfrutadas por los docentes se podría hacer 
mediante una acción de personal, propuesta que: “técnicamente considera de aplicación práctica esta Administración 
(Refiriéndose al Ministerio de Educación Pública ) con la implementación del sistema  INTEGRA 2 para ajustar su conducta al 
ordenamiento jurídico.”
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“ARTICULO 158.-
Los trabajadores deben gozar sin interrupciones de su período de vacaciones. Estas se podrán 
dividir en dos fracciones, como máximo, cuando así lo convengan las partes, y siempre que se 
trate de labores de índole especial, que no permitan una ausencia muy prolongada.” (Lo que 
se subraya no es del original) .

A nivel reglamentario encontramos que el Reglamento del Estatuto de Servicio Civil dispone en 
lo relativo al tema en estudio lo siguiente: 

“Artículo 28.-
Todo servidor regular disfrutará de una vacación anual de acuerdo con el tiempo servido, en 
la forma siguiente: […] 

 “Artículo 32.-
Los servidores deben gozar sin interrupciones de su período de vacaciones y sólo podrán 
dividirlas hasta en tres fracciones por la índole especial de las labores que no permitan una 
ausencia muy prolongada, tal y como lo regula el artículo 158 del Código de Trabajo; los 
jefes respectivos están en la obligación de autorizar el pleno goce de este derecho a sus 
subalternos, y disponer el momento en que éstos lo disfruten, debiendo programarlas dentro 
de las quince semanas siguientes al advenimiento del derecho y otorgarlas antes de que se 
cumpla un nuevo período. Por consiguiente queda prohibido la acumulación de vacaciones, 
salvo cuando las necesidades del servicio lo requieran y a solicitud escrita del servidor, se podrá 
acumular únicamente un período, mediante resolución razonada de la máxima autoridad que 
así lo autorice, según los términos del Artículo 159 del citado Código.”  (Lo que se resalta no es 
del original) 

	 Clara la normativa y desprendiéndose de la misma la naturaleza por la que se creó dicho 
instituto jurídico,  la Sala Constitucional ha reafirmado en su jurisprudencia el doble propósito 
que se encuentra inmerso dentro del disfrute al derecho de vacaciones, al disponer desde el 
voto N° 5969-93 de las 15:21 horas del 16 de noviembre de 1993, lo siguiente: 

 “(…) el beneficio de las vacaciones responde a una doble necesidad, tanto del trabajador 
como de su empleador: a) por una parte, es evidente el derecho del cual debe disfrutar toda 
persona, de tener un descanso que a nivel constitucional puede inclusive entenderse como 
derivado del derecho a la salud (artículo 21 de la Constitución), b) por la otra, las vacaciones 
del primero benefician también al segundo, ya que el descanso de aquél por un período, 
favorece su mayor eficiencia, al encontrarse, luego de ese lapso razonable de reposo, en 
mejores condiciones físicas y psíquicas para el desempeño de sus labores. 

Con base en ello, se concluye que las vacaciones tienen la ambivalencia de ser derecho 
y deber del trabajador, pudiendo incluso su empleador obligarlo a disfrutarlas en tiempo. 
Obviamente, en el caso del artículo 30 impugnado, la acumulación de vacaciones presupone 
la sucesión de varios períodos en los cuales el trabajador no ejerció ese derecho, en detrimento 
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de su descanso y, de paso, de su capacidad de trabajo, y, consecuentemente también de 
la empresa. La prohibición de acumularlas más de una vez, pues, guarda armonía con los 
preceptos y principios enunciados del Derecho de la Constitución.” 

	 De esta forma, el disfrute de las vacaciones  permite   “…por una parte al derecho de 
todo trabajador de tener un descanso y por otra, a la posibilidad del empleador de garantizarse 
mayor eficiencia con el descanso del primero.”2

	 Por su parte, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia ha desarrollado mediante sus 
fallos la naturaleza de las vacaciones e incluso en la sentencia que se transcribe a continuación 
-en lo que interesa- retoma las consideraciones dadas por el Tribunal Constitucional en la 
resolución que se citó supra. En ese sentido leemos: 

“III.-
El instituto de las vacaciones, como es ampliamente conocido, constituye uno de los derechos 
de mayor trascendencia del trabajador (a), y nace como consecuencia de la prestación, en 
tiempo, de su fuerza de trabajo. Su razón de ser la constituye el necesario descanso, luego 
de un lapso efectivo de labores, para que de esa forma reponga las energías gastadas por 
sus esfuerzos físicos y mentales, y pueda así continuar laborando. De ello se colige que, las 
vacaciones, tienen un carácter profiláctico, dirigido a proteger la salud del trabajador (a). Por 
otra parte, garantizan una mayor eficiencia en sus prestaciones; lo cual también beneficia 
directamente al empleador. Rodríguez Manzini ha dicho al respecto: “Una de las conquistas 
sociales más recientes fue el reconocimiento del derecho de los trabajadores dependientes 
a gozar de un descanso anual remunerado. Razones similares a las que se han considerado 
con relación a la jornada y al descanso, semanal y diario, sirven de argumento básico para 
reconocer el derecho del trabajador (a) a gozar de un descanso pago, más amplio en cada 
año, para reponerse de la fatiga que ocasiona su trabajo; y para atender más adecuadamente 
a las necesidades de esparcimiento y recreación propias y de su grupo familiar. […]

En lo que no existe ningún tipo de discusión, es en que este beneficio fue instituido para que el 
funcionario lo goce en forma efectiva- atento a la finalidad higiénica y social que persigue-, 
por lo cual se debe descartar toda posibilidad de que sea sustituido o compensado por otra 
especie de concesión. El servidor que prestó servicios ininterrumpidos, durante el período en 
que le hubiese correspondido gozar de vacaciones, no tiene derecho a compensación alguna, 
porque el no descanso no se lo puede sustituir por dinero ni acumularse, salvo, en una mínima 
proporción, según veremos. En esta última línea, cuando existe una imposibilidad de que las 
vacaciones sean tomadas como en derecho corresponde, la legislación señala al respecto 
supuestos excepcionales, para su compensación los cuales se encuentran dentro  del artículo 
156 del Código de Trabajo, el cual reza: 

2. Resoluciones de la Sala Constitucional número 2004-02615 de las 10:54 horas del 12 de marzo del 2004, que reitera los votos 2002-
10944 de las 15:12 del 20 de noviembre del 2002, 2001-13075 de las 15:58 horas del 19 de diciembre del 2001, el N°2000-07391 de las 
15:59 horas del 22 de agosto del 2000, 2003-13131 de las 14:59 horas del 11 de noviembre del 2003, 2003-09415 de las 10:30 horas 
del 5 de setiembre del 2003



149

Vangie Miranda Barzallo

 Artículo 156.- (*)
Las vacaciones serán absolutamente incompensables salvo las siguientes excepciones:

a) Cuando el trabajador cese en su trabajo por cualquier causa, tendrá derecho a recibir en 
dinero el importe correspondiente por las vacaciones no disfrutadas.
b) Cuando el trabajo sea ocasional o a destajo.
c) Cuando por alguna circunstancia justificada el trabajador no haya disfrutado de sus 
vacaciones, podrá convenir con el patrono el pago del exceso del mínimo de dos semanas 
de vacaciones por cada cincuenta semanas, siempre que no supere el equivalente a tres 
períodos acumulados. Esta compensación no podrá otorgarse, si el trabajador ha recibido este 
beneficio en los dos años anteriores. Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, el 
patrono velará porque sus empleados gocen de las vacaciones a las cuales tengan derecho 
anualmente. En todo caso, se respetaran los derechos adquiridos en materia de vacaciones.  
(*)3

Además puede verse el fallo de la Sala Segunda, N° 2004-335 de las 9:40 horas del 7 de mayo 
del 2004, en cuanto a la compensación del pago de vacaciones:

III.-
ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO: SOBRE LA NATURALEZA DE LAS VACACIONES: El período de 
vacaciones se otorga a los trabajadores con un fin profiláctico, cuyo propósito es proporcionar 
al trabajador una pausa para su descanso físico y mental, y para compartir con su familia ese 
tiempo libre, después de haber laborado en forma continua por un período determinado por el 
legislador en un lapso de 50 semanas.  Es por ello que las vacaciones no pueden compensarse 
mediante pago pues se estaría incurriendo en el peligro de provocar un deterioro en la salud del 
trabajador.  Ahora bien, por vía de excepción se permite la compensación en situaciones muy 
calificadas y bajo determinados supuestos, sin embargo, en muchos casos, esta excepción se 
ha constituido en la norma, por lo que en algunas instituciones, donde el derecho a vacaciones, 
por normativa interna, ha superado el mínimo general que establece el artículo 153 del Código 
de Trabajo se ha convertido en una costumbre y hasta en un mecanismo que utilizan los 
trabajadores para obtener un pago adicional.  La posibilidad de compensar las vacaciones 
lejos de beneficiar al trabajador, lo perjudica pues si el período de vacaciones otorgado con 
fundamento en una Convención Colectiva, o en una ley especial supera el mínimo de dos 
semanas, el propósito es proporcionar un mayor plazo para el descanso y la compañía familiar, 
y su disfrute debe cumplir con este propósito y no puede sacrificarse en aras de percibir mayores 
ingresos económicos, y esto es así, porque lo que se tutela es la salud del trabajador, lo cual no 
se logra con un mayor ingreso, sino con el descanso requerido.  Es importante señalar que esta 

3. (*) El segundo párrafo del presente artículo ha sido adicionado por Ley No. 5 de 6 de octubre de 1943

(*) El presente artículo ha sido modificado mediante Ley No. 7641 de 17 de octubre de 1996. LG # 219 de 14 de noviembre de 1996.

(*) El presente artículo ha sido modificado mediante Ley No. 7805 de 25 de mayo de 1998. LG# 122 de 25 de junio de 1998.

(*) El presente artículo ha sido reformado mediante Ley No. 7989 de 16 de febrero del 2000. LG# 41 de 28 de febrero del 2000.
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concepción es producto de una evolución conceptual respecto a la importancia del descanso 
que se proporciona mediante la institución de los períodos de vacaciones, especialmente, si se 
toma en cuenta, que actualmente la mayoría de las personas sufren un mayor nivel de stress, lo 
que ha conducido a establecer la imposibilidad de compensación de vacaciones(…)”

A tal efecto, es importante tener claro que el supuesto fundamental exigido por nuestro 
ordenamiento jurídico positivo, en punto a las vacaciones anuales, es que constituyen un 
derecho que se adquiere después de cincuenta semanas de prestación laboral continua al 
servicio de un mismo patrono4; así quedó determinado constitucional y genéricamente en el 
artículo 59 de la Carta Magna y en el 153 del Código de Trabajo, normativa que ha servido de 
fundamento a reiterada jurisprudencia del más alto Tribunal Laboral del país, en el sentido de 
que el supuesto de hecho requerido que da origen al derecho al descanso anual remunerado5  
es la efectiva prestación del servicio. De modo que, partiendo de esta premisa, punto medular 
para el surgimiento del citado derecho, no se pueden reconocer vacaciones en los casos en 
que no se ha laborado del todo durante esas cincuenta semanas generadoras del derecho. 

Así lo ha estimado la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia al indicar:

“VII – El reclamo por vacaciones, que comprende las de los años mil novecientos ochenta y 
cuatro a mil novecientos ochenta y ocho, es improcedente. En lo que se refiere al período 
cubierto por salarios caídos, según la sentencia del Tribunal de Servicio Civil, si no hubo trabajo 
efectivo, no puede existir un descanso que sea compensado. Obsérvese que el artículo 153 
del Código de Trabajo, que establece el derecho a vacaciones anuales remuneradas, hace la 
fijación tomando en cuenta la existencia de labores continuas al servicio de un solo patrono, 
lo cual implica un supuesto de trabajo realizado que amerite el descanso, lo que no se da en 
el sub lite”. (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Nº 90-182 de las 9:40 hrs. del 9 de 
noviembre de 1990).

En otro fallo, esa misma Sala expuso: 

“No lleva razón el actor en vista de que, como acertadamente lo ha considerado el Tribunal a 
quo, es la efectiva y continua prestación del servicio, en que consiste el trabajo del funcionario 
lo que da origen a un derecho a percibir un descanso legalmente garantizado. Precisamente, 
el fundamento de las vacaciones es otorgar la oportunidad de que el empleado recobre 
la energía psicofísica desplegada en su trabajo, mediante el descanso correspondiente. 
Presupuesto de ellas, lo es que el empleado haya laborado durante el tiempo que la ley 
dispone, para que tenga derecho a ese descanso. En el sub júdice, ese presupuesto no está 
presente. Independientemente de que la no prestación laboral se debiera a un despido, que 
se ha calificado como desvinculado del procedimiento legal aplicable, es lo cierto que el 
actor no laboró, en el terreno de los hechos, durante el lapso que ha pretendido que se le 

4.  Sea el ESTADO en el caso en estudio

5. Refiriéndose en este término a que dicha remuneración lo será con carácter de salario y todas sus implicaciones.
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cancelen las vacaciones. Esa circunstancia, y la naturaleza dicha del derecho a vacaciones, 
hacen que falte el supuesto de hecho requerido por la normativa del artículo 153 y siguientes 
del Código Laboral –aplicable en ausencia de norma administrativa pertinente-, para que sea 
procedente el acogimiento de ese extremo del “petitus”6.  

Bajo esta inteligencia ha de entenderse que cuando no se ha cumplido el plazo necesario para 
el reconocimiento al derecho de las vacaciones remuneradas, sean las cincuenta semanas de 
servicio, lo procedente es la compensación de las mismas vía indemnización esto en resguardo 
al bloque de legalidad, por lo que debe quedar claro que, ese importante beneficio7, de 
enorme necesidad, por regla general, es incompensable. Esto es así, en virtud de la finalidad 
que persigue dicho instituto, según lo ya expuesto. Es por ello que, la compensabilidad de éstas 
no constituye un derecho para el servidor, ni una obligación para el patrono. Esto sólo puede 
darse por convenio entre las partes de la relación laboral, siempre que medien determinadas 
circunstancias justificadas; cuando al funcionario se le haga imposible el disfrute de sus 
indispensables vacaciones; que sean éstas en exceso sobre el mínimo de dos semanas; y, que 
no se hayan compensado las anteriores, comprendidas en un lapso de dos años. 

Ahora bien hablando sobre el medio o la forma en que estas deben ser pagadas y que es en 
el fondo lo que en realidad analizamos, deben distinguirse dos situaciones diferentes:
a) El dinero que el empleado recibe, durante el disfrute real y efectivo de sus vacaciones o por 
la compensación de estas; tanto en el período mínimo legal como en los casos de exceso del 
mismo; 
b) y el pago que por concepto de liquidación final de vacaciones recibe el funcionario, con 
ocasión de la terminación de la relación laboral.  

En el primer caso, es claro, y no presenta dudas ni dificultades, ante lo preceptuado por los 
ordinales 156 y 157 del Código de Trabajo; que, expresamente, les otorgan el carácter de 
salario, como aquél que el funcionario recibe durante toda la vigencia de la relación laboral. 
Igual carácter presenta el dinero que recibe, cuando dichas vacaciones son compensadas, y 
así lo ha definido la Sala Segunda, en su voto N° 98, de las 10:10 horas, del 21 de junio de 1991: 

“Sobre el particular, la Sala considera que si lo que el accionante paga, por el disfrute de 
las vacaciones a sus trabajadores, comprendiendo tanto el período mínimo legal, como el 
exceso de éste, es salario, igualmente lo debe ser también lo pagado cuando dicho exceso 
es compensado y retribuido en dinero al obrero. No avala la Sala dar un trato desigual a una 
situación que no lo amerita, pues así como el salario que percibe el empleado, cuando se 
acoge al descanso, es aquél que devenga en la última semana, más el promedio de las 
remuneraciones extraordinarias, recibidas en las últimas veinticinco semanas, igual solución 
presenta la compensación de vacaciones, al ordenar la convención que se remuneren con 
el doble de los salarios ordinarios y extraordinarios, recibidos por el empleado, inclusive con la 

6. Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Nº 91-011 de las 8:30 hrs. del 11 de enero de 1991). (Ver también de esa misma 
Sala la Nº 83-082 de 14:30 hrs. del 15 de junio de 1983.

7. Las vacaciones
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salvedad de no limitar los extraordinarios a las últimas veinticinco semanas. Además, aquí se 
trata de una retribución que surge producto del contrato laboral, como contraprestación de 
los servicios dados por el empleado, en forma continúa e ininterrumpida durante cuarenta 
y ocho o cincuenta semanas, la cual, a tenor de los numerales 153, 156 y 157 del Código de 
Trabajo, debe conceptuarse como salario.”.  

Por otra parte, también ha interpretado ese mismo estrado judicial el precitado ordinal, en el 
sentido de que lo pagado por vacaciones no disfrutadas, al finalizar una relación de servicio, 
no constituye salario;  sino más bien una indemnización del derecho que, el  servidor, no logró 
disfrutar antes de la terminación de la relación de servicio.  Así, en el mismo Voto transcrito, se 
resolvió: 
“VII. En relación con lo anterior, la Sala considera que el extremo impugnado, y que concierne al 
pago que se le hace al servidor, por concepto de liquidación final de vacaciones, con ocasión 
de la terminación del respectivo contrato de trabajo, no puede tener la condición de salario 
pues, más bien, de lo que se trata es de una indemnización al no poder disfrutar, el trabajador, 
de sus vacaciones; por lo que no existe la alternativa legal y sólo pueden ser pagadas, de 
ahí su carácter indemnizatorio. El apoyo jurídico, para sostener esa tesis, lo encontramos en el 
artículo 153, párrafo 2° y en el numeral 156, párrafo 1°, del Código de Trabajo. Efectivamente, 
en ambas normas, se establece el mandato legislativo expreso, de que cuando la vacación 
no se puede disfrutar materialmente, físicamente, por la cesación de la relación laboral, debe 
ser pagada en dinero -el trabajador tiene que ser indemnizado-, y a ello corresponde el rubro 
de mérito, denominado liquidación final de vacaciones, que se hace después de concluido 
el contrato de trabajo. Consecuentemente, por su carácter claramente indemnizatorio, al no 
ser salario, no está sujeto al pago de las cargas establecidas por la citada Ley Orgánica.” 
(Destacado es de quien transcribe)

Siguiendo sobre esta misma línea y ante la costumbre administrativa con la que actúan ciertas 
dependencias, de igual manera y sobre el tema ha señalado la Sala Segunda de la Corte 
Suprema de Justicia:

“(…) los actores apelan a una costumbre existente en la “JASEC”, de considerar el monto 
devengado por los trabajadores, por concepto de tales vacaciones compensadas, como 
parte de los últimos seis salarios devengados para el cálculo del aguinaldo, de las vacaciones, 
y del auxilio de cesantía, al momento de la terminación del contrato laboral. En respaldo de 
dicha tesis manifestó el testigo ... Campos Loaiza, quien laboró varios años en la institución:  
″Cuando yo me refería a la costumbre para un determinado cálculo de prestaciones legales, 
incluyendo preaviso, cesantía, vacaciones, aguinaldo, la compensación de vacaciones, se 
incluía en el pago de preaviso y cesantía, porque en verdad se estimaba que ello era parte 
del beneficio del trabajador, considerando que todo lo devengado componía el salario, para 
efectos de liquidación, desde luego.” (folios 81 y 82 fte).  En iguales términos se manifestó 
otra antigua trabajadora de la “JASEC”, señora ...Rojas Meneses:  “En el cálculo de preaviso, 
cesantía, vacaciones y aguinaldo, se incluía el pago o  compensación de vacaciones”. (folio 
84 fte).  Concluye esta Sala que no lleva razón el recurrente, en este aspecto, por dos razones 
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fundamentales.  Primero, y a partir de la citada interpretación de la ley, no constituye salario 
lo pagado por concepto de vacaciones no disfrutadas, al momento de la terminación de 
la relación laboral.  Además, como bien lo indicó el Tribunal, y esta Sala en su Voto N° 210, 
de las 10 horas, del 19 de agosto de 1998, la “JASEC” forma parte del Sector Público, y se 
encuentra, por ende, sujeta al principio de legalidad (artículos 11 de la Constitución Política y 
11 de la Ley General de Administración Pública);  conforme al cual, la Administración Pública 
actuará siempre sometida al ordenamiento jurídico; por lo que únicamente puede realizar 
los actos previstos y autorizados por ley.  En tal sentido, y según lo reiterado por esta Sala y 
por la Constitucional, debe tenerse presente que, en las relaciones de servicio público, rigen 
principios generales propios, distintos y muchas veces hasta contrapuestos a aquellos que rigen 
en el campo del derecho laboral privado8” (Destacado es impropio)

Por lo tanto, conforme la anterior interpretación de la ley, respecto de la compensación de 
vacaciones, al terminar la relación de servicio, y no existiendo una norma específica que regule 
dicho aspecto, y en atención a la jerarquía de las fuentes del derecho, no se podría aplicar 
entonces una costumbre contrapuesta a una norma escrita del ordenamiento jurídico; toda 
vez que de ser así ello devendría  en  una  práctica  administrativa  o  en  una  costumbre  
“contra-legem”. En igual sentido, en reiteradas circunstancias los altos Tribunales de Justicia se 
han referido, diciendo:  

“Al respecto, es necesario indicar que no puede aplicarse una costumbre opuesta abiertamente 
al contenido expreso de una norma, como se ha pretendido en el caso de que se conoce, 
cuando la empleadora es una entidad sujeta al derecho público y, por ende, al principio 
de legalidad (artículos 11, 49 y 129 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la 
Administración Pública), por lo que el ordenamiento jurídico la obliga a que sus servidores 
ejerzan sus potestades y realicen sus actos administrativos, solo de conformidad con lo que 
está expresamente permitido por la ley, siendo su deber ineludible el cumplirla y nunca rebasar 
arbitrariamente sus atribuciones”9 

Concluimos entonces que la propuesta hecha por las autoridades del Ministerio de Educación 
Pública en cuanto a la posibilidad de mediante la figura de una acción de personal resolver 
el tema de la compensación de las vacaciones no disfrutadas se podría hacer respetando 
y valorando lo supra expuesto dentro de este criterio, en cuanto a que dicho acto debe 
contemplarse con carácter indemnizatorio, y no como se señala en el oficio DRH-403-2011-AL 
de fecha 07 de julio de 2011 en donde en la parte conclusiva se indica literalmente:

8.  Ver, al respecto, los Votos de la Sala Constitucional Nos. 3865, de las 10:57 horas, del 14 de julio de 1995; 3089, de las 15:00 horas, 
del 12 de mayo de 1998; 1696, de las 15:30 horas, del 23 de agosto de 1992; y, de esta Sala, Nos. 254, de las 9:30 horas, del 30 de 
agosto de 1996; 91, de las 10:05 horas, del 25 de marzo de 1998; 236, de las 9:50 horas, del 18 de setiembre de 1998; 258, de las 10:00 
horas, del 31 de agosto de1999; y 518, de las 14:48 horas, del 19 de mayo de 2000; entre otros.

9.  Ver, Voto N° 102, de las 9:00 horas, del 31 de marzo de 1995 
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“Así las cosas, en virtud de lo dispuesto por el pronunciamiento de cita10 y las potestades 
asignadas a esta Dirección de Recursos Humanos por el bloque de legalidad aplicable, con el 
objeto de ajustar la conducta de la Administración de derecho, se ha dispuesto reconocer en el 
Sistema INTEGRA2 el pago de las vacaciones de los funcionarios docentes con nombramiento 
interino, que corresponden de conformidad con el tiempo laborado, mediante una acción de 
personal que permita hacerlo mediante salario, es decir, se reconocen los días que corresponden 
como derecho a vacaciones y se les cancela mediante salario ordinario, tomando en cuenta 
el proporcional de vacaciones que frente al nombramiento deben disfrutar y que por algún 
motivo no lo pueden hacer en el momento definido por el numeral 88 del Reglamento de la 
Ley de Carrera Docente”

	 Esto por cuanto pese a considerarse según los términos utilizados mediante oficio DRH-97-
2011-AL11“propuesta que técnicamente considera de aplicación práctica esta Administración”, 
lo cierto es que como se citó supra,  la Administración debe actuar legalmente, de manera 
completa apegada a derecho, respetando el bloque de legalidad. 

10. Refiriéndose esto al oficio DAJ-014-C-02-2011 de fecha 10 de febrero de 2011 emitido  por la Dirección de Asuntos Jurídicos del 
Ministerio de Educación Pública.

11. Oficio DRH-97-2011-AL de fecha 9 de febrero de 2011 emitido por la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Educación 
Pública
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El Reloj de Arena. 
La Mística de los recursos humanos. 

Juan José Almagro.
Segunda Edición, Pearson Educación, S. A., España, 2004, 256 p.

Para quienes conciben la gestión de los recursos humanos como un regreso a los valores  
humanos, este libro del maestro Almagro resulta más que inspirador al cuestionar, a partir de 
su experiencia en la gestión de los recursos humanos, el rumbo hacia donde se dirige esta 
disciplina del quehacer humano. 

Según sus propias palabras, el libro no pretende ser un manual de gestión de Recursos 
Humanos, es decir, sobre cómo deben hacerse las cosas, diseñar estrategias o cómo superar 
las dificultades prácticas que tienen los departamentos de Recursos Humanos, sino que enfatiza 
en las personas y  su relación con la empresa y de ésta en su vinculación con los seres humanos 
que la integran. 

Dentro de los tópicos que aborda esta producción están la estrategia versus la práctica, cultura 
y valores, dirección y liderazgo, comunicación, educación, reputación e imagen corporativa 
y responsabilidad social. 

El viaje. Una fábula sobre el aprendizaje, 
los logros y los desafíos.

Enrique Margery Bertoglia. 
Grupo Editorial Norma, 2003, 99 p.

Enrique Margery es ingeniero especialista en aprendizaje organizacional, reconocido consultor 
nacional e internacional en temas de calidad, inteligencia emocional, entre otros. 

Pero en el mundo de la consultoría, pocos imaginarían que también dedica su tiempo a la 
producción literaria, misma que queda plasmada en este libro corto, de bolsillo, donde aborda 
mediante la fábula, diversas situaciones del quehacer humano visualizado desde la historia 
personal.

Al hablar del “viaje” de la vida, Margery muestra las experiencias, alegres, sensibles, simpáticas 
y creativas de las personas; sus aciertos, sus yerros y el aprendizaje que se construye en  cada 
momento. 
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La carrera profesional

Andrés Hatum y Rodolfo Q. Rivarola.
Editorial Gránica, Primera Edición, Buenos Aires, Argentina, 2007, 175 p.

Esta obra está dirigida a personas que atraviesan las etapas inicial o media de sus carreras y 
desean explorar los avatares de su profesión, así como las opciones que ofrece el mercado. El 
libro está compuesto por dos segmentos, el primero orientado hacia el análisis de los desafíos 
de la carrera inicial y el segundo, hacia a los dilemas de la carrera.

Ofrece a lectores y lectoras un compendio de ideas que facilitan la toma decisiones, la 
determinación del éxito y su alcance, la identificación de los cambios del mercado laboral y 
los ajustes correspondientes; así como resolver conflictos entre la vida personal y la laboral. 

Es de interés de los autores, que las personas encuentren elementos conceptuales y prácticos 
para generar las bases de una carrera profesional exitosa. Su desafío, afirman enfáticamente, 
es que quienes consulten este texto puedan utilizar la guía con sentido común y, de esa forma,  
obtengan un desarrollo profesional en el que se considere su éxito y su felicidad. 

El líder resonante crea más.

Daniel Goleman, Richard Boyatzis y Annie Mckee
Debolsillo clave. Liberdúplex, Barcelona España, 2010, 352 p.

Siempre en la línea del poder de la inteligencia emocional, esta obra nace de la acogida 
recibida por varios artículos publicados en la Harvard Business Review, tituladods What makes 
a Leader?,  (¿Qué es lo que hace a un líder?) y  Leadership That Gets Results, (El liderazgo que 
consigue resultados) más la propuesta de un nuevo concepto “el liderazgo primal”.

Este concepto está planteado bajo la óptica de que la tarea fundamental del líder es 
despertar los sentimientos positivos de sus colaboradores, lo cual ocurre cuando ese líder 
produce “resonancia”, o dicho en otras palabras, el clima emocional positivo indispensable 
para movilizar lo mejor del ser humano. Desde la opinión de los autores, la tarea fundamental 
del liderazgo es emocional. 

Los autores explican, a lo largo de once capítulos, ¿por qué el liderazgo emocionalmente 
inteligente alienta la resonancia y el modo de actualizar ese potencial, tanto en el ámbito 
individual como en el de los equipos y las organizaciones? Sin duda, una nueva perspectiva para 
la administración de las organizaciones sustentada en investigación científica y experiencia de 
campo. 
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A NUESTROS COLABORADORES

Las autoras y los autores interesados en publicar sus escritos en la REVISTA DE SERVICIO CIVIL, 
pueden enviarlos al apartado postal 3371-1000, San José, Costa Rica; por correo electrónico 
a la dirección rpiedram@dgsc.go.cr, o bien, entregarlos en las  oficinas  centrales de la 
Dirección General de Servicio Civil, en San Francisco de Dos Ríos, San José, 100 metros al este 
del templo católico. El Consejo Editorial valorará los trabajos recibidos, determinará si cumplen 
o no los requerimientos de publicación y comunicará por escrito, a las autoras o autores, la 
decisión correspondiente. Al respecto, se establecen las siguientes pautas:

Los trabajos deben poseer originalidad, trascendencia en su respectivo campo o área 
de conocimiento, profundidad, actualidad, respaldo científico, adecuada y ordenada 
presentación formal; y podrán ser:

1-	 Artículos: Escritos de 4 a 6 páginas
2-	 Ensayos: Escritos de 7 a 15 páginas 
3-	 Monografías: Tratados de carácter investigativo de 10 a 15 páginas

Los escritos deberán abordar temas de interés relacionados con la administración de recursos 
humanos, teoría y reforma del Estado, estudio del trabajo, políticas públicas, gerencia pública, 
derecho administrativo o laboral, ética en la función pública y otros temas afines. Asimismo, 
el autor deberá indicar si el respectivo trabajo ha sido publicado o no, y en caso afirmativo, 
señalar fechas y el medio o los medios donde se publicó. Los trabajos serán revisados por el 
Consejo Editorial, el cual podrá contar con la colaboración de examinadores independientes, 
cuyo criterio no será vinculante para dicho Consejo.

Los escritos deben enviarse en original impreso en papel tamaño carta, a doble espacio, por 
correo electrónico o grabados en algún dispositivo de almacenamiento de datos: dispositivo 
USB, “llave maya”, disco compacto (CD) u otros. Además, se deberá incluir un resumen de 
aproximadamente diez líneas, sobre el contenido del respectivo trabajo tanto en español 
como en Inglés, incorporando palabras claves.

Los colaboradores y colaboradoras deben aportar los siguientes datos: nombre completo, 
número de cédula o de pasaporte, institución o lugar de trabajo, teléfono, correo electrónico 
y dirección exacta de su domicilio; grado académico o estudios realizados, especialidad 
profesional y cargo desempeñado. 

El tema y enfoque de cada trabajo es responsabilidad exclusiva de la autora o  autor, quien 
conserva sus derechos de reproducción, no obstante, autoriza implícitamente la reproducción 
parcial o total de su trabajo, siempre y cuando se indique la fuente.


